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PREFACIO 



Escrito este libro en pocos días, — le di 
comienzo el día siete de este mes, — aunque 
resultado de observaciones de algunos años, 
debo expresar lealmenté mi temor de que, 
por lo menos en la forma, algunas apreciacio- 
nes aparezcan exageradas, é hijas* de la preci- 
pitación, que no basta haber meditado mucho 
tiempo sobre un asunto, para expresar sobre 
él un juicio preciso y correcto. En cambio, 
abrigo la confianza de haber podido decir 
algo útil y verdadero sobre la administración 
de justicia en lo criminal, en estos momentos 
en que un ministro del poder ejecutivo ha 
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puesto su claro talento y sus nobles energías 
al servicio de una reforma por tanto tiempo 
anhelada. 

Aliéntame en este trabajo, la circunstancia 
de que, en lo referente á la organización de la 
justicia en lo criminal, el proyecto del Minis- 
tro de Justicia coincide con algunas de las 
Bases que publiqué en el número de este mes 
en la Revista de derecho, historia y letras, 
á las que se ajusta mi exposición que trans- 
cribo como indicado prefacio de este libro : 

En cuanto se ha escrito y hablado en es- 
tos últimos meses sobre la necesidad de una 
reforma de la justicia en lo criminal, ha do- 
minado la opinión de que los hombres son 
peores que las instituciones; y muchas de las 
reformas que se han indicado parecen inspi- 
rarse más en el deseo de remover á aquéllos, 
que de buscar en éstas el mejor medio de 
aplicar la justicia. 

Para mí la culpa está principalmente en la 
organización y en el procedimiento de la jus- 
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tícia en lo criminal, y sin detenerme ahora á 
demostrarlo, quiero indicar las bases que 
desde mucho tiempo tengo formuladas, como 
resultado de mis propias observaciones en 
esta materia. Presumo que por sí solas sean 
suficientemente sugestivas para que pueda 
considerárselas con alguna atención. 



I. UNmAD DEL MINISTERIO PÚBLICO 

En todos lo& países en que se ha admitido 
la necesidad de confiar el ejercicio de la ac- 
ción penal al ministerio público, se ha reco- 
nocido también la de darle organización sobre 
la base de más completa unidad. 

Esa unidad no existe ni se sospecha en 
-nuestras leyes. Los agentes fiscales proceden 
con entera y absoluta independencia del fiscal 
de la cámara de apelación, y éste no tiene 
conocimiento de los procesos sino cuando la 
cámara se los pasa en vista durante la apela- 
ción. 

La ley se ha limitado á confiar al fiscal de la 



— 8 — 

cámara la misión de « cuidar de que los en- 
cargados de ejercer el ministerio público^ 
promuevan las gestiones que les correspon^ 
dan y desempeñen los deberes de su cargo » . 

Cierto es que si un fiscal de la cámara hu- 
biera querido cumplir, á su vez, el propósito 
de la ley, habría podido pedir á los agentes 
fiscales la relación diaria de los delitos y de 
los respectivos procesos; cierto es que, lle- 
gando á sus manos todos los sumarios sin 
que jamás apareciese en ellos la firma de un 
agente fiscal al pie de una declaración de 
testigo, habría podido compeler á aquél al 
cumplimiento de su deber. Pero todo esto y 
mucho más que se hubiera obtenido por la 
acción de un fiscal de cámara, no habría 
llegado nunca á establecer la unidad de ac- 
ción, que sólo es posible cpn una subordina- 
ción y jerarquía establecida expresamente 
por la ley; y con una comunicación diaria 
inmediata y directa entre el fiscal y los agen- 
tes fiscales que obraran bajo su dirección y á 
sus órdenes. 

La unidad, con esa jerarquía y subordina- 
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ción, es la base de la organización del minis- 
terio público en Francia, Bélgica, Italia, Es- 
paña, etc., y puede ocurrirse á sus leyes para 
los proyectos de organización del nuestro. 



II. INTERVENCIÓN EXCLUSIVA DEL MINISTE- 
RIO COMO ACUSADOR EN LOS DELITOS DE 
ACCIÓN PÚBLICA. 

i 

La pena no ha sido establecida, según el 
concepto vigente del derecho penal, para 
satisfacer la venganza ó el interés del dani- 
nificado. Si la pena existe por un interés 
eminentemente social, no hay razón alguna 
para constituir ala víctima en representante de 
la sociedad, donde existe, como entre nosotros, 
un ministerio público. Son muchas las razones 
que pueden aducirse contra la admisión de 
un querellante particular, pero la mejor de 
todas sería quizás la estadística de las quere- 
llas iniciadas en nuestros tribunales de ins- 
trucción, en que la causa concluye ordinaria- 
mente por un desistimiento, que oculta una 
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transacción ilícita, ó por el reconocimiento de 
que la querella ha sido infundada. La víctima 
del delito podrá instar la acción del ministerio 
público, podrá y deberá hacerse á éste res- 
ponsable del abandono de la misma, pero 
deben desaparecer de una vez esas escanda- 
losas querellas de cada día, que terminan por 
un avenimiento ilegal. 



III. TRIBUNAL COLEGIADO DE ACUSACIÓN 

Y SOBRESEIMIENTO 

Una de las más grandes garantías de justi- 
cia en el proceso penal, es, sin duda alguna, la 
declaración previa de la procedencia de la 
acusación. En una buena organización del 
jurado, el gran jurado declara que hay lugar á 
la acusación ó la rechaza. En nuestro proce- 
dimiento, terminado el sumario, el juez de 
instrucción dicta un auto mandando elevar la 
causa á plenario, ó sobreseyendo. Este auto 
se dicta sin forma de juicio, con sólo la au- 
diencia del agente fiscal^ y serían abundantí- 
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simas las pruebas que podrían presentarse de 
la insuficiencia de este procedimiento, si la so- 
ciedad no hubiese sido recientemente conmo- 
vida por un sobreseimiento que puede ser 
justísimo, pero que fiié inesperado. 

Debiera corresponder á un tribunal com- 
puesto de cinco miembros, previo un debate 
oral, declarar admitida la acusación ó pro- 
nunciar el sobreseimiento. Este tribunal po- 
drá formarse con cuatro jueces de instrucción 
y un presidente. 



IV. TWBUNAL DE JUICIO Y SENTENCIA 

9 

Este tribunal reemplazaría á los actuales 
jueces del crimen, y se adoptaría ante él, 
conforme á la base VI, el juicio oral y proce- 
dimientos del juicio por jurados. 



V. TRIBUNAL DE APELACIÓN Ó CASACIÓN 

Podría ser la cámara actual, limitándose el 
recurso á la aplicabilidadóinaplicabilidadde 



— 12 — 



ley ó doctrina legal, y á la casación por inob- 
servancia de las formas del juicio. 



VI. ACUSACIÓX Y DEFENSA ORALES 

Son innegables las ventajas del procedi- 
miento oral. No me detendré á exponerlas, 
pero indicaré algunas someramente : mayor 
y más detenida preparación en acusadores y 
defensores, necesaria para tratar en público 
un proceso y estar pronto para la réplica; 
mayor seguridad de que los jueces se han 
impuesto de las constancias de la causa y de 
los argumentos aducidos por las partes ; exa- 
men inmediato y directo de los testigos ; bre- 
vedad en la substanciación de las causas. Si 
por vía de estudio se examinara un cantidad 
cualquiera de procesos, no se sabría qué ad- 
mirar más, si la completa pobreza y negli- 
gencia de las acusaciones ó la ligereza y su- 
perficialidad de las defensas, unas y otras 
muy parecidas á la ignorancia de la lógica y 
del derecho. 



1 1 
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VIL PRONUNCIAMIENTO DEL FALLO EN LA 
MISMA AUDIENCIA DEL JUICIO 



Es esta una consecuencia necesaria del 
juicio oral. Desaparecería toda garantía si se 
confiara á la memoria de los jueces, á través 
de los distintos juicios, todo lo ocurrido en 
un debate oral. Se dirá que en esto peligra la 
justicia por falta de meditación y estudio de 
las causas; pero es ese un peligro remoto. 
Cuando un juez demora por seis meses ó un 
año el despacho de una causa, son mucho 
mayores las probabilidades de que se haya 
olvidado del proceso y del reo, que las de una 
madura y detenida meditación del fallo. Por 
otra parte, la causa debe ser estudiada por los 
jueces antes del debate oral, y su competencia 
é ilustración deben ser abundantes é indiscu- 
tibles. 

Una reforma en el sentido de estas bases, 
traería todas ó muchas de las ventajas del 
jurado, evitando sus inconvenientes. Sin ha- 
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ber sido pensada como una transacción entre 
el jurado y la justicia letrada, quizás parezca 
tal en el hecho, pero de todas maneras, si 
alguna vez se intentara entre nosoíros el esta- 
blecimiento del jur^o, se habría adquirido 
una preparación que hoy falta indiscutible- 
mente. 



Está demás decir, para el lector entendido, 
que, tanto en las Bases precedentes como en 
los capítulos de este libro, entiendo referirme 
á la organización y procedimientos de la jus- 
ticia en la Capital de la República. 

Mayo de 1899. 



.^ 



LA JUSTICIA EN LO CRIMINAL 



CAPÍTULO I 



NI EL JURADO NI LA MAGISTRATURA ACTUAL 

1. Razones generales en contra del jurado. Ejemplo de su 
establecimiento en España. -— 2. Ventajas superiores de la 
forma de su procedimiento. — 3. Es una itusióa considerarlo 
como baluarte de libeilades, donde se acepta el principio de 
su poder judicial independiente. —4. Juiciosa opinión de 
Mittermaier. 

1. Tratándose de reformas legislativas debe te- 
nerse por más prudente consejo el de proceder gra- 
dualmente, corrigiendo aquellos defectos de mayor 
notoriedad que asumir un gesto revolucionario, 
para arrancar de cuajo las instituciones existentes 
y sustituirlas por otras nuevas, hijas de la imita- 
ción ó de la fantasía. Más que planteado, erguido 
el problema de la justicia en lo criminal, se ha re- 
clanáado todo género de reformas según que se 
imputara las injusticias y abusos notorios, á de- 
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fectos de organización. Estaría demás decir que 
entre los medios no se olvidó el jurado, y, como 
siempre que se trata de organización y procedi- 
miento de la justicia del crimen, es indispensable 
tocar, siquiera sea de paso y someramente, tan re- 
petido argumento. 

No me detendré en él. En las páginas que si- 
guen presuflio que se haya decidido el aplazamien- 
to del jurado, optándose por un procedimiento que 
si no fuera definitivo, seria de transición hacia el 
jurado, si éste se ha de establecer alguna vez en 
cumplimiento de la prescripción constitucional 
que encarga al Congreso promover el estableci- 
miento del juicio por jurados. 

El jurado es una planta exótica que no ha echa- 
do nunca raices en nuestro país, en sus ensayos 
en los juicios de imprenta; que la opinión no 
ha reclamado nunca; que ningún partido político 
ha inscripto en su bandera como programa, y, lo 
que es más, que quizás ningún candidato á las al- 
tas funciones del gobierno lo ha prometido since- 
ramente como reforma realizable. Todavía más: el 
Congreso dio un verdadero voto de aplazamiento 
cuando, teniendo á su despacho desde muchos 
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años el proyecto de juicio por jurados redactado por 
los doctores Florentino González y Victorino de la 

r 

Plaza, sancionó el actual Código de Procedimien- 
tos vigente en la Capital de la República y tribu- 
nales y territorios federales, reproducido por la 
provincia de Buenos Aires. Se diría que en este 
punto como en tantos otros se hallan en pugna la 
constitución natural del país y su constitución es- 
crita. Si el jurado inglés es motivo de tantas ad- 
miraciones y alabanzas, no es ciertamente porque 
sea una institución ideada por el pueblo, por un 
sabio legislador, ó trasplantada por imitación, sino 

I 

porque es un producto espontáneo del pueblo ó de 
la raza. 

2. Se dirá que si nosotros hemos copiado ó imi- 
tado nuestra organización política de los Estados 
Unidos, podemos imitar ó copiar este detalle déla 
institución del jurado. Dejo á quienquiera que 
haga aquella observación, que junte á su propio 
juicio sobre nuestra práctica de las instituciones 

copiadas el que debiera merecerle la práctica que 
habríamos hecho del jurado. 

Temo, por mi parte, que el ensayo habría dado 
los resultados que dio su primer establecimiento 
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en España. En los considerandos del decreto de 
3 de enero de 1875, se leen estas palabras : « Dos 
años hace que se estableció en España el jurado 
para conocer de los delitos más graves, y en este 
período se han puesto tan de relieve los inconve- 
nientes de esta innovación que no es posible que 
continúe en vigor en el trimestre que ahora em- 
pieza. Del expediente instruido en el ministerio 
de gracia y justicia para apreciar los resultados 
que ha producido aquella institución resulta... 
que el ser juez de hecho se mira no como honrosa 
función pública sino como pesada carga de la cual 
procuran librarse cuantos tienen excusa legal que 
oponer, llegando muchos al extremo de consentir 
en ser procesados por no desempeñar funciones 
judiciales, prefiriendo el papel de reo al dé juez, 
y que cada día crece la dificultad de conseguir que 
comparezcan en estos juicios jurados y testigos... 

« 

Datos que no es posible recusar, porque están to- 
mados de documentos oficiales, comprueban la 
verdad de lo expuesto ... miles de causas se si- 
guen contra jurados por injustificadas faltas de 
asistencia ; gran número de procesos está deteni- 
do por no haberse podido constituir el tribunal 



I 
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de hecho ; y en muchos de ellos hay reos que es- 
tán sufriendo indebidamente la privación de la 
libertad durante esta prolongación del proceso, 
cuando acaso sean al fin declarados inocentes, y la 
forzosa ausencia, de los magistrados tiene parali- 
zada la substanciación de millares de juicios cri- 
minales también en su mayor parte ». 

Entre nosotros que diariamente podemos com- 
probar que no tenemos conciencia de los deberes 
del servicio público gratuito; que las acade- 
mias universitarias son citadas hasta diez veces 
sin formar número; que el espíritu de asociación 
se reduce al afán de pocos ó muchos, de figurar 
en las comisiones directivas; que salvo los mo- 
mentos en que un agitador conmueve la multi- 
tud, nadie se acerca á una mesa electoral, pudien- 
do temerse que si no hubiera registros falsos no 
habría sino registros en blanco, agregar á las fun- 
clones públicas una más, sería correr el riesgo de 
caer en los mismos arrepentimientos que el real 
decreto español cuyos considerandos he trans- 
cripto. 

3. Tratándose de organización y procedimien- 
to judicial, se debe distinguir dos cosas: el mé- 
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todo es la primera, el personal que debe practicar- 
lo es la segunda. He creído siempre que todas 
las excelencias proclamadas del jurado se deriven 
precisamente del método, ó sea de la forma del 
procedimiento, y no del personal. No he logrado 
nunca convencerme de que aun para resolver en 
conciencia y sin expresar los motivos de la resolu- 
ción, en las cuestiones de hecho que surgen de un 
proceso penal, sea mejor no tener ninguna ciencia 
ni experiencia para la investigación de la verdad 
á través de las declaraciones y contradicciones de 
los testigos, de los peritos y de los documentos, 
que haber educado el propio discernimiento con 
repetidas observaciones que constituyan ese gran 
caudal de buen juicio que se. llama la experiencia. 
Me ha repugnado siempre aquella conclusión co- 
mo contraria á la lógica, y como contrario á las 
buenas observaciones de la psicología sobre los 
resultados del hábito. Mientras se encomia cada 
día la conveniencia de la división del trabajo, y 
se recomienda la superioridad de los especialistas, 
se pretende, por otro lado, que la educación del 
discernimiento para apreciar las pruebas de un 
proceso es un grave inconveniente para llegar á la 
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verdad. Mientras reconocemos que la mayor ra- 
pidez y exactitud de una suma de largas colum- 
nas de guarismos la obtendrá quien esté habitua- 
do á sumar, por ejemplo un empleado de Banco, 
tratándose de un fallo en lo criminal la mayor 
exactitud y rapidez la daría quien jamás hubiera 
meditado sobre el valor de un testimonio; es de- 
cir como si en el caso de la suma recurriésemos á 
quien por primera vez se viese, delante de una co- 
lumna de números. 

Nótese bien que atribuyo á la educación del 
discernimiento y al hábito la superioridad para 
pronunciarse en conciencia sobre la prueba judi- 
cial : de ninguna manera al solo titulo profesional, 
ó á un nombramiento de magistrado, que los hay 
que en toda su vida alcanzan un mediano criterio 
ni logran dar á sus actos el respeto que merece la 
justicia. Los buenos métodos de crítica ni se impro- 
visan ni todos pueden inventarlos ó descubrirlos : 
son el resultado de largas y pacientes investiga- 
ciones y observaciones de la conciencia humana. 
Paul Lapie, en el reciente y juicioso libro La 
justicepar Vétat, dándose cuenta de las dificien- 
cias del criterio judicial, cree necesaria « una 
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reforma de la educación profesional que obligara, 
por ejemplo, á los estudiantes que se destinan á la 
magistratura á hacer en las facultades de letras 
trabajos de historia critica y de moral social, que 
dieran á los jueces métodos más seguros para 
descubrir la verdad ». En el bagaje de un estu- 
diante de nuestra facultad de derecho hay muy 
poco ó nada sobre crítica de la prueba, materia 
sin cuyo conocimiento siquiera mediano no se 
debiera admitir el ingreso á la magistratura. 

Se dirá que si tan incapaces para resolver con 
buen criterio sobre los hechos del proceso son los 
magistrados profesionales como los jurados, la 
falta de preparación de estos últimos no es razón 
que abone en favor de los primeros. A ello con- 
testo que será siempre más fácil exigir una prepa- 
ración especial, y debe exigirse, á los que hagan 
profesión de la magistratura que á los que sólo 
accidentalmente serian llamados á ella quizas una 
sola vez en la vida. 

En esta materia como en todas las demás apli- 
caciones de la inteligencia, se debe reconocer la 
superioridad del estudio, de la meditación, del 
trabajo, y de una consagración especial. Si no se 
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tratara del jurado, que tiene tantos admiradores 
en muchas partes en que no existe, como detrac- 
tores en muchas en que se le conoce de cerca, se 
tendría por inverosímil la excepción creada á 
aquella regla. 

En resumen, ni el jurado ni la magistratura 
actual, reclutada, salvo honrosas excepciones de 
los que han demostrado vocación, entre las vul- 
gares mediocridades. Lo que se necesita es una 
magistratura especialmente preparada, conjnás 
serios estudios y, en este caso, habría que agre- 
gar, con mejores rentas. 

3. Uno de los argumentos que se invoca, siempre 
en esta materia como una razón decisiva, es el de 
que el jurado es un baluarte de la libertad. No 
creo en ese baluarte, y la frase me parece decla- 
matoria. 

Dice el eminente Carrara, gran partidario del 
jurado, que en los buenos tiempos de Carmignani, 
entre las notabilidades europeas que acudían á 
Pisa para escuchar su palabra prestigiosa fué 
también el célebre ydocto Jouffroi. En los días de 
su permanencia en Pisa, el ilustre publicista fran- 
cés pudo oír algunas de las invectivas del profesor 
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pisano contra el sistema de los jurados, y dio alas 
palabras del venerado maestro una simple y deci- 
siva respuesta : vuestras argumentaciones serán 
justísimas, pero los jurados son la vanguardia de 
la libertad. 

Es posible que Jouffroi tuviese razón, y que la 
haya tenido Carrara en aplaudir su respuesta; pero 
incurren en un grave error los que creen que se 
debe sacrificar la justicia en aras de una vanguardia 
de la libertad, cuando ésta puede salvarse por 
otros medios, sin detrimento de aquella. Jouffroi 
y Carrara habrán tenido razón, como la tendrán 
todos los que hablen en el concepto de que la jus- 
ticia no es un poder del estado sino meramente 
una rama del poder ejecutivo. El concepto que aún 
domina en las organizaciones constitucionales de 
Europa es el mismo que expresaba Ahrens en su 
Filosofía del derecho: los tres poderes del Estado 
son, el poder gubernativo (ministerio), el poder 
legislativo (parlamento) y el poder ejecutivo (rey, 
emperador ó presidente). « El poder ejecutivo se 
divide en dos ramos distintos: el poder, ópor mejor 
decir, la función judicial, esto es la administración 
de justicia, destinada á mantener el estado de de- 
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recho, y Ja administración propiamente dicha, en 
el sentido estricto de la palabra, que se encarga 
de cuidar del bien, según los principios del derecho 
en todos los dominios de la cultura social », 

Si la justicia no se concibe como un poder sino 
como una función del poder ejecutivo, todo loque 
tienda á sacar de manos del poder ejecutivo, que 
tiene la fuerza, el ejercicio de aquella función, 
será indudablemente una garantía de la libertad. 
Muchos se habrén asombrado, al leer las noticias 
del colosal proceso Dreyfus y sus incidentes, de la 
intervención que asumía respecto de los jueces el 
ministro de justicia; pero recuérdese que aun en 
aquella república, la justicia es una dependencia 
del ministerio, es una función del poder ejecutivo» 
La verdadera salvaguardia del derecho y de la 
libertad, que será el imperio de la justicia, debe 
buscarse en la independencia del poder judicial, y 
en este sentido no me parece que sea posible entre 
nosotros una discusión teórica. 

En nuestro actual problema de la administra- 
ción de justicia la responsabilidad de los poderes 
ejecutivo y legislativo es grande, porque nuestros 
estadistas y legisladores no han tenido la previ- 
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sión de realizar la aspiración de una buena ó 
mediana justicia; porque no se ha consagrado 
á este gran problema ninguna atención ; porque 
los nombramientos en la magistratura no han 
obedecido á otro criterio, en general, que el de 
afinidades políticas y no al de buscar el hombre 
apto para el puesto; porque no se ha tenido ningún 
cuidado en obtener una preparación especial y en 
hacer de la magistratura seriamente una carrera. 
La responsabilidad es de todos los gobiernos y 
congresos pasados, pero corren detrás de una ilu- 
sión los que se imaginan que el sorteo de jurados 
seria una garantía de nombramientos más impar- 
ciales, ó siquiera más acertados. ¿ Quién formaría 
las listas de jurados ? A cualquiera de los poderes 
que se atribuyera, si se escapara de la influencia 
directa del poder ejecutivo, sería para caer bajo 
su influencia indirecta, lo que quizás sería peor, 
ó para caer bajóla influencia directa de otro poder 
más irresponsable y por lo mismo expuesto á usar 
de sus intereses partidistas, contrarios á la jus- 
ticia. Si no se defiriese la confección de las listas 
de jurados á una autoridad ya constituida, sería 
preciso atribuirla á la elección, lo que sería lo 
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mismo que arrojar la justicia ai pantano, tanto se 
ha corrompido en nuestro pais el régimen elec- 
toral. 

4. Un escritor de admirable buen juicio, Mit- 
termaier, expresa en estos términos lo que puede 
esperarse de los jueces regulares y de los jurados : 
« ¿A qué tribunal y con qué condiciones debe atri- 
buirse el derecho de dictar sentencia definitiva ? 
El legislador deberá seguir el camino más propio 
para inspirar al pueblo plena y entera confianza 
en la justicia de sus fallos. No se trata de esta- 
blecer si los jueces regulares que poseen la ciencia 
de las leyes merecen esta confianza con título más 
justo que los jurados : trátase únicamente de ver 
si la poseen. Bajo el punto de vista de la ley, 
concedemos que los primeros que deciden según 
las reglas de una teoría legal, sabia y prudente- 
mente fundada ^n el interés de la inocencia, y 
tienen que dar cuenta de los motivos de su deci- 
sión, pueden muy bien dar pruebas de una inteli- 
gencia más vasta, de una apreciación más cientí- 
fica de los hechos y más conforme rigurosamente 
á la ley; pero, á su vez los jurados, por la natura- 
leza misma de su institución, por su completa 
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independencia, y también por esa viva simpatía 
que es preciso suponer siempre en ellos en favor 
del acusado, los jurados, repetimos, suministran 
GARANTÍAS POLÍTICAS imposiblcs de encontrar 
entre los jueces regulares. Cuál de estos dos sis - 
temas sirve mejor para la seguridad social, no 
puede decirse absolutamente: todo depende en 
cada país del grado de civilización y de sus cos- 
tumbres políticas )). (Tratado de la prueba en 
materia criminal, pág. 41.) 

Es con este justísimo criterio que debe estu- 
diarse entre nosotros la grave cuestión de la jus- 
ticia. Prescindiendo de algunas de nuestras provin- 
cias, donde todas las instituciones no existen sino 
en el nombre, en el problema que debe resolver 
el congreso de la nación no se ha reclamado nunca 
el jurado como garantía política ó como medio de 
mayor independencia del poder judicial. Tenemos 
el convencimiento de que la justicia es y debe ser 
independiente, y poca cosa se precisaría para que 
lo fuera en realidad y completamente. El señor 
ministro de justicia denunciaba ante la cámara 
de diputados, en su elocuente discurso respon- 
diendo á la interpelación del diputado Argerich, 
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el caso del magistrado que solicitaba personal y 
directamente un ascenso. Se ha dicho también 
que los jueces hacían la corte, para usar una frase 
expresiva, aunque Vulgar, á diputados y senado- 
res con motivo del presupuesto, ó debían al presi- 
dente de la república el favor de un anticipo de 
sueldos. Se comprende, y es inútil demostrarlo, 
que todo esto puede y debe tener remedios muy 
distintos de la panacea ilusoria del jurado. 

Con las leyes actuales y en medio de todas las 
pasiones políticas, un juez puede tener toda la 
independencia y altivez que dieron merecido re- 
nombre al juez Tedín. 
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CAPÍTULO II 



LOS SISTEMAS DEL PROCESO PENAL 



1 . Análisis de las diversas formas del procedimiento penal. — 
2. Inconvenientes de las formas del procedimiento inquisito- 
rio y del jurado. Ventajas del procedimiento oral. —8. Por 
qué se opondrán la magistratura y el foro á la institución del 
procedimiento oral. — 4. Ventajas del juicio oral. 

1. Aparte de las supuestas garantías de libertad 
política que se intente buscar' en el jurado, y con- 
siderándolo como institución judicial y no políti- 
ca, sus excelencias tan proclamadas, lo he dicho y 
lo repito, derivan precisamente del método, ó sea 
de la forma del procedimiento y no del personal 
de la magistratura. 

Haciendo un exactísimo análisis de las distin- 

tas formas del procedimiento, fija Carraralas con- 

' diciones características de cada uno de los tres 
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sistemas : el del proceso acusatom, el del proce- 
so inquisitorio y el del proceso mixto. 

Necesito repetir ese análisis porque no conozco 
nada más claro ó ilustrativo. 

Los caracteres especiales del procedimiento 
acusatorio son : 

1** La plena publicidad de todo el procedimiento; 

2'' La libertad personal del acusado hasta la con- 
dena definitiva ; 

3** La igualdad absoluta de derechos y de pode- 
res entre el acusador y el acusado ; 

4*" La pasividad del juez en recoger las pruebas 
tanto de cargo como de descargo ; 

5° La continuidad de la discusión ; 

6^ La síntesis en todo el procedimiento. 

Los caracteres del proceso inquisitorio son : 

1** Concurso secreto de denunciantes que infor- 
men al magistrado inquirente de los delitos y 
delincuentes descubiertos por ellos ; 

2"* Dirección de la prueba según el pleno arbi- 
trio del juez; 

3** Instrucción escrita desde el principio hasta el 
fin, y también defensa escrita ; 

4? Procedimiento constantemente secreto no 
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sólo con relación á los ciudadanos, sino también 
con relación al imputado mismo, en cuya presen- 
cia nada sé hace, sino excepcionalmente el careo, 
y á quien no se comunica el proceso sino cuando 
está concluido y en estado de trasmisión ; 

5° Prisión preventiva del enjuiciado y su ab- 
soluta segregación hasta el momento de la de- 
fensa ; 

6° Interrupción de los actos, y en consecuencia 
el pronunciamiento de la sentencia cuando el juez 
lo quiera ; 

7° Orden analítico hasta la comunicación de la 
inquisición especial. 

En cuanto al proceso mixto, Carrara declara 
imposible definir taxativamente sus caracteres es- 
peciales, precisamente porque es de la naturaleza 
de todo ser mixto la perpetua variabilidad, deri- 
vada de la mayor ó menor prevalencia de uno ú 
otro de sus elementos. 

Consta de un período inquisitorio y de uno que 
tiene caracteres de proceso acusatorio. 

En el primero : 

1** Instrucción escrita ; 

2° Secreto absoluto ; 
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3"* Prisión preventiva y segregación del proce- 
sado ; 

4** Dirección de la investigación al arbitrio de 
un juez que se llama juez de instrucción, con ma- 
yor ó menor subordinación á las instigaciones del 
ministerio público ; 

5^ Intervalo arbitrario entre un acto y otro ; 

6° Decisión secreta, ó sin defensa ó sólo con de- 
fensa escrita para pasar el juicio á plenario ó para 
resolver sobre la excarcelación preventiva. 

En el segundo período, el proceso asume los ca- 
racteres del acusatorio : 

V Desde este momento nace la publicidad ; 

2° Presenta el ministerio público un libelo de 
acusación contra el reo, que de sumariado pasa 
así á la condición de acusado ; 

3^ Cesa el análisis y comienza la síntesis ; 

4** Se inicia un juicio solemne que deberá pro- 
ducirse en presencia del público ; 

5° Se da libre comunicación al enjuiciado y al 
defensor que necesariamente debe asistirlo, de to- 
dos los actos de inquisición ; 

6^ Se le da noticia de los testigos de que se val- 
drá la acusación en el nuevo proceso ; 
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7** El proceso entero se repite oralmente en la 
audiencia pública ; y los actos del proceso escrito 
no son válidos si no se reproducen en el proceso 
oral; 

8° Siempre en audiencia pública, en presencia 
del pueblo, del acusado y de su defensor, el acu- 
sador debe reproducir y sostener la acusación ; el 
acusado sus disculpas, los testigos y peritos sus 
afirmaciones; el defensor exponer sus razones; 

9® La sentencia se debe leer en público ; 

10^ Todo debe continuarse sin interrupción, es 
decir sin desviación á otros actos (1). 

2. Las formas del procediiíiiento inquisitorio 
puro están hoy completamente desacreditadas, y 
sólo exagerando el deseo de la persecución de los 
delincuentes, algunos campeones de la nueva es- 
cuela penal han propuesto algunos medios que lo 
harían revivir. No está sin embargo demostrado 
que sea más eficaz para la represión de la crimi- 
nalidad y ofrece en cambio tan grandes y funes- 
tos peligros para la inocencia, que sin temor se 
le puede declarar incompatible con la aspiración 



(1) Programma, números 841 á 860. 
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de libertad que anima el espíritu de todo país 
civilizado. 

El procedimiento acusatorio puro presenta con 
evidencia los inconvenientes que indica el mismo 
Carrara: deja en grave peligro la tutela del de- 
recho de los coasociados y no es posible sino en 
un pueblo eminentemente educado en las virtudes 
ciudadanas. 

De estas dos formas puras del proceso penal, 
la primera no puede aplicarse sino por la magis- 
tratura de oficio ; la segunda ha sido originaria- 
mente propia de la justicia popular ó del jurado. 

Las dificultades ó inconvenientes que se ha en- 
contrado en los países de la Europa continental 
que han querido imitar la institución de la justicia 
inglesa, han dado lugar á las formas mixtas del 
procedimiento, en que, como se ha visto, pueden 
entrar en proporciones distintas los elementos de 
una y otra forma. 

Si se mantiene el propósito de no considerar el 
jurado bajo su aspecto político de instrumento de 
libertad, sino como medio ó instrumento mera- 
mente jurídico para fines de justicia, desaparecen 
las razones que fundan esta institución invocan- 
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dose la mayor imparcialidad y lac mayor indepen- 
dencia del poder. 

Si es posible encontrar esta impai^cialidad ó in- 
dependencia en la concepción americana de un po- 
der judicial, no queda en pie, del juicio por jura- 
dos, sino las formas del procedimiento acusatorio, 
que conviene comparar con las del procedimiento 
inquisitorio para los fines del juicio penal. «^ 

y ¿Cuál es el objeto primordial de este juicio ? La' 

investigación de la verdad del hecho que debeí/ 

—7" ^ 1/ 

"caer bajo la sanción penaL- Su objeto jamás pue-* 

de ser el de imponer un castigo ó inventar un de- 
lincuente para intimidar con el ejemplo. La hu- 
manidad aspira á la justicia ; el Estado tiene que 
realizar la justicia y á la justicia no puede llegarse 
sino por el conocimiento de la verdad. Ahora" bien, 
encerrat" á un hombre, privarle de toda comunica- 
ción con tos demás \ recoger secretamente todas 
las declaraciones ó indicios que puedan perjudi- 
carle, mientras que él, ignorando quiénes son sus 
acusadores y por qué le acusan no puede producir 
las pruebas de su defensa, será un medio muy fá- 
cil y cómodo para los jueces que quieren encontrar 
un criminal, pero no es racionalmente un medio 
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, seguro para descubrir la verdad verdadera, que 
los jueces de instrucción confunden con la acumu- 
lación de indicios en contra de un procesado que 
puede ser inocente. 

Es bien difícil para los esfuerzos y medios de 
que dispone la inteligencia humana llegar á una 
corfipleta y razonable convicción de la verdad' res- 
pecto de un hecho cualquiera. 

Aun lo que cae directamente bajo la acción de 
nuestros sentidos está expuesto al error de la per- 
cepción y no podemos juiciosamente afirmarlo sin 
una comprobación tan variada como sea posible. 
Si tratamos de establecer la verdad de un hecho 

histórico no economizaremos la verificación de to- 
dos los antecedentes, de todos los indicios que 
puedan contribuir á su mejor conocimiento. Si 
son dos las distintas fuentes de información no 
acudiremos á una sola de ellas sino que agotare- 
mos todos los elementos que una y otra puedan 
proporcionarnos. ¿Cómo puede creerse entonces 
que sea un medio racional para llegar al conoci- 
miento de la verdad en una imputación de delito, 
que no es más que un hecho histórico^ el hacer ca- 
llar al acusado y reunir todas lis pruebas ó infor- 
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maciones ofrecidas por el acusador? Si cuando 
queremos informarnos personal y directamente 
de un hecho encontramos conducente reunir en 
nuestra presencia á todas las personas que puedan 
ilustrarnos con sus dichos, á fin de confrontarlos y 
someterlos á la critica recíproca, ¿por qué nos 
contentaremos, tratándose del proceso criminal, 
con que el acusado sólo conozca para su defensa 
y el tribunal para la sentencia, lo que haya que- 
dado generalmente mal escrito en los autos del 
proceso? 

El proceso inquisitorio y su forma externa de 
proceso escrito es un rezago de barbarie y de tira- 
nía en que no se aspira á la verdad y á la justicia, 
sino al terror que asegure el orden. Lo que tiene, 
pues, de sensato y justo el juicio por jurados no 
es el hecho deque estos jueces sean ignorantes de 
la ley y no tengan otro criterio que su impresión 
del momento^ sino las formas racionales del juicio 
en que el acusador y el reo puedan mirarse frente 
á frente; en que testigos y peritos comprometan 
solamente su propia estimación y dignidad, obli- 
gados á informar en voz alta ante el tribunal, el 
acusador, el reo y el público; en que la acusación 
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y la defensa puedan pronunciarse de viva voz, 
dejando la convicción de que todo se ha escucha- 
do y atendido para resolver conforme á la justicia 
y en que, por último, los mismos jueces se vean 
obligados á pronunciar la sentencia en el acto mis- 
mo, á la vista del pueblo que pueda informarse 
de su buen criterio, de su imparcialidad y de su 
rectitud. 

Son estas formas las que acreditan el juicio por 
jurado, é incurren en error los que atribuyen su 
bondad meramente al personal de una magistra- 
tura popular. El procedimiento escrito no admite 
comparación ni la resiste por un momento si se 
intenta. Cuando es tan difícil que la palabra escrita 
pueda reproducir el concepto, cuando éste se in- 
fiere ó se adivina tantas veces en el gesto, en la 
ñiirada, en la entonación de la voz, cosas todas que 
no pueden reproducirse en el acta escritíi. de la 
declaración del testigo, cuando el sentido en que 
se emplea una palabra puede sugerir una duda 
que se aclarará en seguida, ¿cómo es posible privar 
de todos estos elementos de convicción al juez que 
debe pronunciarse sobre el hecho ? 

Cuando el juez del crimen ó el juez de apelación 
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lee uno, dos ó tres años después de prestada la 
declaración de un testigo que jamás ha visto ni 
oído, no tiene medio ni procedimiento alguno para 
disipar cualquiera duda que le sugiriese la lectura 
de aquella declaración, ni siquiera el de llamar al 
testigo para interrogarle sobre ella, porque nada es 
más peligroso que una nueva interrogación cuando 
la memoria ha podido debilitarse y borrar la im- 
presión y cuando el temor del testigo de incurrir 
en una contradicción con su primera declaración 
sería bastante para extraviar su juicio en sus re- 
cuerdos. 

Si por primera vez un pueblo en que no hubiera 
sido jamás necesaria la justicia del crimen, pero 
llegado á nuestro grado de civilización, tuviera la 
desgracia de verse obligado á crear tribunales y 
procedimientos penales, nada le parecería más 
absurdo y contrario á toda regla de lógica y de 
buen sentido que la institución de tribunales que 
fallaran según los procesos escritos ; nada lé pare- 
cería más peligroso para la sociedad, por el numero 
de criminales que serían absueltos, y nada más 
terrible que el número de inocentes que serían 
condenados. Á quien se encuentra familiarizado 
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con el vicio ó con el crimen no le repugnan el cri- 
men ni el vicio ; á quien se encuentra familiarizado 
con la mentira no le choca el desprecio por la 
verdad; de la misma manera nosotros, familiariza- 
dos con el absurdo tradicional del proceso escrito, 
no sentimos suficientemente el horror de este pro- 
cedimiento tan funesto y peligroso como lo sentiría 
un pueblo en que habiendo dominado el procedi- 
miento oral se intentara pasar al proceso escrito y 
en que sintiera de cerca y positivamente la falta 
de tantos elementos conducentes á la mejor inves- 
tigación de la verdad. 

3. Por la misma familiaridad con el absurdo de 
que acabo de hablar, es posible que la oralidad 
del juicio encuentre y encontrará opositores en la 
misma magistratura judicial ó del ministerio pú- 
blico y aun en el foro. Aunque sea una mera 
sospecha, debo decirla en homenaje á la trascen- 
dencia de la cuestión que se trata. Los magistrados, 
acostumbrados á todas las comodidades que les 
proporciona el proceso escrito tendrán que renun- 
ciar á ella, y adquirir los hábitos de trabajo y de 
método que se tiene derecho de exigirles en interés 
de la justicia. Ya no podrán retener los procesos 
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esperando por meses y por años que el juez se 
digne echar sobre ellos su mirada; ya no podrá 
ocurrir que siete años después de un lance de ho- 
nor, un duelista sea condenado á un año de prisión 
habiendo permanecido el proceso durante cinco 
años en estado de sentencia, como ha ocurrido en 
el caso de mi defendido el señor Herminio Torre, 
procesado por su- duelo con el periodista señor 
Valentini; ya no podrá ocurrir que centenares ó 
millares de causas de excarcelados queden indefi- 
nidamente sin fallarse en estado de sentencia, con- 
virtiendo la excarcelación bajo fianza en un medio 
seguro de impunidad. Ya no quedarán sin fallarse 
todos los procesos por injurias ó calumnias, en 
que la seguridad que se tiene de no obtener la 
reparación, judicial, puede considerarse como una 
de las. causas más probables de la subsistencia del 
duelo y de los actos de justicia por mano propia, 
fuente copiosa de la delincuencia en nuestro país. 
En el foro, la oposición podrá tener otros moti- 
vos. Primero, porque es en general notoria la falta 
de preparación y dedicación de nuestros abogados 
á la materia penal. Lo que dije hace nueve años 
en la Introducción de mi Exposición y cri- 
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tica del Código penal puedo repetirlo ahora. 

« El estudio del Derecho Penal, no es de la pre- 
dilección de nuestros abogados, salvo excepciones 
harto distinguidas para que requieran una men- 
ción especial. La materia no ofrece entre nosotros 
más interés que el de las simples satisfacciones de 
cualquier estudio á que se aplique la inteligencia. 
Otros estímulos, la recompensa, la reputación, la 
clientela que siguen al que triunfa en los debates 
civiles del foro no existen ni remotamente para el 
abogado criminalista. Las causas más ruidosas son 
objeto délas crónicas interesantes en busca de nu- 
merosos lectores, en tanto que el proceso se des- 
envuelve lenta y pesadamente, ajustándose siem- 
pre á fórmulas añejas y apolillándose en los 
estantes de las secretarías, mientras el reo se pu- 
dre en las cárceles de detenidos. La función del 
abogado queda, por logeneral, reducida ala presen- 
tación de un escrito de defensa y de una expresión 
de agravios, todo hecho de corrida al vencimiento 
de los términos legales. » 

En segundo lugar, supuesta la preparación ne- 
cesaria, podrá oponerse la falta de hábitos orato- 
rios forenses. Fuera délos informes in voce, dichos 



j_^ 



— 45 — 

brevemente y casi á solas con los jueces, previa 
una preparación sobre puntos ó hechos ya conoci- 
dos, el abogado no tiene ninguna otra escuela ora- 
toria. Y téngase presente que no entiendo referir- 
me á la declamación, que seria apropiada para 
decidir por el sentimiento, el voto de un jurado, 
sino al esfuerzo de razón y de lógica positivamen- 
te útil para exclarecer un hecho debatido ante jue- 
ces de derecho. 

4. Pero ni la necesidad de que los jueces se vean 
obligados á prestar mayor atención y actividad y 
adquirir mejor preparación para el despacho de los 
asuntos ni la de que los abogados se vean en la 
forzosa disyuntiva de adquirir la suficiente pre- 
paración y el método de la oratoria forense, ó re- 
nunciar á la defensa en lo criminal , deben ser 
mirados como un inconveniente para unos y para 
otros, sino como una positiva ventaja para ellos 
mismos y para el interés de la justicia, que no es 
otro que el déla sociedad. 

Conviene en todos los casos desarrollar al sen- 
timiento de la responsabilidad y de la seriedad de 
las funciones públicas que se desempeñen. Preci- 
samente uno de los vicios del carácter nacional. 



es la común ligereza con que se trata y se procede 
en las cuestiones más graves del servicio público. 
Es una ilusión imaginarse que con el expediente 
y los dictámenes escritos se tiene mayor seguridad 
de meditación y de juicio. Lo más frecuente es, 
por el contrario, que con los dictámenes escritos 
se pueda salir del paso sin mayor reflexión. Una 
comprobación irrefutable de esta afirmación la 
tendría quien quisiera examinar los dictámenes 
de los agentes fiscales, en que refiriéndose á las 
constancias de autos, pero sin exponerlas ni anali- 
zarlas, han pedido en miles de procesos la aplica- 
ción de la pena ó el sobreseimiento del sumario. 
Si esos mismos funcionarios se hubiesen visto obli- 
gados á fundar de viva voz su dictamen en juicio 
público, se habrían preocupado de presentarse an- 
te el tribunal mejor informados de las pruebas 
producidas y con mayor estudio del derecho apli- 
cable. 



CAPÍTULO III 



CRÍTICA GENERAL DEL CÓDIGO DE PROCEDIMIENTOS 



1. El código corresponde al sistema mixto, con predominio 
de sistema inquisitorio. — 2. Crítica de este predominio y 
nuevas demostraciones de las ventajas del juicio oral con 
relación á la prueba. — 3. El sistema de instrucción según 
nuestra ley es un peligro para los inocentes, y confia á los 
jueces un grave despotismo. — 4. Disposiciones liberales de 
la ley francesa de 8 de diciembre de 1897. 

1 . El código de procedimientos que rige actual- 
mente én la Capital de la república y territorios 
federales, corresponde al sistema del proceso 
mixto, según la clasificación consignada en el ca- 
pítulo precedente ; pero en la perpetua variación 
de forma que admiten los seres mixtos, según la 
frase de Carrara, participa notablemente de las 
formas del procedimiento inquisitorio puro, y en 
la práctica no es otra cosa. 
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( El proceso consta de los dos períodos : el de 
y sumario, inquisitivo, y el de plenario que insinúa 
' formas del procedimiento acusatorio. 

Como únicas concesiones del procedimiento in- 
quisitorio puro, la incomunicación está limitada á 
diez días (artículos 256 y 257) y el procesado 
podrá hacerse asistir por un defensor en el acto 
de prestar su declaración indagatoria, con cuyo 
defensor, sin embargo, no podrá comunicarse en 
forijia alguna, sino después de levantada la inco- 
municación (artículo 680). El secreto del sumario 
i es riguroso para el acusado y para su defensor, 
aunque según todos los indicios no lo sea nunca 

para los reporters de la prensa, que lo publican 

n 

C diariamente en las notas sensacionales de los he- 
chos policiales. 

La ley permite otra intervención más del defen- 
sor : el artículo 180 le permite hacer las indica- 
ciones y proponer las diligencias que juzgue con- 
venientes, y el juez las decretará cuando las 
repute convenientes al esclarecimiento de los he- 
chos, sin que la negativa dó lugar á recurso alguno. 
Esta intervenciones totalmente ilusoria é ineficaz, 
y no debe contarse como una excepción á las in- 
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dicaciones del proceso inquisitorio. Un defensor 
para quien la querella es un secreto en que no 
debe penetrar, y que no puede presenciad una 
declaración de testigos^ está necesariamente inha- 
bilitado para hacer con acierto las indicaciones y 
proponer las diligencias : tiene que hacerlo por 
adivinación, y el juez las puede rechazar aunque 
sea en perjuicio de la verdad y de la justicia, sin 
que proceda reclamo alguno, y sin que el defen- 
sor sepa si ha tenido ó no razón para presentar su 
pedido. 

La disposición es un fragmento de la que con- 
tenía el Proyecto del doctor Obarrio, y como 
fragmento ha resultado algo inexplicable para 
quien ignore este antecedente. Proponiéndose la 
cuestión de la publicidad ó el secreto del sumario, 
el doctor O barrio decía en el informe de su Pro- 
yecto, modificado por el congreso : 

« En este punto he adoptado también un siste- 
ma mixto, un termino conciliatorio, que evitando 
los inconvenientes de uno y otro, ofrezca siem- 
pre todas las ventajas que la instrucción reporta 
del sumario secreto. Durante el sumario no hay 
debates ni discusiones ; el juez obra con entera li- 
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bertad, siguiendo sus propias inspiraciones ó de- 
cretando las diligencias que le fueren pedidas por 
el ministerio público ó acusador particular. Pero 
el acusado puede intervenir también por interme- 
dio de su defensor en todas las actuaciones, salvo 
en la recepción de las declaraciones de testigos, 
por las ulterioridades á que pueden dar nacimien- 
to estas declaraciones. El defensor estará obliga- 
do á guardar estricta reserva sobre los hechos y 
antecedentes que su intervención le diera á cono- 
cer y su misión se dirigirá á velar porque las 
diligencias que pasan á su presencia se consig- 
nen con toda exactitud, y porque sean observa- 
das estrictamente las reglas legales del procedi- 
miento. » 

En este sentido estaban redactados los artículos 
258 y 259 del proyecto, reemplazados por el ar- 
ticulo 180 del Código . 

2. Prolongado el sumario cuanto tiempo lo crea 
necesario el juez, sin otra limitación que la de dar 
cuenta al tribunal superior de las causas que im- 
piden su conclusión (artículo 206), acumuladas 
en él todas las pruebas de culpabilidad que el 
juez d^ instrucción en su doble papel de acusador 
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y de juez haya podido reunir ; el segundo periodo 
del proceso, el estado de plenario, presenta al reo 
en una situación harto desventajosa para justifi- 
car su inocencia, si acaso es realmente inocente. 
No hay aquí otros caracteres del procedimiento 
acusatorio, sino la posibilidad de producirse la 
prueba en audiencia pública pero interrumpida, 
ratificarse las declaraciones de testigos del suma- 
rio, producir un informe in voce, que nunca se 
pronuncia, porque el juez tiene por la ley para 
fallar el término de veinte dias que son en muchos 
casos veinte meses. 

Por otra parte, como la prueba del sumario 
conserva todo su valor, en tanto no sea destruida 
por otras pruebas completas (que las primeras han 
podido producirse sin término alguno), resulta en 
la práctica que generalmente no se hace uso de la 
prueba en el plenario. 

Faltan, pues, en este proceso los caractere 
propios del procedimiento acusatorio, que pueden 
equilibrarse con los del inquisitorio en el pro- 
ceso mixto. Falta el juicio solemne en la presencia 
del público, con todas las ventajas indicadas en 
el capítulo anterior. Desde el momento en que se 
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admite la validez de las pruebas recibidas secreta- 
mente en el sumario, toda la libertad de la defensa 
queda comprometida. ¿De qué servirá ni con qué 
objeto habrá que insistir en la ratificación de las 
declaraciones del sumario ? Para que una decla- 
ración se ratifique ó rectifique, es ante todo indis- 
pensable que se comience por leerla al testigo ; y 
desde que se ha producido la lectura, en la mayor 
parte de los casos, el testigo se apresurará á rati- 
ficarla plenamente y salir de la presencia del juez 
tan pronto como lesea posible, antes de que co- 
miencen las sospechas de falso testimonio. En un 
proceso en que se equilibren racionalmente los 
elementos del proceso inquisitorio y los del pro- 
ceso acusatorio, las declaraciones del sumario nó 
pueden tener otro objeto que el de seleccionar los 
testimonios que pueden ser útiles á la investiga- 
ción : cada una de las partes elegirá y presentará 
los que convengan á su prueba, pero esas declara- 
ciones que el juez que debe dictar la sentencia no 
ha oído, esos testigos que no conoce, de cuya vera- 
cidad no puede tener directamente una impresión 
personal, esos no pueden ni deben tener absoluta- 
mente ninguna influencia en la decisión. 
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En mi experiencia personal como juez del cri- 
men ó como fiscal de las cámaras de apelación, 
me he visto obligado á fallar y á mantener las 
acusaciones según el criterio de los procedimien- 
tos legales, á formular la condena ó decretar la 
absolución según las referencias siempre mal es- 
critas y muchas veces ilegibles de un proceso en 
que no conocía ni había visto á los testigos . Debo 
quedar tranquilo en mi conciencia por haber pro- 
cedido observando estrictamente la ley como ésta 
lo ordenaba ; pero me queda el recuerdo y el pesar 
de que no he tenido en la mayoría de los casos un 
convencimiento personal que debía necesariamen- 
te acompañar á mis declaraciones fundadas en el 
texto de las leyes. 

Leía entonces las reglas de sana doctrina para 
el examen de las pruebas, y sentía sinceramente, 
cómo lo deploro hoy, el completo olvido en que 
se encuentran. Lóase las páginas de Mittermaier 
sobre la apreciación del testimonio, y dígase si no 
son indiscutiblemente sensatas las reglas que él 
indica para el examen de un testigo : 

Ante todo es necesario observar las particula- 
ridades físicas de que dispone, su capacidad de ob- 
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servacíón : merece tanto más crédito cuanto sus 

« 

órganos están mejor ejercitados y son más pene- 
trantes^ y cuanto que se trata precisamente de 
hechos que exigen de parte del observador una 
habilidad enteramente práctica. 

No es menos necesario enterarse de las faculta- 
des psicológicas del testigo : el hombre á quien su 
inteligencia más cultivada hace comprender cuán- 
to importa mirar exactamente los hechos, hacerse 
cargo de la fisonomía que le dan las circunstan- 
cias que los rodean, y deducir con perfecta fideli- 
dad el resultado de sus observaciones, merece segu- 
ramente ser creído mucho masque el hombre tosco, 
que sin conocimiento marcha á través de la vida y 
no ve sino la superficie de las cosas, y sin calcular 
ni comprender bien las consecuencias tan graves de 
una declaración en juicio, habla inconsiderada- 
mente y no sabe distinguir lo que por si mismo le 
consta de lo que sólo conoce por el dicho de otro. 

Se deba examinar en qué estado se encuentra 
el testigo en el momento del suceso acerca del cual 
depone ; se debe examinar á fondo la moralidad 
del testigo ; se debe tener en cuenta ciertas parti- 
cularidades personales : el sexo, la edad, las pa- 
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siones políticas ó religiosas ; el contenido de la de- 
posición; las razones positivas de su conocimiento; 
la posibilidad de que haya podido equivocarse ; 
y, finalmente, la forma misma de la deposición : 
el continente sereno del testigo, la sencilla y tran- 
quila libertad de sus respuestas, la uniformidad de 
sus dichos y su precisión, como otras tantas prue- 
bas de una observación atenta de los hechos y de 
una completa veracidad. 

Á todo esto y á mucho más se renuncia en el 
sistema actual de nuestros procedimientos ; y 
cuando leo en el artículo 305 del Código de Pro- 
' cedimientos, que los jueces apreciarán al resolver, 
según las reglas de la sana critica, la fuerza pro- 
batoria de las declaraciones, me pregunto si esto 
no es una burla irrisoria ó un contrasentido, 
cuando la misma ley ha escogitado todos los me- 
dios para hacer imposible una apreciación según 
las reglas de la sana crítica. 

La apreciación de las declaraciones según las 
reglas de la sana crítica, corresponde á las formas 
libres del procedimiento acusatorio, y trasladada 
al proceso en que domina la forma inquisitoria y 
la declaración por escrito, resulta un absurdo, del 
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que no nos damos cuenta, por la razón que ya indi- 
qué : porque estamos familiarizados con él. El 
procedimiento antiguo era lógico cuando bacía 
depender la prueba de un becbo del número de los 
testigos. El actual, exigiéndose al juez que se 
pronuncie con sana crítica sobre lo que no ha 
visto, es sencillamente imposible. 

3. Mucbos á quienes la vana declamación seduce 
fácilmente no cesan de repetir que el jurado es 
una institución de los pueblos libres, que es una 
escuela de libertad, que es baluarte y la vanguar- 
dia de las libertades. Á todos estos declamadores 
les preguntaría yo si creen sinceramente que las 
libertades públicas, no sabemos cuáles, se habrán 
salvado el día en que media docena de buenos 
vecinos, completamente ignorantes de la crítica 
de la prueba, sean llamados á pronunciarse respecto 
de la prueba de los hechos para dictarse la senten- 
cia definitiva. De lo que debieran ocuparse seria- 
mente los verdaderos amigos de la justicia, que 
no puede ser incompatible con la libertad, se- 
ría de estudiar las condiciones en que se pro- 
duce un sumario, y que podrían no ser mo- 
dificadas, aun cuando para el segundo período 
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del juicio se estableciera francamente el jurado. 

Para quien haya examinado y observado de 
cerca la práctica del proceso sumario, no será 
posible ninguna duda de que el verdadero peligro 
para todas las libertades está en la monstruosa 
tiranía que la ley ha puesto en manos de los fun- 
cionarios, á quienes por error ha dado el nombre 
de jueces de instrucción. 

En este momento en que me encuentro escri- 
biendo estas páginas en el silencio de mi hogar 
tranquilo, yo no temo absolutamente que el pre- 
sidente de la República pueda privarme de mi 
libertad personal; con toda la fuerza y la suprema 
autoridad de que parece disponer ó de que dispone, 
mientras no se hallen suspendidas para todos las 
garantías constitucionales, yo estoy bi6n seguro, 
completamente seguro de la fuerte valla con que 
las leyes le impiden privarme de mi libertad ó 
violar mi domicilio. De la misma manera, toda la 
autoridad del Congreso de la nación sería impo- 
tente para ordenar mi arresto y sacarme de mi 
domicilio : el poder ejecutivo no prestaría la fuerza 
necesaria para privarme arbitrariamente de mi 
derecho. La Corte Suprema no podría, sin fallar 



en defínitiva una causa en que yo me habría defen- 
dido, molestarme en mi seguridad, en mi reputa- 
ción ó en mis bienes. Un solo funcionario hay en 
cuyas manos la ley ha puesto, sin cuidarse de ase- 
gurar su responsabilidad, todos los medios para 
privar á un hombre inocente de su seguridad per- 
sonal, de su reputación, del goce de sus bienes, 
del reposo de su hogar, de la compañía de su esposa 
y de sus hijos : ese funcionario es el juez de ins- 
trucción. 

Una mera denuncia secreta, que en opinión del 
juez, en su opinión personal, pueda constituir una 
semiplena prueba del supuesto delito, basta para 
ordenar una detención preventiva, y como las 
necesidades de la investigación pueden requerir 
un riguroso secreto, el detenido puede permanecer 
diez días en absoluta incomunicación; podrá nom- 
brar un defensor que presencie su declaración, 
pero no podrá comunicarse con él ni pedirle con- 
sejo alguno ; se le hará saber la causa de su prisión , 
pero vagamente, indicándole, cuando más, el hecho 
porque se le procesa, pero ocultándole todo funda- 
mento ó ptueba de la imputación, que de nada de 
esto deberán enterarse ni él ni su defensor mientras 
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dure el sumario. El proceso y la detención pre- 
ventiva podrán durar muchos meses, y como el 
defensor no tiene derecho de conocer las diligen- 
cias, no puede saber tampoco si éstas se practican; 
aunque el juez tenga la obligación de informar á 
la Cámara periódicamente sobre el estado del 
sumario, puede ordenar siempre nuevas diligen- 
cias que lo mantengan pendiente, sin que la Cámara 
pueda tomar conocimiento de la causa para declarar 
si esas diligencias son ó no necesarias ; el defensor 
no podrá formular ninguna observación sobre la 
eficacia ó la necesidad de esas pruebas, porque se 
le contestará con un artículo del Código^ que du- 
rante el sumario no hay debates ni defensa; podrá 
indicar algunas medidas de prueba que justifica- 
rían inmediatamente la inocencia de su defendido, 
pero el juez tiene el derecho de rechazar el pedido, 
sin que se admita reclamación alguna; declararán 
todos los testigos que el acusador quiera indicar y 
el juez aceptar, sin que el procesado ó su defensor 
sepan cuántos y quiénes son esos testigos ni pue- 
dan tacharlos durante el sumario si llegasen á saber 
quiénes son y fueran tachables; el juez puede 
ordenar la prueba de peritos designándolos direc- 



- 60 - 

tamente, sin que el acusado pueda designar uno 
por su parte sino en el caso de ser imposible la 
repetición de la pericia en el plenario; el juez tiene 
la facultad de embargar para las resultas del jui- 
cio bienes suficientes del deudor procesado para 
garantir la efectividad de sus responsabilidades 
civiles, pudiendo mandar que se enajenen aun 
contra la opinión del depositario administrador y 
contra la voluntad del procesado, cuando los gastos 
de administración y conservación excedan de los 
productos que dieren. Por último, después de toda 
esta serie de vejaciones incalificables, el juez tiene 
derecho de atenuar su propia responsabilidad, 
moral, ya que no será efectiva, dejando al ipocente 
bajo el peso de la difamación con un auto de so- 
breseimiento provisorio, autorizado por la misma 
ley que enfáticamente suprimió la absolución de 
la instancia como contraria al principio de que 
todo hombre libre debe reputarse inocente mien- 
tras no se le pruebe que es culpable. Tratando de 
la sentencia, el artículo 497 de Código de Proce- 
dimientos manda que la absolución se entienda 
libre en todos los casos y agrega : « queda absolu- 
tamente prohibida la simple absolución de la 
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instancia ». Pero lo que la ley prohibe al juez de 
sentencia se lo permite al juez de instrucción; él 
es el único que puede poner en libertad á un pro- 
cesado, declarando que los níiedios de justificación 
no han sido suficientes para demostrar la perpe- 
tración del delito, ó para determinar á sus autores, 
cómplices ó encubridores, dejando el juicio abierto 
hasta la aparición de nuevos datos (artículos 435 
y 437 del Código de Procedimientos), 

Invito, pues, á todos los ardorosos defensores de 
las libertades, á todos los campeones del jurado 
con sus frases sonoras, á meditar seriamente sobre 
esta barbarie del sumario estrictamente secreto, 
y del juez de instrucción, dueño absoluto de la ha- 
cienda, de la vida y del honor de los ciudadanos. 

4. Después de lo dicho, y como ejemplo de algu- 
nas reformas que debieran introducirse en nues- 
tro procedimiento, citaré la ley francesa del ocho 
de diciembre de mil ochocientos noventa y siete, 
en que se contienen los siguientes preceptos : 

En caso de simple citación para declarar, se in- 
terrogará en seguida al citado; en caso de arresto, 
dentro de las veinte y cuatro horas á más tardar, 
desde la entradadel inculpado en la casa de deten- 



ción ó arrerto. A la expiración de este plazo, el in- 
culpado será conducido de oficio, sin ningún nue- 
vo plazo, ,por orden del alcaide, ante el procurador 
de la república, que requerirá al juez el interro- 
gatorio inmediato. En caso de ausencia ó impedi- 
oiento debidamente constatado del juez de ins- 
trucción, el inculpadoserá interrogado sin dilación, 
á pedido del ministerio público, por el presidente 
del tribunal ó por el juez que éste designe ; y en 
su defecto, el procurador de la república ordenará 
la libwtad inmediata del inculpado. Todo incul- 
pado detenido en virtud de una orden de arresto, 
con violación de lo dispuesto en el parágrafo 
precedente, por más de veinte y cuatro horas en 
la casa de detención ó arresto, sin haber sido in- 
terrogado por el juez de instrucción, ó conducido 
como queda ordenado, ante el procurador de la 
república, será considerado como detenido arbi- 
trariamente . Todos los jefes de casas de detención 
ó arresto que no hayan cumplido las disposiciones 
precedentes serán perseguidos como culpables de 
atentados á la libertad, y castigados con las penas 
establecidas en el código penal. 

Si el inculpado está detenido, podrá, desde 
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que comparece ante el juez, comunicar libremente 
con su defensor : el juez podrá incomunicarlo du- 
rante diez días, pero en ningún caso esta incomu-' 
nicación regirá para su defensor. 

El inculpado, detenido ó libre, no puede ser in- 
terrogado, á menos que lo renuncie expresamente 
sino en presencia de su defensor. 

Debe ponerse los autos del proceso á disposición 
del defensor la víspera de cada uno de los interro- 
gatorios que deba sufrir el inculpado. 

Creo evidente que en estas pocas disposiciones 
referentes al sumario existe una fuente más abun- 
dante de positivas garantías que en cuanto pudie- 
ra imaginarse para buscar en el jurado un juez 
imparcial para el fallo definitivo. Con el más per- 
fecto de los jurados de sentencia quedarán en grave 
peligro todas las libertades y todos los derechos, 
si domina en el sumario el procedimiento inquisi- 
torial de nuestro código. 

No han reflexionado lo que es un proceso penal 
los que seducidos por sonoras frases buscan en el 
jurado garantías de libertad y de los derechos del 
inocente que deben siempre ser amparados ; no lo 
han visto de cerca, no han defendido á un hombre 
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que no había cometido delito alguno, y era vícti- 
ma de las prevenciones del juez, suscitadas por la 
malicia de ocultos acusadores; no han llegado 
después de un año de continuos esfuerzos á esta- 
blecer la verdad, demostrar la inocencia, y obtener 
del superior tribunal el sobreseimiento definitivo. 

Es un monstruoso error el de redactar las leyes 
penales en el falso supuesto de que todos los per- 
seguidos son culpables; basta la posibilidad de que 
un solo inocente entre cien culpables pueda ser 
procesado, para que se salven todas las garantías 
de la inocencia. 

Estudien, pues, el sumario los amigos de la li- 
bertad y de la justicia, y encontrarán allí asuntos 
para sus generosos esfuerzos. 



'w 



CAPÍTULO IV 



EL JUEZ DE INSTRUCCIÓN 



1. Los peligros y el despotismo de la justicia de instrucción 
no están en los hombres sino en la ley. — 2, Inmoralidades 
que origina la ley defectuosa. El proceso en privado ó las 
influencias ante el juez. —3. La delegación en los secretarios : 
lo mismo que denunció el gobierno en España.— 4. Conviene 
suprimir la justicia de instrucción como está hoy organizada. 
Distinciones entre nuestra justicia de instrucción y la euro- 
pea. — 5. El juez de instrucción y las cámaras de consejo 
en los tribunales europeos. Ventajas que se siguen de limitar 
la autoridad de aquellos. 

1. Se ha visto en algunas páginas del capitulo 
precedente que el único despotismo posible en 
estopáis es el de los jueces de instrucción. Podrán 
los demás funcionarios, de una ú otra manera, po- 
ner en peligro la seguridad y el honor de los habi- 
tantes, pero al hacerlo incurrirán en abuso de au- 
toridad, tendrán que violar manifiestamente una 



— 66 — 

garantía ó un principio declarados por las leyes, 
y quedarán en consecuencia sujetos á las respon- 
sabilidades, que se harán efectivas ó nó, pero que no 
por eso dejarán de tener una sanción prevista en 
la ley. El único funcionario á quien la ley deja la 
facultad de disponer de la libertad y del honor 
de los habitantes de la república sin responsabili- 
dad de ninguna clase, es el juez de instrucción que 
con la ley en la mano y citando artículos puede en 
realidad proceder con la más odiosa arbitrariedad . 
Se dirá que el despotismo de la ley no es depotis- 
mo ; pero esto es cierto solamente cuando la ley 
resuelve categóricamente sobre el hecho, no cuan- 
do deja la resolución á |un criterio arbitrario. El 
juez que ha ordenado una prisión injusta puede 
decir que según su criterio existia un indicio 
vehemente de culpabilidad ; el juez que ha orde- 
nado la incomunicación por diez días podrá excu- 
sarse diciendo que á su juicio las necesidades de 
la investigación requerían aquella medida ; el juez 
podrá dar apariencias de celo por la justicia á su 
persecución, prolongando indefinidamente el su- 
mario y por último podrá sufrir todos los vejáme- 
nes de la instrucción de un sumario y de una 
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larga prisión preventiva sin obtener siquiera la 
reparación moral á que tiene derecho todo aquel 
contra quien se ha formado una acusación que no 
:..,w ,, . ha sido probada : la ley autoriza á dejar junto con 
la sospecha consignada en un sobreseimiento pro- 
visorio que deja abierto el proceso y que ex<¡jusa 
el uso que el juez haya hecho de sus facultades. 

No cabe duda de que los juzgados de instruc- 
ción de la capital de la república pueden ser ejer- 
cidos, y concedo que lo sean hoy, por magistra- 
dos de la mayor circunspección y buen juicio ; 
pero el defecto no está en los hombres sino en la 
institución, como el vicio de un gobierno despó- 
tico no está en las condiciones personales del dés- 
pota, que puede por carácter ser justo y prudente, 
sino en la falta de leyes ó instituciones que le im- 
pidan poner en ejercicio cualidades contrarias. 

2. Los vicios de la ley que tanto deja á la vo- 
luntad discrecional de los jueces han dado origen 
á un fenómeno que no sé si será común en otros 
países, pero que no lo serán en igual grado donde 
las leyes hayan tenido mejor previsión que la 
nuestra. Como la ley lo deja todo á la facultad 
discrecional del juez, ha debido necesariamente 
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abrirse, y se ha abierto el camino para llegar tras 
el funcionario hasta el hombre, con sus sentimien- 
tos, con sus amistades, con sus compromisos, con 
sus vinculaciones de todo género. Cuando la ley 
ha estatuido netamente sobre un hecho jurídico, 
será por lo general inútil ó difícil lograr del juez 
la sentencia en contra del estatuto legal, porque 
esto será ya un delito. Pero, cuando lo ha dejado 
al discernimiento, al buen juicio y á la conciencia 
del hombre, las violaciones del propósito de la ley 
son menos manifiestas y el mal juez puede deter- 
minarse con menores escrúpulos. Es por esto que, 
deducida una querella ó promovido pon denuncia 
un proceso cualquiera, si el procesado dispone, por 
su condición social ó por sus relaciones, de medios 
para hacer defender su causa en privado, se acerca- 
rán al juez sus amigos personales y utilizarán su 
amistad, demostrando que el procesado no es más 
que una victima de una calumnia ó de la mala 
voluntad de un funcionario ; todo un sistema de 
empeños se pondrá en juego (por cierto, sin dejar 
constancia en autos) para convencer al juez y de- 
cidirlo á un sobreseimiento, aunque sea provisorio, 
que deje en libertad al presunto delincuente. Se 
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ha creado así en nuestros juzgados de instrucción 
un doble procedimiento : el formulario de las 
leyes consagrando el profundo secreto y la prolija 
constancia escrita, y el familiar con el juez bonda- 
doso y complaciente que se conduele y que es 
clemente según las informaciones y las súplicas 
que en privado recibe. Es siempre la arbitrariedad 
que si se aplica en favor de los reos resulta en per- 
juicio del interés social. Más fáciles y benévolos 
los agentes fiscales (salvo en todos los casos algu- 
na rara excepción) , la acción pública queda aban- 
donada, confundiendo los funcionarios como cosa 
propia esa casa ajena que no han podido abando- 
nar. Si se precisara una justificación de cuanto 
digo, no pediría sino que se me autorizara á exa- 
minar todos los procesos en que ha recaído sobre- 
seimiento de apelado y demostraría yo en cuántos 
la investigación ha sido abandonada renuncián- 
dose á la prosecución necesaria del proceso. 

Lo mismo que digo del caso del procesado á 
quien favorece la benevolencia del juez, lo digo 
del caso en que un querellante malicioso emplea 
los medios privados para llevar adelante una per- 
secución injusta. Esta segunda situación es sin 
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duda peor que la primera ; lo que hacía allí una 
benevolencia mal entendida lo hace aquí la ma- 
lignidad y á veces el chantage, tomando por ins- 
trumento involuntario al juez de instrucción.». 

Con el doble procedimiento que denuncio son 
estériles los esfuerzos del abogado que con plena 
conciencia de los deberes de su profesión entiende 
que no debe hablar al juez en los asuntos de su 
despacho sino como amigo; que no tiene que so- 
licitar un servicio sino pedir el cumplimiento de 
un derecho ; que no solicita un favor sino que de- 
manda justicia. Prevalecerán en contra suya las in- 
fluencias secretas con las que él no podrá competir. 

Si la corruptela que denuncio ha invadido é in- 
vadirá los juzgados de instrucción cualquiera que 
sea la rectitud que honre á los jueces, como inva- 
de y se extiende á los demás tribunales, es por- 
que las leyes son defectuosas y dejan margen 
para aquella corruptela. Y aquí repetiré una vez 
más lo que he dicho con otros motivos en estas 
mismas páginas : si no choca á todos la inmora- 
lidad del doble carácter de juez y de dispensador 
de favores, es porque nos hallamos, por desgracia, 
demasiado familiarizados con esa inmoralidad. Un 
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juez no debe nunca, por ningún motivo escuchar 
informes privados sobre una causa^ porque esto 
importa una violación de las garantías de la de- 
fensa en juicio, que exige que se oiga siempre á las 
dos partes interesadas en la causa. Son, pues, las 
malas leyes fuente de inmoralidad en la magistra- 
tura y en el foro, y se equivocan los que creen que 
todo depende de los hombres, como si los gran- 
des y nobles caracteres fueran tan abundantes 
en los tiempos que corren. 

3. Otro peligro más ha sido frecuentemente de- 
nunciado como notorio en la práctica del proce- 
dimiento criminal. La ley que ka atribuido tanta 
importancia á las pruebas producidas durante el 
sumario, que bastan por sí solas para absolver ó 
condenar, ha requerido que las declaraciones in- 
dagatorias ó de testigos sean tomadas directa- 
mente por el juez en presencia del secretario del 
juzgado. La ley lo ordena así bajo pena de nuli- 
dad en el artículo 292 del código de procedimien- 
tos ; pero el artículo 293 agrega : que nadie, salvo 
el agente fiscal podrá asistir á la declaración de 
los testigos durante el sumario. Libres del con- 
trol de las partes interesadas, juez y secretario. 
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por razón de compañerismo y subordinación, lle- 
garán el uno, á librarse de la molestia de exami- 
nar personalmente el testigo, y el otro á prestar 
falsamente su fe para aseverar lo que no ha suce- 
dido, esto es, que el juez ha hecho personalmente 
el interrogatorio. El vicio está, pues, asimismo en 
la ley al permitir los procedimientos secretos, de- 
jando que el proceso se desarrolle en el miste- 
rio y al atribuir fuerza probatoria á, las declaracio- 
nes del sumario! Como defecto propio de la ley, 
donde ha regido una ley análoga se ha producido 
el mismo hecho. En la Exposición con que el mi- 
nistro de Gracia y Justicia del gobierno de Espa- 
ña, don Manuel Alonso Martínez, presentó al rey 
el proyecto de ley de enjuiciamiento criminal, se 
lee estas palabras que en parte parecen referirse 
á nuestros tribunales : « abrumados los jueces de 
primera instancia por el cúmulo de sus múltiples 
y variadas atenciones, delegan frecuentemente la 
práctica de muchas diligencias en el escribano, 
quien, á solas con el procesado y los testigos, no 
siempre interpreta bien el pensamiento ni retrata 
con perfecta fidelidad las impresiones de cada uno, 
por grande que sea su celo y recta voluntad » . 
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4. Al sólo anuncio de que un ministro de justi- 
cia intenta librar á los habitantes de la capital ar- 
gentina de un despotismo que no soportaría nin- 
gún pueblo medianamente amante de la libertad, 
no han faltado opiniones fácilmente emitidas (que 
todo lo puede la prensa) que se han apresurado á 
formularobjeciones contra el proyecto de suprimir 
la actual justicia de instrucción. Imaginan la jus- 
ticia de instrucción una gran conquista, y su pér- 
dida un retroceso que nos devolvería á las manos 
violentas de la policia,'al imperio supremo del ma- 
chete. Ni siquiera han esperado conocer los proT 
yectos del gobierno para saber con qué se re- 
emplazaba la actual justicia de instrucción, antes 
de prevenir á la opinión en contra del proyecto. 
Al solo anuncio de suprimirla, se han sentido dis- 
puestos á su defensa : ne touches pas la reme! 
Con el examen directo déla institución, aplaudo 
decididamente el proyecto : emportez le fai- 
sán ! 

Los que han oído decir que la justicia de ins- 
trucción ha sido una conquista de la civilización 
ó cualquiera otra frase por el estilo, han debido 
preguntarse de qué justicia de instrucción se tra- 
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taba, y no tributar inmerecidos elogios á un ho- 
mónimo, porque se corre el peligro de caer en el ri- 
dículo del personaje de comedia, víctima de un 
quid pro quo. Esta nuestra justicia de instruc- 
ción, nada tiene quo ver con la justicia de instruc- 
ción que haya merecido tales elogios : es un ho- 
mónimo ; se trata de otros López. 

El caso es digno de más detenido examen. 

El ilustrado autor del proyecto de Código de 
Procedimientos reconoció en principio que : « la 
conveniencia de separar las funciones del juez que 
debe instruir el proceso y del que debe terminar- 
lo por la sentencia definitiva absolutoria ó conde- 
natoria, está arriba de toda discusión. El juez 
que dirige la marcha del sumario, que practica 
todas las diligencias que en su concepto han de 
conducir á la investigación del delito y de sus au- 
tores y cómplices, está expuesto á dejar nacer en 
su espíritu preocupaciones que pueden impedirle 
discernir con recto criterio de justicia la culpabi- 
lidad ó inculpabilidad de los procesados. Este pe- 
ligro no existe cuando la instrucción está á cargo 
de un juez que cesa en sus funciones luego de ter- 
minada, para pasar la causa á otro que se encar- 
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gue de su fallo, previas las pruebas y discusiones 
del plenario ». 

El principio es exacto; pero, como se verá des- 
pués y como puede inferirse de muchas de las pá- 
ginas precedentes, el texto de la ley está muy 
lejos de responder á la justicia de este principio. 

Ya en las Partidas se dijo : « non deue un orne 
tener lugar de dos assi como de juez e deman- 
dador » . 

El juez de instrucción, según nuestra ley, que 
puede iniciar el procedimiento de oficio (art. 179), 
que una vez admitida la denuncia está obligado á 
iniciar todas las diligencias necesarias para la 
averiguación del hecho y de los delincuentes 
(art. 169 y 196), que puede dirigir por si solo el 
sumario (art. 195), que puede negar sin recurso al- 
guno todas las diligencias con que el procesado 
quiera justificar su inculpabilidad (art. 180), que 
puede librar órdenes de detención inapelables ('Ju- 
risprudencia de la Cámara de lo Criminal) ; que 
dicta sin audiencia de partes una semicondenación 
en el auto que cierra el sumario y pasa la causa á 
plenario (art. 429), es un funcionario en cuyas ma- 
nos están reunidas las dos facultades incompati- 
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bles de juez y parte que hacen odiosa su misión. 
Cuando la preparación del Código de Instruc- 
ción en lo Criminal en Francia, en que debía 
triunfar á medias el principio de la separación de 
las atribuciones del acusador y del juez, se creyó 
que ciertas facultades de la instrucción podrían 
confiarse junto con las de la acusación á los procura- 
dores imperiales. Esta proposición fue enérgica- 
mente combatida, invocándose estos principios : 
« No podría verse sin terror que el mismo magis- 
trado recibiera la querella ó la denuncia, oyera á 
los testigos y dispusiera de la libertad de la perso- 
na inculpada». « Por su institución el ministerio 
público es parte, con este titulo le corresponde la 
persecución, pero sería por lo mismo contrario á 
la justicia permitirle los actos de instrucción ». 
« El procurador imperial sería un pequeño tirano 
que haría temblar la ciudad... Todos los ciudada- 
nos temblarían al ver reunidos en el mismo hombre 
el poder de acusarlos y el de recoger lo que pudie- 
ra justificar su acusación». «Hay que cuidarse 
mucho de un proyecto que cierra al procesado, por 
un tiempo considerable, el acceso á la justicia. El 
procurador imperial redacta el sumario y lo redac- 
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ta solo... recibe las declaraciones de testi 
apodera de las personas y mientras estas se 
en su poder les es imposible implorar el 
de otra autoridad (1) » . 

Son precisamente las terribles funciones 
intentaba conferir á los procuradores im| 
para convertirlos en pequeños tiranos que 
temblar los ciudadanos, las que por nuestrí 
go de Procedimientos tienen hoy los jueces 
trucción reuniendo á la vez poderes de acui 
y de jueces. El doctor Tejedor, que enseñat 
cho penal hace cuarenta años, termina el 
prefacio de la primera edición de su Curso 
recho criminal con estas palabras : la ol 
ofrecemos tiene solamente el mérito de la 
ción, rejuveneciendo por decirlo asi con pri 
sacados de los mejores autores, un derecho ( 
mo las leyes de que trata, resiste al estudi( 
antigüedad y barbarie ». Tratando de las 1 
forma decia : « El procedimiento de oficie 
especie de ficción por la cual una misma 
ejercita las dos facultades de acusador y < 

(1) Véase; Esmein, Hiaíoirede la procédare erimi. 
gíDa 529. 
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Entre los romanos nació del descrédito de la ac- 
ción popular. Las Partidas lo limitaban á ciertos 
casos, pero las recopiladas lo hicieron general. 
Asi los jueces del crimen tienen por ella la misma 
recomendación, con más empeño todavía que el 
ministerio fiscal de perseguir todo delito público 
que cause escándalo. El procedimiento de oficio es, 
pues, entre nosotros la base del procedimiento 
criminal. Los autores critican semejante acumu- 
lación de funciones y con razón, porque el juez 
no puede menos de salir ya prevenido » . (Leyes de 
forma, número 149). 

Pues bien, lo que el doctor Tejedor consideraba 
indigno de estudio por la antigüedad y barbarie 
antes de 1860, ha sido conservado en la ley dictada 
en 1888; lo que era bárbaro y antiguo, rezagos del 
absolutismo, ha sido reconocido y sancionado en 
la ley de un país que se precia de haber escrito en 
sus instituciones los principios más liberales. Hay 
todavía una agravación que denunciar : las leyes 
Recopiladas autorizaban la acción de oficio para 
todo delito que causara escándalo; en el código 
de procedimientos no hay limitación alguna tra- 
tándose de delitos de acción pública, y los casos 
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que no caen bajo la acción pública son muy reduci- 
dos. Sea grave ó leve el delito, si no se trata de 
injurias ó calumnias, ó de algunos delitos contra 
la honestidad, el juez puede proceder de oficio, 
decretar la prisión preventiva y hacer todo lo de- 
más que he referido en páginas anteriores, sin 
otras restricciones que las que su propio criterio y 
voluntadle fijen. 

. Si en algunas disposiciones del código, aparece 
algún recuerdo del respeto que merece todo hom- 
bre á quien no se ha probado que sea delincuente, 
en otras se diría que la ley ha retrocedido y en 
otras materias se ha hecho más absolutista que 
las antiguas leyes. Nuestra legislación anterior, 
dice Reus, comentando la ley de enjuiciamiento 
criminal de España, nunca ha concedido fuerza 
probatoria alas declaraciones de los testigos, pres- 
tadas sin citación de la persona á quien pudieran 
perjudicar. Por nuestro código de procedimientos, 
la ratificación de las declaraciones del sumario 
sólo se ordenará cuando fueran observadas por 
algunas de las partes ó cuando lo considere nece- 
sario el juez para el mejor esclarecimiento de los 
hechos. Esta disposición presume que las declara- 
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ciones del sumario, prestadas sin citación del 
procesado, tienen fuerza probatoria. En esto es un 
verdadero retroceso la disposición de la nueva ley. 
En ella no se dice sino que el testigo se ratificará 
en su declaración ; pero desde que se reconoce efi- 
cacia á la declaración prestada en el sumario, hay 
por lo menos un conflicto en el ánimo del testigo, 
á quien no se le informa que su declaración en el 
sumario nada vale y que puede declarar de nuevo 
libremente. 

5. En la discusión que citó precedentemente 
del código de instrucción de Francia, la cuestión 
sobre el procedimiento de oficio fué resuelta en el 
sentido de que el juez podrá iniciarlo sólo en caso 
de flagrante delito : « Así, agrega Esmein, la divi- 
sión de las funciones entre el juez y el procurador, 
la distinción entre la persecución y la instrucción, 
fueron admitidas con estos temperamentos ; y he 
aquí cómo el flagrante delito recobró en el código 
de instrucción criminal un sitio importante que 
no ocupa ordinariamente sino en las legislaciones 
primitivas ». 

El juez de instrucción es un funcionario que no 
se concibe ni en el procedimiento acusatorio puro 
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ni en el procedimiento inquisitorio puro : tiene su 
colocación en las formas mixtas del proceso, y 
como tal se encuentra en todos los países de la 
Europa continental, donde prevalece esta forma 
de procedimiento. Pero en ninguna parte es un 
funcionario con la autoridad despótica que nues- 
tras leyes le confian, si no es en España, donde 
puede haber conservado el carácter del antiguo 
procedimiento. 

En Francia, el juez de instrucción fué instituido 
por el código de 1808, cómo un funcionario de la 
policía judicial, que no ejercitaba sus funciones 
sino bajo la dependencia ó inspección inmediata 
y continua de la cámara de consejo, que tomaba 
conocimiento de los procesos una vez por semana 
(artículo 127), con facultad esta cámara de decla- 
rar si el hecho era ó no delito, ó si faltaban 
pruebas para proseguir la investigación (artículo 
128). El juez de instrucción formaba parte de la 
misma cámara. Ni el juez de instrucción, ni la 
cámara del consejo, observaba Ortolán, consti- 
tuían dos jurisdicciones puestas la una sobre la 
otra; eran dos jurisdicciones situadas la una 
al lado de la otra, en el mismo grado, formando 
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En Italia, el juez de instruccióil es un funcio- 
nario de la policía judicial (artículo &7). En el 
curse de la instrucción, hasta no haber consultado 
á la cámara de consejo, el juez de instrucción está 
obligado, á instancia del inculpado y aun de oficio, 
á revocar el auto de captura ya ejecutado, cuando 
los actos de instrucción excluyan el título de deli- 
to del hecho porque fué librado (articulo 185). La 
cámara del consejo tiene intervención en la revo- 
cación y confirmación de los autos de captura. 

En Austria, «el legislador adopta la institución 
de la cámara de consejo, pero se sirve de una gran 
distinción al determinar sus atribuciones. Distin- 
gue las funciones de la jurisdicción instr notoria 
entre las que se ejercitan durante elcurso de la ins- 
trucción preliminar, y las que se ejercitan cuando 
la instrucción está completa ó inviste según esta 
distinción dos magistrados distintos, ésto es la 
cámara de consejo y la corte de justicia de según- 
da instancia; Declara competente á la cámara de 
consejo para la decisión de todos los incidentes 
que pueden surgir en el curso de la instrucción 
regular y de las informaciones preliminares ; y á 
tal objeto, de muy distinta manera que el legisla- 
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votos por el restablecimiento de la Cámara de 
Consejo, y concluye : « para justificar nuestros sen- 
timientos y nuestros deseos, haremos ver rápida- 
mente cómo en este punto nuestra legislación ha 
sido poco imitada por las grandes naciones euro- 
peas, cuyas organizaciones judiciales se inspiran 
en los mismos principios que las nuestras. En 
efecto, además de Italia han conservado el rol de 
la Cámara de Consejo en el procedimiento penal, 
Alemania, Austria, Bélgica, cuyo Código de ins- 
trución criminal es absolutamente el mismo que 
el nuestro y no se ha dejado conmover como no- 
sotros por las quejas y los temores del reforma- 
dor de 1859, Holanda, Rusia y Suiza. Este con- 
junto debe servir á nuestros legisladores como 
una enseñanza que no debe perderse » (1). 

Con lo dicho basta, y se podría decir mucho 
más, para demostrar que la justicia de instrucción, 
tal como se halla organizada entre nosotros, no de- 
be confundirse con la justicia de instrucción euro- 
pea, ni puede temerse que la supresión pueda 
importar, como se ha dicho con mucha ligereza, un 

(1) Marcy, Procédure Pénale d'Iialie, página 132. 
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cencía será más tarde plenamente demostrada. 
Si se adopta el criterio de que ante todo debe pre- 
valecer el interés de la sociedad y el orden en el 
estado, todo lo que sea armar de facultades ilimi- 
tadas al juez de instrucción parecerá establecer 
positivas garantías para la defensa de la sociedad. 
Será entonces necesario proclamar este principio: 
más vale que se condene á cien inocentes que no 
que salve im culpable, 

La humanidad ha proclamado desde muchos si- 
glos el principio contrario : antes se salven cien 
culpables que no sea condenado un inocente. Nin- 
guno de los dos principios es justo, porque si en- 
tendemos que es justa la aplicación de una pena 
al delincuente, debemos perfeccionar los medios 
de justicia para que no llegue nunca el caso de que 
quede impune el delito. Lo verd^eramente jus- 
to será que no escape á la pena aquel que la ha 
merecido, y que jamás un inocente tenga que ser 
molestado ni perturbado sin razón alguna en su 
libertad y en sus derechos. 

Para esto es indispensable apartar toda ocasión 
de que el error ó la pasión puedan dominar al 
magistrado á quien se confia la función de la jus- 
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trar en éste una segura garantía de justicia; que 
las influencias que pueden asediar á un hombre 
sólo encuentren mayor obstáculo, cuando se halle 
aquél bajo el inmediato control y vigilancia del 
tribunal. De todo ello no podrán resultar sino ga- 
rantías de verdad y de justicia. 
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CAPÍTULO V 



EL JUICIO PLENARIO 



1. Desequilibrio éntrelas funciones del juez de instrucción y 
las del juez del crimen. — 2. Prudente disposición del códi- 
go alemán. Critica de la distribución en nuestro código. -^ 3. 
La separación de las funciones de instrucción y de senten- 
cias requiere el juicio oral. Ineficacia actual de los infor- 
mes in noce. — 4. Los procedimientos de la apelación. — 5. 
Necesidad de un tribunal colegiado de juicio y sentencia, y 
de recursos limitados al derecho . 



1. Relativamente al sistema que en general 
impera en la República, de confiar al mismo juez 
la instrucción del proceso y la sentencia, el siste- 
ma de la justicia de instrucción según la organi- 
zación que se le hadado, con todos los vicios apun- 
tados, es un pequeño progreso con relación al 
sistema en que un solo juez instruye el proceso y 
falla la causa en definitiva. Pero son tan reducidas 
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ticular pueden, ni tampoco le es permitido al pro- 
cesado, deducir ninguna reclamación para que se 
cierre el sumario cuando el juez cree que debe 
continuarlo. No hay apelación de cualquier auto 
denegatorio si se formulare la petición. 

2. Según una prudente disposición del código 
alemán que cité en el capitulo anterior, « la ins- 
trucción debe limitarse á lo que sea meramente 
necesario para fundar el auto abriendo el juicio 
principal ». En nuestro procedimiento, cuando la 
causa entra en estado de plenario, se han agotado 
por lo menos todos los medios de prueba en con- 
tra del acusado, y éste se halla en el juicio en con- 
diciones evidentemente desventajosas para justi- 
ficar su inocencia. El tiempo ha transcurrido, los 
testigos ya han declarado á solas con el secretario, 
fein más control que el que éste haya querido bue- 
namente usar para saber la verdad^ y será en la 
mayor parte de los casos estéril todo esfuerzo para 
destruir la impresión del sumario. 

Llegado el proceso á plenario, y funcionando el 
juez sólo en carácter de juez de sentencia, si es el 
mismo que ha seguido la instrucción, se da co- 
mienzo á un procedimiento que no es sino una 
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de ciego, y él de también el suyo pronunciando 
sentencia según el dicho de testigos que no ha oído 
ni visto. 

3. Si la separación del juez de sentencia y del 
juez de instrucción es una ventaja reconocida, en 
el sentido de que falle la causa un juez que no sal- 
ga del sumario prevenido en contra del reo, puede 
muy bien ser una desventaja para la justicia 
cuando se abandona al juez del crimen sólo el pro- 
nunciamiento del fallo según pruebas que no ha 
recibido personalmente, puede ser más fácil errar 
por falta de una impresión personal de la prueba; 
puede ser la sentencia también otro palo de ciego. 

El único acto oral del juicio ante el juez del 
crimen, es el que autoriza el artículo 492, facul- 
tando para que informen in voce^ el acusador 
particular, el fiscal y el defensor del procesado. 
Los informes m voce, cuando no son seguidos de 
uña resolución inmediata, son estériles. Los abo- 
gados que informamos ante las cámaras de apela- 
ción, tenemos en general el convencimiento de 
que hacemos un esfuerzo sin resultado práctico. 
No puede ser de otra manera : las cámaras seña- 
lan para informes hasta tres audiencias por sema- 
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culta para presentar en el mismo acto los escritos 
ó apuntes que sojuzgase convenientes, y en la ca- 
si totalidad de los casos se presenta en secretaría , 
un escrito que se agrega á los autos labrándose un 
acta en que se hace la declaración de que tuvo lu- 
gar el informe. No hay, pues, en realidad, en el 
procedimiento ante el juez del crimen, ningún jui- 
cio oral. 

4. Dictada la sentencia definitiva con las for- 
malidades determinadas en el artículo 495, en que 
se establece la separación del hecho y del derecho, 
que pueden convenir al jurado ó preparar lá sen- 
tencia para los recursos de inaplicabilidad de ley, 
proceden, contraía sentencíalos reciirsos de ape- 
lación y de nulida,d,^que se tramitan en forma aná- 
loga á los mismos recursos del procedimiento 
civil. 

Este tribunal viene á ser, en definitiva, el juez 
supremo del hecho, como es el juez del derecho. 
, Pero las observaciones que he apuntado al referir- 
me al juez del crimen y procedimiento de primera 
instancia, se reproducen aquí con mayor razón, 
en cuanto el tribunal es juez del hecho. En la 
primera instancia es posible, por lo menos, aun- 
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guna utilidad. La prueba debe, en consecuencia, 
recibirse en el plenario, y ésta es la única que de- 
be ser apreciada en la sentencia. Como esa prue- 
ba no se ha de ver ni oir sino una sola vez, no se- 
rá prudente librarla á la impresión del juez úni- 
co : de ahí la necesidad de un tribunal colegiado 
que s(3 pronuncie sobre los hechos del proceso, de- 
biendo ser en este punto definitiva su sentencia, 
siempre que no se hayan violado las formas que 
rigen la prueba. 

Si bien el fallo definitivo sobre la prueba no 
puede ni debe darse sino una sola vez por el tri- 
bunal colegiado, es conveniente que otro tribunal 
pueda corregir los errores de derecho y salvar las 
formas del procedimiento, que son la mejor ga- 
rantía de justicia. 

Conviene, pues, la institución de un tribunal 
colegiado, como tribunal de juicio y sentencia, y 
un tribunal con recursos limitados de inaplicabili- 
dad de ley y de casación ó nulidad por violación 
de las formas, y como medio de que cada uno 
pueda conocer y fallar definitivamente en su ma- 
teria respectiva, la separación de las cuestiones 
de hecho y de derecho. 
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CAPÍTULO VI 



LA JUSTICIA CORRECCIONAL 



%. Observaciones sobre 1» jurisdicción correccional. — 2. Difi- 
cultades para explicar la existencia de una jurísdiceión correc- 
cional. ~ 3. Razón de la justicia correccional en Europa. ~ 
4. Si se obtiene con nuestra ley la brevedad del juicio» única 
razón de nuestra justicia correccional. — 5. Se debe suprimir 
ó modificar la jurisdicción correccional. -- 6. Opiniones del 
jurisconsulto uruguayo doctor Vázquez, y del argentino 
doctor V. F. López. — 7 Dificultades en la práctica. — 8. La 
división de crímenes, delitos y contravenciones no tendrá 
aceptación en nuestras leyes. — 9. Proyecto del poder ejecu- 
tivo. Cómo se podrá mantener una jurisdicción correccional. 



1. En Francia, y en los códigos europeos que 
siguieron el ejemplo de la legislación francesa, la 
división de las jurisdicciones corresponde á la di- 
visión de las infracciones en crímenes, delitos y 
contravenciones. La jurisdicción para la represión 
de los crímenes corresponde á la corte de assises : 
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ciones municipales ó de policía cuya pena exceda 
de un mes de arresto ó cien pesos de multa, y de 
los delitos que merezcan pena de arresto ó prisión 
que no exceda de un año, de multa que no exceda de 
mil pesos y de sujeción á la vigilancia de la auto- 
ridad. 

Los jueces correccionales lo son á la vez de ape- 
lación de las resoluciones de la municipalidad ó 
de la policía, cuando la pena exceda de cinco días 
de arresto ó quince pesos de multa. 

2. ¿Cuál es el objeto de una jurisdicción espe- 
cial para los delitos leves? Es difícil encontrar 
una razón que justifique suficientemente su exis- 
tencia. Si se funda sólo en la necesidad de con- 
sultar la brevedad de la tramitación, no veo por 
qué ha de ser justo que el proceso correccional se 
falle en pocos días, y no sería justo quQ igual 
cosa se hiciera tratándose de los procesos ante 
el juez del crimen. Tanto interesa á la sociedad 
ó al procesado que dure el menor tiempo po- 
sible la situación indefinida del proceso tratán- 
dose de los delitos graves como de los leves, ó 
más quizás respecto de los primeros. Si se quiere 
decir que tratándose de delitos menos graves, no 






■*r 



~ 105 -^ 

jurado en constante actividad, recargando las fun- 
ciones de éste para el conocimiento de todos los 
delitos. Se ha'^reservado^ entonces, la institución 
del jurado reservada para los crímenes, y se ha 
deferido el conocimiento de los delitos á tribuna- 
les permanentes. No se ha tenido una razón de ce- 
leridad para unos que no se requiriese para otros, 
ni se ha juzgado que unos mereciesen menores 
garantías que los demás. 

4. Veamos ahora si hemos obtenido la celeridad 
deseada. 

El artículo 569 del Código,, de Procedimientos 
establece que el procedimiento será verljal y ac- 
tuado. No hay que confundir esta forma de proce- 
dimiento con el juicio oral : en este último se pue- 
de dejar para constancia algunas notas suscritas 
por el presidente del tribunal y el secretario. En 
el procedimiento actuado, se consigna textual- 
mente las declaraciones de los testigos, laacusa- 
sión y la defensa. Entre este procedimiento y el 
exclusivamente escrito, no media otra diferencia 
que la de la forma de redacción de las exposicio- 
nes : en una se presenta al juez memoriales que le 
son dirigidos por la pairte; en el otro los mismos 
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prolijamente en el acta los términos y fundamen- 
tos de la acusación; se expresa una por una, tex- 
tualmente, las preguntas que se formula á cada 
testigo, y la contestación que éste da, lo mismo 
que las preguntas al procesado y sus respuestas. 
. Como el juez tiene designadas varias audien- 
cias en el mismo día, y no entra en los hábitos 
judiciales permanecer más de tres horas en el 
despacho, no se puede labrar en un proceso más 
de dos ó tres actas. El articulo 573 dispone que 
cuando no pudiere concluirse el juicio en un solo 
acto, el juez debe señalar el díu más inmediato 
posible para su continuación; y el día más inme« 
diato posible será aquel que el juez no haya des- 
tinado ya á otros juicios; lo que quiere decir que 
puede señalar una audiencia para quince, veinte 
días ó un mes después. El número de las audien- 
cias depende del número de declaraciones que 
haya de recibirse. 

Pero aunque las pruebas se hubieran podido 
recibir en la primera audiencia, el juicio no puede 
terminar allí, porque el artículo 575 dispone que 
terminado el acto, el juez designe otro día para 
oir la acusación y la defensa. No se comprende 
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lejos de la fecha en que se inició el proceso. 

Substanciada la causa, el juez dictará sentencia 
fundada y por escrito en el término de diez días, 
según la ley, qué podrá transcurrir varias veces y se 
seguirá luego la apelación en que se podrá practicar 
diligencias y recibirse nuevas pruebas, que no se 
hayan recibido ó practicado en primera instancia. 

¿ Se puede llamar á esto consultar la celeridad 
del juicio? ¿Se ha adelantado algo con la sustitu- 
ción de un procedimiento actuado en lugar de un 
procedimiento escrito? ¿ Se ha justificado la con- 
veniencia de una institución especial, con proce- 
dimientos propios para la justicia llamada correc- 
cional? ¿No resulta evidente que se ha tomado la 
idea europea de una institución que "^ tiene allí su 
razón de ser, sin que esa razón exista en nuestra 
organización ? 

En cuanto al procedimiento actuado y en cuanto 
á la apelación que comprenda la revisión del juicio 
dado sobre los hechos, es claro que no podrá pres- 
cindirse de ella mientras la sentencia de esta ins- 
tancia no sea dictada por un tribunal colegiado, en 
que se encuentren garantías que no es posible es- 
perar del juez único. La falta de ese tribunal que 
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quedar fuera de la jurisdicción de ese tribunal, 
como están hoy fuera de la jurisdioctón de los 
jueces, á no ser por la vía de apelación. 

6. La disposición del artículo 28 del Código de 
Procedimientos determina la competencia de los 
jueces de lo correccional, en primera instancia: 
conocerán en las faltas ó contravenciones munici- 
pales y de policía cuya pena exceda de un mes de 
arresto ó cien pesos de multa, y de los delitos que 
merezcan penado arresto ó prisión que no exceda 
de un año, de multa que no exceda de mil pesos y 
de sujeción á la vigilancia de la autoridad. 

Tenemos aquí dos distintas razones de compe- 
tencia en lo correccional : la primera que la deter- 
mina la naturaleza de la infracción, refiriéndose 
el mínimum de la competencia á la medida de la 
pena, pero teniendo en cuenta que la penalidad 
del hecho esté fuera del Código Penal; la segunda, 
que determina el máximum de la competencia 
tratándose de delitos, es decir de la aplicación del 
Código Penal. 

Es con muchísima razón que el jurisconsulto 
uruguayo, doctor Laudelino Vázquez, después de 
establecer la correlación que necesariamente de- 



f ' 






— 118 -- 

cierta para fijar la competencia del juez. El códi- 
go argentino adopta un método ecléctico : para la 
jurisdicción correccional toma por base la pena ; 
para los jueces ^a lo criminal los delitos que de- 
talla, en las mismas condiciones y hasta en la 
misma fórmula final del código uruguayo. Este 
método de fijar la competencia deriva de nuestras 
antiguas instituciones; pues, como lo hemos no- 
tado, los procedimientos criminales de casi toda 

« 

la Europa, en materia de jurisdicción, tienen la 
especialidad de las cámaras ó secciones de acusa- 
ción, que fijan en cada caso, la competencia de los 
jueces según su criterio, más ó menos arbitrario. 
Creemos, pues, que la determinación de las juris- 
dicciones por los delitos mismos, con arreglo á su 
naturaleza y sin consideración á la pena que en 

ellos pueda recaer, es un sistema exclusivo de 
nuestras leyes : único eficaz para precisar la com- 
petencia en materia penal y para evitar la arbi- 
trariedad de sus determinaciones» (1). 
El eminente autor del prólogo de esta obra, 



(1) Cuestionéis prácticas de derecho penal procesal, por 
Laudelino Vázquez, con un prólogo del doctor Vicente F. Ló- 
pez, página 74. 
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predominar para la calificación del hecho. Tra- 
tándose de las estafas ó del hurto, la medida de la 
pena se determina por la importancia de lo de- 
fraudado, y puede aparecer en definitiva que sea 
juzgado por lo criminal un hecho correspondiente 
á lo correccional^ sólo por haberse supuesto que la 
sustracción excediera de un limite que no tenia. 
En otros casos, las defraudaciones no tienen pena 
relacionada con la importancia del perjuicio, co- 
mo ocurre con los artículos 204, 206 y 207 del 
Código Penal para el que vende como bienes li- 
bres los que fueren litigiosos ó estuviesen embar- 
gados ó gravados, ó que vendan, graven ó arrien- 
den como bienes propios los ajenos ; para los que 
soliciten dádivas ó promesas ó las ofrezcan para 
no tomar parte en una subasta pública, y para el 
que estafe vendiendo la prenda sobre la que pres- 
tó dinero ó apropiándosela ó disponiendo de ella 
sin las formalidades de la ley. Estas dificultades 
reales y positivas, de las que podría presentar va- 
rios ejemplos, deben evitarse, porque originando 
cuestiones de competencia causan evidente per- 
juicio á los intereses de una buena justicia. 
8. A estas consideraciones se puede agregar que 
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contrario, como argumento para tenerla por defi- 
nitivamente rechazada, puede invocarse la aproba- 
ción del proyecto de Código Penal aconsejada por 
la comisión déla Cámara de Diputados (1). 

La posible aprobación de este proyecto, ó de la 
clasificación y medida de las penas hecha con el 
estudio tan completo como era posible de la le- 
gislación comparada, de la doctrina y de las con- 
veniencias y necesidades propias de nuestro país, 
aumentará todavía las dificultades y objeciones 
contra la subsistencia de la justicia correccional en 
la competencia que hoy le asignan las leyes y que 
mantiene el proyecto del poder ejecutivo. Las penas 
de arresto y de prisión, según el proyecto de Códi- 
go Penal, son reemplazadas por una pena en cuyas 
condiciones pueden uniformarse estas dos con la 
de penitenciaría : la que el proyecto designa con 
este último nombre, y cuya duración puede ser de 
un día hasta (jluince años (art. 30). ¿Con qué crite- 
rio se tendrá que mantener entonces la competen- 
cia correccional, que hoy mismo es incongruente 



(1) Proyecto del Código Penal por los doctores Pinero, 
Ri varóla y Matienzo, 2« edición, pág. 192. 
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atribuyera la competencia que acordaban al juez 
municipal y de policía los artículos 49 y 50 del 
proyecto deldoctor Obarrio, junto con la que le 
acuerda la citada primera parte del artículo 28 del 
código de procedimientos. 



CAPÍTULO VII 



DEL RECURSO DE APELACIÓN 



1. La orgaDización y el projcedimiento actual requieren la 
apelación. — 2. Conveniencia de reemplazar la apelación por 
otras garantías del juicio. — 3. Razón histórica de la apela- 
ción : es hoy un anacronismo. — 4. Opiniones en contra de 
la apelación. — 5. Resumen del Digesto italiano sobre ape- 
lación : la doctrina en Francia ; en Bélgica ; en Alemania ; 
en Austria; en Italia. — 6. Opinión de Pacheco. 

1. Una de las cuestiones más graves, y en 
que puede haber mayor disconformidad de opi- 
niones en esta materia, es la referente á la necesi- 
dad deque existan tribunales de apelación. Con el 
procedimiento escrito que domina en nuestras le- 
yes deforma, de una manera casi exclusiva, y con 
la institución de jueces únicos de primera instan- 
cia, la apelación es de una supremay evidente nece- 
sidad, y nadie quisiera ni por un día verse priva- 
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sirven para fijar concretamente la cuestión, ence- 
rrándola en términos más exactos. Las cuestio- 
nes incidentales y que no conducían á la solución 
definitiva, quedan eliminadas, y facilitan la sen- 
tencia con arreglo á la justicia. Pero esto mismo 
podría obtenerse también exigiendo á las partes 
que formularan conclusiones precisas y las some- 
tieran á la decisión del tribunal. 

Si todas las ventajas de la apelación pueden ob- 
tenerse por otros medios, encontrando con qué y 
cómo reemplazar el recurso, se habría evitado los 
mayores gastos y las considerables demoras que 
trae consigo la apelación. 

3. Si, aparte de los motivos de conveniencia, se 

quiere encontrar la razón histórica del recurso, 

no parece que pueda llegarse á otra conclusión 

qu^ la de verse en la apelación un anacronismo. La 

apelación no tiene otra explicación histórica que 

la de haberse ejercido la justicia por delegación. 

« Todo poder que delega algunas de sus atribucio- 
nes, dice Tissot, se reserva naturalmente el de-' 

recho de vigilar su ejercicio, de corregirlos erro- 
res que pudieran cometerse por los depositarios^ 
y en caso necesario, el de deponerlos. El pueblo. 
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venir á parar, en último resultado, á una decisión 
del segundo juez que nada, en las cuestiones de 
culpabilidad, garantiza que sea mejor que la del 
primero, sobre todo cuando esa segunda decisión 
está tomada por notas y sin nueva comparecencia 
de los testigos que el primer juez ha exjaminado : 
tales son en resumen, los motivos de nuestra con- 
vicción » (1) . 

5. En un detenido estudio sobre la apelación en 
materia penal (limitada en los países de jurado á 

4 

la jurisdicción correccional) inserta en el Digesto 
italiano se exponen las doctrinas y legislación mo- 
dernas sobre esta materia. El origen de la codi- 
ficación moderna se encuentra en la revolución 
francesa, y tratándose del proceso penal fué ella 
la que aplicó á los institutos judiciarios las nuevas 
ideas, y repudiando las antiguas trajo un cambio 
considerable en el proceso penal. Con las primeras 
leyes de la revolución los juicios criminales reco- 
braron la oralidad, la publicidad, y la instrucción 
dejó de ser secreta; el juez de instrucción debía 
estar asistido por dos notables hasta el arresto del 

(1) Ortolan, Tratado de Derecho Penal» número 1039. 
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Pasa en seguida dicho íirticulo en revista la le- 
gislación y la doctrina en Francia y en todos los 
países europeos que imitaron la codificación fran- 
cesa. La apelación tuvo siempre tenaces oposi- 
tores. En Francia^ Berenger, se pronunció deci- 
didamente por la abolición de la apelación corree- 
cional en una Memoria presentada á la Academia 
de ciencias morales y políticas de París censu- 
rando la institución como la que «proclama la fra- 
gilidad de la justicia, hace inciertas las sentencias 
destruyendo su autoridad y ofende y desacredita 
al juez de primera instancia». En 1848, Cremieux, 
entonces ministro de justicia, en un proyecto de 
reforma judicial presentado al Parlamento propu- 
so, entre otras cosas, suprimir la apelación correc- 
cional ó instituir al mismo tiempo el jurado co- 
rreccional. En 1870, el ministro de justicia ins- 
tuyó una comisión compuesta por los hombres 
más eminentes de la magistratura del Consejo de 
Estado, de la cátedra y del foro, con encargo de 
revisar todos los códigos franceses, y especialfnen- 
te el del rito penal en que se sentía la necesidad 
de una extensa reforma. De esta comisión era vi- 
cepresidente Ortolan, y se conocióla decisión de la 
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de toda decisión referente á los hechos ; ó igual so- 
lución dio el código de Badén. La redacción del 
código de procedimientos para todo el imperio 
alemán, dio lugar á una consulta á todos los esta- 
dos confederados sobre la conveniencia de man- 
tener ó nó aquella institución; catorce estados opi- 
naron por la supresión de la apelación y diez por 
su conservación. Siguiéronse importantes dis- 
cusiones entre sostenedores y abolicionistas, lle- 
gándose á la conclusión que el autor que tengo á 
la vista resume asi : «Prevaleció, pues, en la co- 
misión de justicia, el parecer de los adversarios de 
la apelación ; pero con tales concesiones á los soste- 
nedores de la misma que bien puede decirse que 
aquéllos no obtuvieron un triunfo completo, pues- 
to que la apelación no fué suprimida completa- 
mente, y se mantuvo respecto de las sentencias 
de los tribunales de escabinos ». Este es el estado 
actual de la legislación germánica sobre el punto 
en cuestión. 

En Austria la apelación es limitada. Según el 
articulo 283 del código de 1873, el recurso no 
puede ser interpuesto sino contra las decisiones 
sobre la pena, cuando no existe causa de nulidad, 
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pericia, como de la independencia. La institución 
de la apelación responde á una i^cesidad conna- 
tural del hombre llamado á dar cuenta de sus ac- 
ciones ante la justicia, y declarado culpable por 
un primer juez; para que pueda calmarse y some- 
terse con resignación á los fallos de la justicia, 
para que el público pueda quedar convencido de 
que sus quejas son infundadas, es necesario un 
nuevo juicio dé un magistrado superior que con- 
venga en la sentencia del juez inferior. La moti- 
vación de las sentencias apeladas puede dar tam- 
bién oportunidad de presentar nuevas pruebas 
más convincentes que las producidas en primera 
ilistancia. 

En favor de la abolición se invoca, en primer 
lugar, que á fin de que pueda ser reparadora de 
los errores judiciales, sería ante todo indispensa- 
ble que el segundo examen se hiciera en las mis- 
mas condiciones y con las mismas garantías que 
el primero; de otro modo no se tendría un segun- 
do examen, sino una especie de revisión somera y 
superficial, referente más á la forma que á la subs- 
tancia delpr<jceso. Basta considerar que, en gene- 
ral, en el segundo juicio se omite el examen de 
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estrecha con muchas otras graves controversias, 
lo mismo que por el vasto proceso de preparación 
requerido para determinar y efectuar las garan- 
tías que deben subrogarse al instituto que se 
quiere abolir. La supresión de la apelación correc- 
cional es una reforma para cuya actuación se ne- 
cesitan órdenes todavía no existentes ni bastante 
estudiadas; ella debe, por decirlo asi, constituir el 
coronamiento del edificio procesal, siendo obvio 
que para prescindir de un segundo grado de juris- 
dicción es necesario estar seguros de que el prime- 
ro garantice suficientemente por sí solo á la socie- 
dad y al enjuiciado del peligro de los errores ju- 
diciales. En consecuencia, quien se proponga alle- 
gar los medios para alcanzar aquella meta, debe 
abrazar todo el vasto campo de las reformas que 
serían requeridas por un basamento del organis- 
mo judicial y del proceso penal. En conclusión, 
una cosa nos parece indiscutible, que la apelación 
constituye una grave anomalía legislativa, y está 
destinada á desaparecer de nuestras instituciones 
judiciales. Contemporáneamente, sin embargo, 
tenemos el firme convencimiento^ y reputamos 
oportuno insistir en el concepto de que la supre- 
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6. Para terminar y traer una opinión tan auto- 
rizada como conocida en el foro, transcribiré la 
exacta conformidad dePacheco con lo que sostengo 
en este capitulo, á riesgo de insistir enojosamente 
sobre esta cuestión. « Con los principios de la ape- 
lacíón queda también patentizado que ni es nece- 
saria ni es posible en un buen sistema de procedi- 
miento criminal. No es necesaria, primero porque 
el tribunal único será colegiado y con un número 
suficiente de individuos que satisfaga toda racional 
exigencia; segundo, porque no habrá tribunales 
superiores que conviden á la alzada, sino única- 
mente el de nulidad para cuando se hubiere co- 
metido ésta. No es posible : porque desde que se 
admite en su pureza el sistema oral, lo escrito no 
es sino una parte muy accidental del proceso, y 
lo importante es el juicio público que se celebra 
para la vista, con sus debates, con sus contradic- 
ciones, con todos sus accidentes. Ahora bien, 
¿cómo llevar esto ante un tribunal superior, á 
menos de que se quiera repetir lo que de hecho no 
es repetible? Y por otra parte, la apelación se 
concibe biei;i cuando fijadas por la ley las reglas 
de convicción se pretende que el tribunal ha fal- 
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CAPITULO VIII 



EL MINISTERIO pÚBLICO 



1 . Dificultades para determinar el carácter actual del ministe- 
rio público. — 2. Criteiio de las disposicÍ9nes legales : mero 
carácter de promotor, sin medios propios de acción ; repre- 
sentante dé la ley. — 3. Organización del ministerio pú- 
blico : cuáles son las relaciones de ios distintos representan- 
tes del mismo.— M. las disposiciones actuales de la ley en 
el sentido de la unidad del ministerio público, son ineflca- 
ees. — 5. Propósitos del proyecto del poder ejecutivo. Re- 
glamentación en la ley española. — 6. Deberes del ministerio 
público respecto de los jueces y tribunales. — 7. Si el mi- 
nisterio público es una rama de la administración de justicia 
ó una dependencia del poder ejecutivo. Legislación compa- 
rada. — 8. Examen de la ley orgánica de los tribunales : 
considera al ministerio público . como rama de la adminis- 
tración de justicia. —9. El proyecto considera al ministerio 
público como dependencia del poder ejecutivo : objeciones. 
— 10. Cuáles deben ser las funciones del ministerio públi- 
co en el juicio criminal. 



1. Una de las cuestiones de más difícil solución, 
tratándose de la administración en general, es la 



■ -, -t 



— 139 — 

ley; pero ¿es ciertamente posible estar en pleito 
con la sociedad, ó tener departe contraria ala ley? 
Los representantes del ministerio público asumen 
en ocasiones, y precisamente cuando se halla des- 
empeñado por hombres más distinguidos, la acti- 
tud solemne de defensores de la sociedad y repre- 
sentantes de la ley . 

2. Efectivamente, las funciones que las leyes 
acuerdan á los funcionarios del ministerio fiscal, 
autorizan al criterio con que aquellos las desem- 
peñan, y la variedad de esas funciones justifica la 
diversidad de actitudes que pueden asumir. 

Según el articulo 118 del código de procedi- 
mientos corresponde á los procuradores fiscales y 
á los agentes fiscales : promover la averiguación y 
enjuiciamiento de los delitos que corresponden á la 
justicia federal ó del fuero común, en el distrito 
en que ejercen sus funciones, y que llegasen á su 
conocimiento por cualquier medio, pidiendo para 
ello las medidas que consideren necesarias, sea an- 
te los jueces ó ante cualquiera otra autoridad in- 
ferior, salvo aquellos casos en que por las leyes 
penales no sea permitido el ejercicio de la acción 
pública. 
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del hecho, proceder á todos los exámenes, indaga- 
ciones y pesquizas, recibiendo las declaraciones de 
los ofendidos, incomunicar al delincuente, si la in- 
vestigación criminal lo exigiere, y hacer uso de la 
fuerza cada vez que fuese indispensable para el de- 
bido desempeño de sus atribuciones. Nada de eso 
puede hacer el agente fiscal, salvo recibir denun- 
cias. 

De este mero carácter de promotor sin atribu- 
ciones propias, resultará que sólo en el caso de 
abandono de las funciones de los jueces y de los 
empleados de policía, que tendrán siempre antes 
que el representante del ministerio publico, noti- 
cia délos delitos, le será dado á éste iniciar el 
ejercicio de una acción penal ; pero tendrá una vi- 
gilancia superior sobre los jueces y funcionarios 
de policía. 

« 

Aparece, por el inciso segundo. del mismo artí- 
culo 118, como parte en el juicio, asistiendo al exa- 
men de testigos y verificación de otras pruebas en 
los procesos, ejercitando las acciones y recursos 
previstos en las leyes penales y de procedimientos. 

En los tres artículos siguientes se observa nue- 
vamente la función de guardianes de la ley : deben 
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narios á quienes se encarga el ejercicio de la ac- 
ción pública. 

El procurador general de la Suprema Corte (asi 
llama el código de procedimientos al procurador 
de la nación), tratándose del fuero federal, ó el fis- 
cal de la cámara de apelaciones, citando se trata 
de la jurisdicción ordinaria de la capital, intervie- 
nen en todos los asuntos en que hubiesen sido par- 
te los procuradores fiscales ó los agentes fiscales 
ante los tribunales inferiores. Á su vez les está 
encomendado cuidar de que los encargados de 

ejercer el ministerio fiscal en estos juzgados pro- 
muevan las gestiones que les correspondan, y de- 
sempeñen fielmente los deberes de su cargo. 

¿ Cómo se ejerce esta vigilancia ? ¿De qué ma- 
nera la han entendido los funcionarios que han 
desempeñado las más altas funciones del ministerio 
público ? Esto es lo que no he podido saber nunca. 
Cuando yo desempeñaba el cargo de fiscal de las cá- 
maras de apelaciónenla provincia de Buenos Aires, 
no había código de procedimientos,, que sólo al- 
gunos años después se ha adoptado el de la Capi- 
tal federal ; no había ley que reglamentara las 
funciones del ministerio público, y menos que de- 
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do que el ministerio fiscal carece de unidad y di- 
rección. El fiscal de gobierno sólo recibe órdenes 
del poder ejecutivo, y parecen pertenecerle todas 
las cuestiones económicas y administrativas. A 
su turno el del tribunal sólo las recibe de éste, y 
sus funciones son las de los antiguos fiscales en lo 
judicial » (1). 

Más tarde el doctor Malaver reunió en algunas 
páginas de su Curso de procedimientos judiciales, 
la referencia.de todas las disposiciones de leyes y 
decretos relativos al ministerio fiscal, que confir- 
man la sintesis del doctor Tejedor. 

Es curioso observar cómo el código de proce- 
dimientos no ha hecho más que expresar en forma 
de .artículos, las indicaciones de la obra citada, no 
habiéndose adelantado otra cosa en el sentido de 
salvarla crítica de falta de unidad, que la disposi- 
ción que encomienda á los fiscales superiores cui- 
dar de que los inferiores desempeñen sus deberes. 

4. En el sentido de establecer la unidad del mi- 
nisterio público, apareció en la primera ley de or- 
ganización de tribunales para la Capital, la dis- 



(1) Layes de forman número 122. 
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pueden iniciar la acción y pueden abandonarla en 
p/imera instancia. El fiscal no puede hacer otra 
cosa más que emitir un dictamen en segunda ins- 
tancia, sin facultad para detener el ejercicio de 
una acción indebidamente iniciada ó consentida 

por el agente fiscal . Conozco en la práctica uno 
de tantos casos odiosos en que la querella de un 
particular encuentra facilidades para una proce- 
so injusto y el agente fiscal auxilia la acción del 
particular. Llegado el sumario al despacho del fis- 
cal por un incidente del juicio, este funcionario, 
aunque no tenía el deber de expedirse sobre el 
fondo del asunto, se apercibe de la notoria injus- 
ticia y funda su opinión de que los hechos por los 
cuales se instruía ^el proceso, no constituían delito 
ni daban ocasión para un juicio penal. El fiscal 
carecía de autoridad para impedir la prosecución 
de un injusto proceso, lo que habría podido hacer 
si la ley hubiera reconocido la mínima jerarquía 
que le diese atribuciones para ordenar al agente 
fiscal. 

5. Es con razón, y procurando remedio á un gra- 
ve defecto de la organización actual, que el pro- 
yecto del poder ejecutivo se propone « sancionar 
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tad del caso ó cualquiera otra circunstancia lo hi- 
cieran necesario ó conveniente ; hará respetuosa- 
mente á su superior jerárquico las observaciones 
que estime conducentes, relativamente alas ordé- 
nese instrucciones que considere contrarias á las le- 
yes, pero sin que pueda separarse de ellas hasta 
que así lo ordene su superior: interpondrá en 
tiempo y forma, cuando no tuviere instrucciones 
en contrario, los recursos procedentes en los ne- 
gocios en que sea parte, sin perjuicio de lo que su 
superior resuelva acerca de su seguimiento ». 

El artículo 16 de la ley de 1888 acuerda á los 
superiores hasta las facultades disciplinarias sobre 
los inferiores, con recurso de estos últimos para 
ante los tribunales respectivos. 

6. En sus relaciones con los jueces y tribunales, 
la ley encomienda, como queda dicho, á los agen- 
tes fiscales una vigilancia sobre los jueces, cuando 
les encarga de requerirles el despacho activo de 
los procesos, de vigilar el fiel cumplimiento de las 
leyes, y dé velar por el orden legal en materia de 
competencia. No expresa ni contiene nada análogo 
en las relaciones de los fiscales con tribunales su- 
periores, lo que á mi juicio no bastaría para ex- 
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es una dependencia del poder ejecutivo ó del go- 
bierno. Cualquiera otra solución seria ilógica con 
el concepto de que el poder judicial mismo no es 
una rama del poder público independiente délas 
otras dos, sino una función del poder ejecutivo. 
El articulo 841 déla ley orgánica del poder judi- 
cial en España, erige al fiscal del tribunal supre- 
mo en jefe del ministerio fiscal de toda la monar- 
quía, y agrega : bajo la inmediata dependencia 
del ministerio de gracia y justicia* Eñ Francia 
« todos los ñmcionarios del ministerio público 
están unidos entre sí por un vinculo jerárquico 
que termina en el ministró de justicia, y que per- 
mite á éste, á título de representante directo del 
poder ejecutivo, comunicar al ejercicio de la ac- 
cióh pública, el poder de la unidad. El ministro 
puede proponer al presidente de la República, 
contra los miembros del ministerio público, todas 
las medidas que comporten su amovilidad ; está 
armado con este motivo de un poder absoluto de 
disciplina, y puede' provocar su cambio de resi- 
dencia ó su revocación . De la misma manera cada 
oficial del ministerio público, tiene respecto de 
sus inferiores una autoridad disciplinaria y una 
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blico al canciller del Imperio, pues para conservar 
su independencia habría bastado reservar al mi- 
nistro la vigilancia. 

8. Entre nosotros, en la ley de organización 
de los tribunales de la Capital se declara que el 
ministerio público será desempeñado por un fiscal 
de las cámaras de apelación y por agentes fiscales 
ante les jueces letrados. Los primeros son nom- 
brados v removidos con las mismas formalidades 
que los vocales de las cámaras, es decir por el pre- 
sidente de la República con acuerdo del senado, en 
cuanto al nombramiento, y por acusación de la ^ 

cámara de diputados y fallo del senado, en cuanto 
ala remoción. Esta circunstancia asegúrala inde- 
pendencia del fiscal de la cámara, que está así en 
las mismas condiciones que los jueces de aquélla. 

En cuanto á los segundos, son directamente 
nombrados y removidos por el presidente de la 
república . Esta solución tari diversa de la prime- 
ra, me parece por lo menos una incongruencia : si 
la seguridad de permanencia es una garantía de la 
independencia de los funcionarios judiciales y se 
quería dar esta independencia al fiscal, más razón 
habría para acordarla también á los agentes fisca- 
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capital de la República será desempeñada por 
alcaldes, jueces de paz, jueces de mercado, jue- 
ces <Je primera instancia, cámaras de apelación 
y demás funcionarios que en la misma ley se de- 
terminan, entre los cuales se comprenden los re- 
presentantes del ministerio publico, sin que ningu- 
na disposición de la ley los declare sometidos á la 
dependencia del pod0r ejecutivo. 

9. Contra este sistema, que eií resumen es con- 
secuente con el que ha venido estableciéndose en 
los tribunales de la provincia de Buenos Air^s, 
cuyas leyes pasaron á serlo de la Capital federal, 
ha reaccionado el proyecto del poder ejecutivo en 
cuyo mensaje se leen las siguientes razones que ex- 
plican la reforma, que doy en compendio : 

1** Que es necesario proveer á la unidad de pro- 
cedimiento y de propósitos del ministerio público, 
para cuyo efecto es menester eslabonar sus ele- 
mentos y solidarizar su acción. En la situación 
actual los funcionarios fiscales emancipados indi- 
vidualmente son poco menos que agentes de sí 
mismos ; 

2** Que al poder ejecutivo corresponde amplia- 
mente la facultad de todo nombramiento y rema- 
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presentantes los que juzguen; no debe olvidarse 
que á ellos se les encarda mover la acción de la 
justicia, que por esto se les ha llamado también 
promotores fiscales ; que sin ellos la acción de la 
justicia, no existiría; y por último, que forma con 
los jueces un organismo en que las funciones de 
estas distintas piezas se ajustan y equilibran .de 
modo que la una no se explica sin la otra. El mi- 
nisterio fiscal, especialmente en lo criminal, pue- 
de comprenderse también, como un desdobla- 
miento de la justicia, á fin de que todas las razones 
de cargo contra un procesado no sean opuestas por 
el mismo juez que debe fallar el proceso, ó sea 
para alejar al último de los errores á que podría 
llegar por un fácil apasionamiento. El poder eje- 
cutivo no tiene por que ser el acusador público en 
una organización constitucional como la nuestra. 
Sus facultades son únicamente las. de presidir la 
administración general del país, que es algo inde- 
pendiente de administrar justicia. Es por esto que 
en nuestros propios precedentes aparecen divi- 
diéndose las funciones que correspondían á los fis- 
cales^ como representantes del fisco unas veces y 
otras como encargados de ejercer la acción públi- 



I 



f -t-^^v^ .-7-7 -—r ^ - ^ TiTs ^ -1Í-- — ^-^- -_,-^^._- ,_^,^._ jj. _„,_^ _. . ,_ „. -__^ 



^ 



— 159 — 

en cuanto se refieren á las garantías políticas. No 
puede ser ya una cuestión doctiinaria la de saber 
que cuanto más lejano se encuentre un poder eje- 
cutivo de toda ingerencia en el funcionamiento 
de la administración de justicia, mayores garan- 
tías políticas tendrán los ciudadanos. No quisiera 
vet aquella doctrina inmediatamente admitida en 
las provincias, donde los hábitos de los gobernan- 
tes y la falta de influencia de la opinión, dejan 
muchas veces subsistentes sólo en el nombre el 
poder legislativo y el poder judicial. Conviene 
que un poder ejecutivo tenga, los medios para vi- 
gilar y vigile el funcionamiento de la admijiistra- 
ción de justicia para iniciar en su caso la efectivi- 
dad de las responsabilidades^ pero no conviene 
que pueda tener intervención en « lo tocante al 
procedimiento», como dice el artículo 109 del 
proyecto. Un ejemplo es también un argumento : 
recientemente un agente fiscal inició un proceso 
contra un funcionario importante de la adminis- 
tración, haciéndose alrededor de este asunto la 
consiguiente bulla de la prensa. Pocos días des- 
pués, con otros motivos, el presidente de la repú- 
blica dictó el decreto de destitución del fiscal. Es- 
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la nación, el procurador superior y los fiscales de 
las cámaras de apelaciones podrán ser removidos 
por el poder ejecutivo, previo informe de les tri- 
bunales respectivos. ¿Cuáles serán los efectos de 
ese informe? ¿Podrá el ejecutivo resolver en con- 
tra de lo que concluya el informe? ¿Estará subor- 
dinado á sus conclusiones ? Si ésta es la solución 
que intenta dar al proyecto, la independencia del 
ministerio público tendría alguna seguridad que 
no he encontrado en las consideraciones ante- 
riores; pero en este caso, para evitar alguna in- 
terpretación posterior, contraria á este propósito, 
convendría que el proyecto fuera explícito, y no 
dejara pendiente la cuestión. 

10. Las funciones propias del ministerio públi- 
co en el juicio criminal, deben ser clara y franca- 
mente las de un acusador, abandonando las fra- 
ses y metáforas que lo erigen en representante de 
la ley,- de la sociedad, de la causa pública y de- 
más. En este carácter de acusador debe facilitár- 
sele todos los medios para que pueda investigar 
y reunir todas las pruebas y elementos de acu- 
sación. La publicidad del sumario y otros me- 
dios de garantía podrán compensar para la de- 
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componer esas funciones según su naturaleza, en- 
tregando al ministerio público todas las que son 
propias de la acusación, y reservando al juez ó tri- 
bunal todas las que son verdaderamente judicia- 
les. En el estado actual, nuestra justicia de ins- 
trucción se ejerce más por acusadores que por 
jueces ; y en el caso por acusadores con extraordi- 
narios poderes. El ministerio público podría, por 
ejemplo, ordenar las detenciones para fines de in- 
vestigación y por tiempo limitado, que hoy orde- 
na el juez, y entregar al juez el detenido con la 
semiplena prueba ó el indicio vehemente ; el juez 
ó el tribunal confirmarían ó revocarían esa deten- 
ción, sin perjuicio de que por su parte el minis- 
terio público continuara su investigación y pidie- 
ra nuevas pruebas. El ministerio público saldría 
de la actitud meramente pasiva que tiene hoy en 
el proceso, mientras no se le pasa en vista los au- 
tos, y asumiría la actividad que le corresponde. 
Los medios y detalles de esta distribución de 
funciones tienen que ser materia de una revisión 
del Código de Procedimientos, y sería demasia- 
do extenso tratarlos en este rápido examen del 
asunto. 
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CAPÍTULO IX 



SUPRESIÓN DE LAS CÁMARAS DE APELACIÓN. SU 
REEMPLAZO POR UN TRIBUNAL SUPERIOR 



1. Es propio de toda buena organización de justicia la existen- 
cia de un Tribunal Superior. — 2. Disposición en este sen- 
tido, del proyecto del poder ejecutivo. — 3. Respuesta á las 
objeciones que han detenido la idea del proyecto. — 4. Da- 
tos de la estadístic^i judicial. — 5. Organización interna de 
un tribunal superior. Evitaría la creación de nuevos tribu- 
nales. 



1 . En este capitulo, la necesidad de considerar 
el último término á que debe llegar el proceso pe- 
nal, me obliga á tratar incidentalmente de este 
tema, que sale de la mera organización de la jus- 
ticia penal para entrar en la organización general 
de la administración de justicia, y que sin embargo 
no tocaré sino en lo que tiene atingencia con los 
objetos propios de este libro. 
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poder judicial. Podemos concebir que el poder 
judicial esté desempeñado por muchos tribunales 
de distintas jerarquías, pero no podemos concebir 
que esos tribunales no tengan una cabeza, una re- 
presentación única y superior que lleve la palabra 
y la autoridad de un poder. 

Tratándose de la justicia déla Capital, no basta- 
rá decir sobre este punto que no es un poder cons- 
titucional, como en realidad no lo es, según el 
concepto de su organización actual. Aun en todos 
los países europeos donde no se tiene del poder ju- 
dicial, aunque se le dé ese nombre, el concepto de 
un poder constitucional, se ha reconocido, creo 
que unánimemente, la necesidad de colocar la ad- 
ministración de justicia bajo la dirección de un 
tribunal superior. No conozco objeción alguna en 
contra de este sistema, que propende en la práctica 
á una mejor justicia. 

2. En este sentido^ el proyecto del poder ejecu- 
tivo adelanta un gran paso. Encuentra desde lue- 
go una ventaja en la reunión de las jurisdicciones 
comercial y civil, que se impone como una nece- 
sidad de orden práctico para evitar inútiles dila- 
ciones y gastos, que no son sin duda suficientemen- 
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cios criminales, y de este punto de vista, la fu- 
sión de las tres jurisdicciones en el fuero ordina- 
rio, habría sido imposible. 

El distinguido autor del proyecto se ha deteni- 
do evidentemente ante dos dificultades, que no 
existirán para los que miramos estas cosas de más 
cerca y en más inmediato contacto con la aplica- 
ción de las leyes procesales . En primer lugar, un 
tribunal falla independientemente las causas en 
materia civil y las causas de materia criminal. El 
ejemplo no hay que ir á buscarlo muy lejos : la 
Cámara de lo comercial, criminal y correccional, á 
la que el proyecto quita la jurisdicción en lo co- 
mercial, está fallando actualmente juicios crimi- 
nales y juicios comerciales, sin que para ello ten- 
ga necesidad de involucrar unas cuestiones en 
otras y otro tanto diría de la Suprema Corte y tri- 
bunales de provincia. No es la reunión de la ma- 
teria comercial y de la criminal en una misma cá- 
mara, lo que ha podido revelar hasta hoy inconve- 
niente alguno; es, por el contrario, la separación de 
lo comercial y de lo civil, lo que ha presentado los 
inconvenientes apuntados- al fundar el proyecto : 
son las cuestiones de competencia las que quedan 
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clones prejudiciales. Para todo ello, no se puede 
negar, habrá una ventaja en que haya decisiones 
uniformes y en que la jurisdicción criminal no se 
pronuncie en última instancia de distinta manera 
que la jurisdicción civil, ó que se susciten cues- 
tiones para la existencia de la cosa juzgada en 
diversos tribunales. 

La razón de instituir el proyecto procedimientos 
especiales para los juicios criminales no es un mo- 
tivo que haga imposible, bajo este punto de vista, 
la fusión de las tres jurisdicciones, como lo cree 
el autor del proyecto y lo expresa el mensaje del 
poder ejecutivo. 

Los procedimientos especiales que el proyecto 
contiene no importan otra cosa, con relación á la 
cámara de apelación, que limitar stf conocimiento 
á los recursos de aplicabilidad ó inaplicabiiidad 
de ley contra las resoluciones de los jueces de su 
fuero (art. 54). En estos procedimientos, lejos de 
crearse mayores trámites ó más amplia jurisdic- 
ción, se reduce y simplifica, y con ello, asimismo, 
el numero de asuntos de que debe conocer el tri- 
bunal. 

Los tribunales superiores de Europa conocen en 
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la materia civil y en la criminal, no obstante la di- 
versidad de procedimiento en los tribunales infe- 
riores. 

4. Para resolver las cuestiones relativas á este 
punto he intentado conocer la estadística judi- 
cial llevada de conformidad con el defectuoso y 
casi inútil decreto de 22 de diciembre de 1896. 
Los escasos datos que conforme á este decreto 
presenta la estadística de 1898, informan que de 
las 2Ó03 causas despachadas por la Cámara de lo 
comercial, criminal y correccional, 1238 corres- 
ponden á la jurisdicción comercial y 1265 á la 
criminal y correccional. Clasifi&indose las reso- 
luciones de estas causas, aparece que el trib 
ha dictado 1040 resoluciones definitivas, d( 
cuales sólo 263 corresponden á la jurisdicción 
mercial, siendo las restantes 777 de las otras 
jurisdicciones, mientras que en lo interlocul 
el número de las resoluciones dictadas en lo 
mercial alcanza á 531 contra 69 de lo eorre( 
nal y 261 de lo criminal . La Cámara con el 
vo sistema de organización y de procedímie 
quedaría doblemente descargada de tareas ; 
mero porque tendria que dictar, suponiendo ig 
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dad de cifras en otro año, 263 fallos definitivos, 
531 interlocutorios y 444 regulaciones menos; y 
segundo, porque limitados los recursos puramente 
ala aplicación del derecho, las 444 causas correc- 
cionales y 333 causas criminales falladas en defi- 
nitiva, comprendiéndose la apelación tanto sobre 
el hecho como sobre el derecho, quedarían redu- 
cidas á un número que no es posible determinar 
por falta de datos, pero que puede presumirse que 
sería en mucho inferior á la mitad de aquellas 
cantidades. De todo esto resulta que con la nueva 
organización se tendrá una Cámara en materia 
criminal y correccional cuyos jueces tendrían ape- 
nas que ejecutar la cuarta parte del trabajo que 
realizan actualmente, lo que sin duda sería una 
ventaja si tuviese por causa una diminución de 
la criminalidad; pero como no es así, ^e tratará 
sólo de funcionarios que no tendrán ocupación, 
mientras que podrían prestar importantes servi- 
cios incorporándose á un superior tribunal de jus- 
ticia. 

5. En la organización de los tribunales supe- 
riores, cuyas ventajas generales he indicado some- 
ramente en este capítulo, se procede á una di vi- 
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sióndel trabajo por Salas, bajóla dirección de un 
presidente de todo el tribunal y presidentes de las 
salas respectivas. En esta división, y en las sub- 
divisiones que se puede hacer, ni es forzoso ob- 
servar el orden de las materias ni la naturaleza de 
las sentencias; se puede dar cualquiera organiza- 
ción que se vea que mejor consulte una equitativa 
distribución del trabajo que tenga por consecuen- 
cia el despacho más expeditivo de los negocios. 
En la reglamentación de este punto será quizás 
preferible confiar en la distribución que el mismo 
tribunal podrá hacer por sus acuerdos generales, 
que no subordinarla á la disposición legal, en que 
siempre es más difícil obtener cualquiera modifi- 
cación. 

Otra ventaja más de este tribunal único sería 
la de que si aumentara el número de causas en 
recurso, no seria necesario pensar en la creación 
de nuevos tribunales como alguna vez se ha que- 
rido hacer, aumentándose el número de las cá- 
maras de apelación; bastaría, llegado el caso, 
aumentar con dos ó tres más el número de miem- 
bros de un tribunal, y el despacho de la justicia 
continuaría sin los trastornos y demoras que 
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trae consigo la instalación de un nuevo tribunal. 
La organización de un tribunal único tiene á su 
favor, asimismo, razones de economía, aXinque 
tratándose de organizar bien la justicia no se deba 
pensaren ahorros. Así, por ejemplo, se reconoce 
que para el despacho actual son insuficientes las 
dos cámaras de cinco miembros y se propone dos 
temperamentos para obviar esa dificultad : consis- 
te el uno en aumentar én dos jueces más la cáma- 
ra de apelaciones en lo Civil ; y el otro en crear 
una cámara de menor cuantía compuesta de cinco 
miembros. Así, en lugar de diez jueces que com- 
ponen hoy las dos cámaras de apelación, se tendrá 
diez y siete jueces distribuidos en tres cámaras, te- 
niéndose siempre en cuenta que se disminuirán 
considerablemente las apelaciones en lo criminal 
y correccional. Merece, pues, examinársela cues- 
tión también bajo este punto de vista, porque es- 
tudiada en su conjunto y en sus distintas partes 
la labor general que deben desempeñar los tribu- 
nales superiores, es posible que en lugar de los 
diez y siete jueces , de apelación que establece el 
proyecto sea suficiente un tribunal superior com- 
puesto de once, trece ó quince jueces. 




CAPITULO X 



DATOS DE LA ESTADÍSTICA 



1. Necesidad de la estadística para resolver todo problema de 
administración. — 2. Causas iniciadas en 1898 en ios juz- 
gados de instrucción y en los del crimen. — 3. Razón de la 
desproporción entre unos y otros. — 4. Necesidad de rela- 
cionar las reformas de la organización con las de algunas 
disposiciones del Código de Procedimientos. — 5. Otras re- 
velaciones de la estadística. — 6. En los juzgados de lo co- 
rreccional. — 7. Datos de un juzgado de instrucción. — 8; 
Dificultades que crearía el proyecto del poder ejecutivo. — 
9. Conclusiones sobre este punto. 



1. Cualesquiera que sean las desconfianzas que 
se puede insinuar contra las conclusiones de la es- 
tadística, desconfianzas que no nacen propiamen- 

< 

te de ésta, sino del mal uso que de ella se haga, 
no es posible admitir discusión sobre su utilidad 
como base y guia segura para las reformas en la 
legislación, y especialmente en lo que atañe á las 

12 
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diversas ramas de la administración general de 
un país. Me pareció por esto imposible ir más ade- 
lante en el estudio del asunto que me ocupa, sin 
preguntar á las planillas de estadística, cuáles 
eran sus conclusiones referentes al mismo. 

2. Existen actualmente en la Capital cuatro 
juzgados de instrucción, tres juzgados del crimen 
y tres juzgados en lo correccional. Como todos 
los jueces proceden individualmente, y constitu- 
yen por si un tribunal, son diez los tribunales que 
funcionan en lo criminal v correccional. Sí seob- 
serva las considerables demoras en la sentencia 
que sufren algunos procesos, la razón que en cual- 
quier caso darán los jueces de excesivo recargo de 
trabajo, parecerá que en realidad diez tribunales 
no bastan para el desempeño de la justicia en esta 
rama. 

Estos diez tribunales, servidos por diez funcio- 
narios, serán reemplazados por dos tribunales ser- 
vidos por los mismos, que además de tener que es- 
tudiar para sentencia el mismo número de causas 
que tienen hoy los tres jueces del crimen y los 
tres de lo correccional, tendrán que ocuparle 
de entender en el mismo número de suma- 
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rios que instruyen hoy los jueces de instruc 
ción. 

Veamos esos números. 

Durante el año 1898 se han iniciado en los juz- 
gados de instrucción tres mil ciento cincuenta y 
siete causas, ó sea próximamente ochocientas cau- 
sas en cada juzgado. 

De este considerable número de causas iniciadas 
en un solo año, no se puede saber ciertamente 
cuántas han pasado á plenario, porque la defectuo- 
sa estadística judicial no lo dice; pero se puede 
saber que es inferior á la quinta parte del número 
total. Mientras los juzgados de instrucción han 
iniciado tres mil ciento cincuenta y siete suma- 
rios, los juzgados del crimen no han entendido 
sino en seiscientas veintinueve causas, que es ya 
menos del límite dicho. De este número hay que 
deducir los juicios iniciados directamente ante los 
jueces del crimen, por calumnia, para saber cuan- 
tas pasaron de sumario á plenario en lo criminal ; 
y faltaría todavía saber cuántas pasaron á lo co- 
rreccional. 

3. Sorprendido por la revelación de esta falta 
de proporción entre el conocimiento de causas en 
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unos y otros juzgados, y no hallando en los datos 
de la estadística judicial, explicación alguna, la 
solicitó junto con otros datos á un secretario de 
instrucción (1) y tuve la explicación que en segui- 
da transcribo: 

<( Después de una compulsa prolija de mi libro 
de entradas puedo suministrará usted los siguien- 
tes datos: 

«En mil doscientas veinte causas recibidas en 
mi secretaria, durante cinco años (1894 á 1898 
inclusive) se cuentan noventa y tres por querella 
de parte, de las cuales veintiocho pasaron á \o^ 
jueces de sentencia y se sobreseyó en las sesenta y 
cinco restantes. De estos sobreseimientos, catorce 
son provisionales y cincuenta y uno definitivos. 
Entre estos últimos figuran sobreseídos veinte por 
desistimiento de parte, en querellas casi todas por 
adulterio. 

r 

«Entre las mil doscientas veinte causas, se cuen- 
tan cuatrocientas cincuenta y seis por robos y 
hurtos, de las que solamente pasaron á plenario 



(1) Me refiero al doctor Camilo Mercado, que es, ea el puesto 
que ocupa, inferior á sus aptitudes, uno de los mejores fun- 
cionarios de la administración de justicia. 
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ochenta, sobreseyéndose en las restantes, por tra- 
tarse en su mayor parte de robos sin autores cono- 
cidos. Esto, y el gran número de sumarios por de- 
litos contra la honestidad, lesiones por culpa ó 
imprudencia, incendios, etc., que generalmente se 
sobreseen por falta de prueba, y los que se ins- 
truyen á causa de los suicidios, explica la enorme 
diferencia entre el número de causas que se inician 
ante los juzgados de instrucción y las que pasan 
áplenario. 

« Estas cifras nos dan las siguientes propor- 
ciones : 

« 1** Los sumarios por querella de parte se ini- 
cian con relación al número total de causas en una 
proporción de 7,62 7o ; 

« 2** Las mismas querellas con relación á la to- 
talidad de causas pasan á plenario en una propor- 
ción de 2,29 Vo ' se sobreseen provisionalmente en 
una proporción de 1,15%; terminan definitiva- 
mente por desistimiento de parte en una propor- 
ción de 1,64 Vo; y por sobreseimiento sin desisti- 
miento, en una proporción de 2,54 % . 

« Hasta aquí los datos de secretaría. 

« Faltan muchos otros que no he pedido, ni tengo 
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ahora tiempo de procurármelos. Pero tomemos, 
por ejemplo, lo que aparece en las dos cifras del in- 
forme precedente : podemos confiar en este dato 
que de cada cuatrocientos cincuenta y seis causas 
por robos y hurtos, solamente pasan á plenario 
ochenta. No es probable que los datos de las de- 
más secretarias presentaran una diferencia notable 
con estas cifras, dado que la distribución por tur- 
nos se ha repetido varias veces en el periodo 
que ellas comprenden. Con el sistema que pro- 
pongo en el capitulo del ministerio público, de 
dar intervención á los jueces sólo cuando se haya 
efectuado una detención, ó cuando haya elemen- 
tos para una acusación, de los cuatrocientos cin- 
cuenta y seis sumarios, los jueces no habrían teni- 
do que entender en la mayor parte de los trescien- 
tos setenta y seis en que « se ha sobreseído por 
tratarse en su mayor parte de robos sin autores 
conocidos». 

Deducidas de las dos mil doscientas veinte las 
cuatrocientas cincuenta y seis, cuya distribución 
queda expresada, más noventa y tres por querella 
de parte, cuyos datos ciertos también se conocen, 
quedan todavía mil seiscientas setenta y una cau- 
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sas en las que se cuenta el gran número de deli- 
tos contra la honestidad, las lesiones por culpa ó 
imprudencia, los incendios y otros delitos en que 
sobresee por falta de pruebas, y los sumarios que 
se instruyen á causa de los suicidios, de modo que 
sólo un número relativamente reducido da lugar 
al juicio plenario. 

4. Se puede, en presencia de estas conclusiones, 
considerar que la intervención judicial no seria 
necesaria en más úe una cuarta parte del número 
total de causas que se inician en los juzgados de 
instrucción, pudiendo las demás limitarse á la in- 
vestigación policial, con intervención del ministe- 
rio públi(iO. 

Lo que parecía imposible en el proyecto del po- 
der ejecutivo, que reduce á uno los siete tribuna- 
les, los cuatro de instrucción y los tres de senten- 
cia, aumentando todavía la tarea de cada juez con 
el fallo definitivo y la instrucción del sumario, no 
parecerá ya tan difícil de realizar, si á esa reforma 
corresponde la de algunos artículos del Código de 
Procedimientos que limite la intervención de los 
jueces de instrucción y extienda la de los agentes 
fiscales. 
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5. Para otras conclusiones en cuanto á la mane- 
ra de terminarse los sumarios, conviene tener pre- 
sentes las siguientes cifras ; sabiéndose que los jue- 
ces de instrucción no tienen competencia para 
dictar otros fallos definitivos, sino los sobresei- 
mientos que tienen este carácter : 

Fallos dq/lnitioos en 1898 

Juzgados Dictados Apelados 

Doctor Constauzó 359 19 

— Navarro 343 25 

— Gallegos 160 12 

— Rodríguez Bustamante... 195 38 

Total 1057 94 

Estos datos revelan que menos de la décima 
parte de los autos de sobreseimiento definitivo que 
dictan los jueces de instrucción, dejan de satisfacer 
al ministerio público ó al acusador particular. 
¿ Por qué ? ¿ Es que el juez de instrucción y el mi- 
nisterio público abandonan la acción en el mayor 
número de los casos ? Dedúzcase los sumarios por 
suicidios, que deben terminar por sobreseimiento 
definitivo, comprobada la inexistencia de delito, 
y los que puedan ocurrir por accidentes, se di- 
ría siempre abandonada indebidamente la acción 
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pública, ó una ú otra cosa, según los distintos ca- 
sos. 

6. Los datos de la estadística de la justicia co- 
rreccional son tan defectuosos que no se prestan 
á ningún examen serio. Lo único serio es que en 
una materia tan importante no se puede encon- 
trar un antecedente de verdadera utilidad. 

He aquí todo lo que tiene la estadística de la Cá- 
mara de apelaciones, remitido por los juzgados 
de lo correccional, en cumplimiento del decreto 
del Poder Ejecutivo, de diciembre de 1896 : 

Causas durante el ario 1898 

Juzgados Iniciadas Falladas Apeladas 

Doctor Larroque 1302 1110 114 

— Astigueta 1975 581 118 

— Barrenechea . . . . 1976 696 250 



Total 5253 2387 482 

Debe existir alguna divergencia de clasificación 
en estos datos, en que resulta muy difícil explicar- 
se cómo en uno de los juzgados se inician seiscien- 
tas setenta y tres causas menos que en cualquiera 
de los otros dos y se fallan en definitiva 529 cau- 
sas más que en uno de ellos, y 416 más que en el 
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otro. Por otra parte, hay una desproporción que 
no se explica entre Jas causas que son apeladas en 
un juzgado y las recurridas en los demás. De 1110 
fallos definitivos dictados por el doctor Larroque, 
solamente son apelados 114, mientras que de los 
581 del doctor Astigueta, son apelados 118 y de los 
696 del doctor Barrenechea son apelados 350. 

¿Por qué tanta diferencia? 

En la estadística de lo correccional falta todo 
dato fundado en la distinción, que sería tan nece- 
saria, entre los asuntos en que hayan conocido por 
delitos según la disposición del inciso segundo del 
artículo 28 del Código de Procedimientos, y los 
que correspondan á la materia del inciso primero, 
que se refiere únicamente á las faltas ó contraven- 
ciones municipales ó de policía. Habiendo muchas 
razones que he expuesto al tratar de la justicia co- 
rreccional, para limitar la competencia de estos 
tribunales al conocimiento de las faltas ó contra- 
venciones municipales y de policía, y á las que 
llegaran á declararse faltas según el Código Penal, 
la estadística que tengo á la vista no ofrece indicio 
alguno para la solución de un punto tan intere- 
sante, á no ser el reducido número de causas que 
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han ido en apelación , que es probable que sean en 
su mayor parte causas por delitos. 

7. El señor juez de instrucción doctor Luis F. Na- 
varro, que tantas pruebas ha dado de inteligencia y 
laboriosidad en el desempeño de su puesto, cono- 
ciendo que yo me ocupaba actualmente del estu- 
dio de esta materia, ha tenido expontáneamente la 
deferencia de enviarme las planillas de una esta- 
dística mucho más prolija que la exigida por el 
decreto antes recordado, y que él ha organizado 
en su juzgado por iniciativa propia desde el 1** de 
enero del corriente año. Comprenden, pues, las pla- 
nillas y resumen que tengo á la vista el movimien- 
to de su despacho en el primer cuatrimestre del 
año actual 



Declaraciones de testigos 4 . . . 859 

Declaraciones indagatorias 178 

Careos -. 157 

Total 1194 



De los ciento veinte días del cuatrimestre, se debe 
deducir por lo menos veinte días festivos, en que, 
salvo el caso de habilitación extraordinaria, no se 
ha tenido despacho, y entonces resulta que el juez 
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ha debido recibir por término medio doce decla- 
raciones diarias, que con la redacción de las actas 
correspondientes, no pueden haber ocupado menos 
de treinta minutos una con otra, ó sea seis horas 
cada día, exclusivamente consagradas á declaracio- 
nes. Además de esto, el juez ha firmado entre de- 
cretos, oficios, órdenes de allanamiento, de em- 
bargo, certificados ó informes 2536 piezas ó sea 
más de veinte y cinco cada día. Por otra parte, ha 
dado salida á 205 causas de su despacho, distribui- 
das asi : 

Remitídas á los jueces de sentencia 39 

— á otros jueces y destinos 27 

Autos de libertad por sobreseimiento provisorio. 86 

— — — definitivo.. 53 

Total 205 

Estos datos demuestran suficientemente lo que 
he dicho en otros momentos : que no se observan 
las formalidades prescriptas por la ley para la ins- 
trucción de los sumarios, y que el defecto está en 
la ley, con sus prescripciones de difícil ó imposi- 
ble realización. 

8. Si partiendo de estos datos del movimiento 
de un juzgado de instrucción, volvemos á los que 
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presenta la estadística de 1898, tendremos que el 
mismo juez habría tenido que dictar, si se realiza- 
ra el proyecto del poder ejecutivo, por lo menos 
una sentencia más cada día, de fallo definitivo, sin 
apelación en cuanto á los hechos ; y habría tenido 
que intervenir en cuatro veces un número mayor 
de sobreseimientos que los que ha dictado. 

Durante el año 1898 los jueces del crimen dic- 
taron l?is siguientes sentencias definitivas : 



Juzgado del doctor French 113 

— — Madero... 163 

— — Veyga 138 



Total 414 

Esta cifra daría la de 138 durante el tercio del 
año, y calculo que sólo agregaría una sentencia de- 
finitiva más por día, en consideración á que el pro- 
yecto, en el artículo 314, dispone que tres jueces 
formen tribunal, excepción hecha para los delitos 
que prima facie corresponda pena capital ó cual- 
quiera de tiempo indeterminado, disposición que 
excluye del conocimiento simultáneo de todos los 
jueces del crimen un número considerable de 
casos. 
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9. Concluiré sobre esta materia, que los escasi- 
simos datos que puede suministrar la estadística 
en la forma en que actualmente se la observa, son, 
sin embargo, suficientes para damostrarque el 
proyecto del poder ejecutivo, aunque muy atinado 
en cuanto á quitar á los jueces de instrucción las 
facultades de proveer por sí solos á los sobresei- 
mientos ó á la ampliación de la instrucción, será 
impracticable si á la vez no se reforma el procedi- 
miento con relación á los casos en que debe inter- 
venir el juez de instrucción, aumentándoselos del 
ministerio público, con un aumento proporcional 
en el número de los funcionarios del mismo, y con- 
tinuará presentando serias pruebas de que se cum- 
plan las formalidades legales establecidas para los 
trámites actuales del proceso penal. Lo que digo de 
la justicia del crimen puede ala vez aplicarse á la 
justicia en lo correccional. 

En las Bases expuestas en el prefacio de este 
libro sostengo la necesidad de un tribunal cole- 
giado de acusación y sobreseimiento, que podrían 
constituirlo los mismos jueces que intervendrían 
individualmente en la preparación del sumario ; 
pero que por muchas razones no deben ser los mis- 
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mos que fallen las causas en definitiva y sin recur- 
so de apelación en cuanto á los hechos, punto este 
último en que mis Bases coinciden con el proyecto 
referido. 



CAPÍTULO XI 



CÓMO CONCIBO LA ORGANIZACIÓN 



1. Tribunal de primera instancia : instrucción, prisión pre. 
ventiva, libertad bajo fianza, sobreseimiento, acusación. — 
2. Tribunal de juicio y sentencia: necesidad de constituirlo 
con todas las garantías de una buena justicia. — 3. Recurso 
de inaplicabilidad; antecedentes, justificación.— 4. Si debe 
limitarse á las violaciones de la ley de fondo, y cuándo. — 
5. Tribunal para el recurso : una sección del Superior Tribu- 
nal de Justicia. — 6. Separación de las cuestiones de hecho 
y de derecho. — 7. El ministerio público, como parte or- 
gánica de la administración de justicia. Sus funciones. — 
8. Institución de aspirantes al ministerio público y la judi- 
catura. — 9. Personal requerido por esta organización . 



1. He dicho que la organización y el procedi- 
miento judicial presentan entre sí tan íntimas 
vinculaciones que es imposible tratar del uno sin 
tener en todo momento en consideración el otro. 

Por eso he debido comprender en este trabajo 
la organización y el procedimiento penal, aunque 
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sea tocando sobre este último sólo las cuestiones 
de más trascendencia en sus relaciones con la or- 
ganización. 

Es tiempo ya de que formule mis conclusiones 
sobre una y otra materia, expresando en este capí- 
tulo la forma en que estimo que debe organizarse 
la administración de justicia en lo criminal, y en 
el siguiente mi concepción de las formas del pro- 
cedimiento, guardando consecuencia con las doc- 
trinas expuestas en los capítulos precedentes . 

Convencido de la superioridad de los tribunales 
colegiados, sobre los tribunales individuales en que 
se libra demasiado á la discreción de un hombre 
solo, pienso que todos los juzgados de primera 
instancia, sea de instrucción, del crimen ó de lo 
correccional que hoy existen, deben suprimirse, 
estableciéndose un tribunal de primera en lo 
criminal, que puede constituirse con cinco miem- 
bros y cuyo número podría aumentarse á medida 
que lo requiriesen las necesidades del servicio pú- 
blico . 

Los jueces de este tribunal podrían proceder 
individualmente en la substanciación de los suma- 
rios, llegando á tener así funciones de jueces de 
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instrucción, como lo propone el proyecto del po- 
der ejecutivo. Pero la competencia de estos jueces, 
individualmente, debe tener mayores limitacio- 
nes que las que el proyecto les impone. Por el 
articulo 312 de este último, los jueces del crimen 
se reunirán en cámara de plenario y de sentencia 
tres días á la semana por lo menos, y les corres- 
ponderá : aprobar ó desechar los sobreseimientos 
decretados por el juez del crimen; ordenar en su 
caso la ampliación del sumario. 

Al juez que ha intervenido en la instrucción no 
se le debe dejar la facultad de sobreseer, aunque 
sea con la consulta ó aprobación de la cámara de 
plenario y sentencia que el proyecto establece. El 
sobreseimiento debe dictarse directamente por el 
tribunal, y todavía se puede discutir si se permi- 
tirá al juez que ha instruido, formar parte de la 
cámara ó emitir opiniones en los casos en que él 
instruye . 

Pero es á otras limitaciones más que debe ajus- 
tarse su competencia. Los autos de prisión, es 
decir, los que convierten la detención en prisión 
preventiva, y determinan una situación de la ma- 
yor gravedad respecto del procesado, no deben ser 
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tampoco dictados por el juez que instruye, según 
razones apuntadas en otro sitio, entrólas cuales no 
se debe olvidar como una de la mayor importan- 
cia, la prevención de ánimo que fácilmente se 
apodera del juez que persigue un delito y se siente 
involuntariamente inclinado á encontrar un de- 
lincuente. El auto de prisión importa un pronun- 
ciamiento en el sentido de haber lugar á la acusa- 
ción, y está demás repetir cuánta trascendencia 
tiene una resolución de donde se sigue todo el mal, 
llamado necesario, de la prisión preventiva que no 
tiene jamás una reparación efectiva cuando ha 
sido injusta. 

El tribunal debería tener además competencia 
para resolver sobre la libertad provisoria y la cau- 
ción, así como también sobre todos los incidentes 
que ocurriesen en la substanciación del proceso, en 
tantos casos que hoy son inapelables. 

Con arreglo á lo establecido en el capítulo de la 
justicia en lo correccional, el tribunal de primera 
instancia á que me refiero lo sería en todo proceso 
sobre delito, reservándose la competencia correc- 
cional para las faltas y contravenciones munici- 
pales y de policía. 
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Terminado el sumario y no habiendo lugar al 
sobreseimiento, es á este tribunal, únicamente, al 
que correspondería remitir la causa al tribunal de 
plenario, ó sea al tribunal de juicio y sentencia. 

2. El tribunal de juicio y sentencia se debería 
componer de cinco jueces distintos y de 'distinto 
grado que los jueces de tribunal de acusación. 
Aplaudo el proyecto del poder ejecutivo en cuan- 
to entrega la sentencia á un tribunal colegiado y 
suprime la apelación respecto de los hechos. Pero, 
con las conclusiones que ofrece la estadística^ me 
parece suficientemente demostrado que los jueces 
no podrán consagrar á la decisión definitiva el es- 
tudio necesario, cuando tendrán que atender por 
si mismos á la tramitación y formación de los su- 
marios. Pero aun cuando se modificara la inter- 
vención del juez de instrucción en los sumarios, 
como lo he propuesto, y se limitara únicamente á 
los casos que presentan probabilidades de ser fa- 
llados, aun en ese caso no es prudente entregar 
el fallo definitivo sobre la culpabilidad ó inculpa- 
bilidad á un tribunal cuyos jueces, llegando á ser 
todos ellos en realidad jueces de instrucción, no 
ofrecerían las positivas garantías de imparcialidad 
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que se busca cuando se habla de s^arar el juez 
de la ¡nstrución y el juez del fallo. Por otra par- 
te, si la reforma no viniese acompañada de la 
del procedimiento, las escasas garantías que hoy 
existen habrían desaparecido y en realidad ha- 
bríamos empeorado mucho. Una de las sospe- 
chas que con alguna frecuencia recaen sobre los 
tribunales colegiados que proceden en la reserva 
de su despacho al examen de las causas, es la de 
que no siempre actúan como tribunal colegiado, 
sino que distribuyen el trabajo y fallan individual- 
mente, prestándose recíproca confianza. No pue- 
do pensar que esto pase del límite de una sospe- 
cha infundada, tratándose como se trata de tribu 
nales superiores que no tienen otra función sino la 

de resolver colegiadamente. Pero se deberá cui- 
dar de que esa sospecha no se realice en un tribu- 
nal de las condiciones especiales en que lo crea el 
proyecto del poder ejecutivo. 

El tribunal de cinco jueces, que también po- 
dría aumentarse con otros á medida que lo requi- 
riese el número de causas, podría resolver con só- 
lo tres de sus miembros cuando se tratase de de- 
litos muy leves, que podrían ser especificados en 
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la ley determinándolos por su calificación, no por 
la medida de la pena, siempre que esto fuese posi- 
ble, aunque es preferible no establecer ninguna 
distinción sobre este particular. Pero lo que de 
todas maneras será grave, es reservar el tribunal 
de cinco, entre los cuales se encontrará el juez 
que ha dirigido la instrucción, para el solo caso 
de que prima facie aparezca que puede impo- 
nerse pena de muerte ó por tiempo indetermina- 
do . Hay delitos con otras penas aun graves en 
que la conciencia pública no quedará satisfecha 
con el fallo definitivo que den sobre los hechos y 
sin apelación, tres jueces que deberán resolver en 
los intervalos que les deje libres la atención que 
deberán prestar á los sumarios.. Si bien la apela- 
ción, en cuanto á los hechos, debe suprimirse como 
acertadamente lo establece el proyecto, no debe 
ser sin procurar todas las garantías y seguridades 
que conduzcan á una mejor administración de jus- 
ticia. No podemos subordinarlo todo al interés de 
perseguir y condenar á los delincuentes, abre- 
viando los trámites: hay un interés superior, y 
es el de garantizar á todos los habitantes el res- 
peto por su libertad, su honor y sus bienes, de 
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que no deben ser privados en ningún caso en que 
sean inocentes; y es sabido cómo es difícil muchas 
veces comprobar ciertamente la culpabilidad, y á 
qué lamentables errores ha conducido una justi- 
cia fácil en condenar sin muchos trámites. La hu- 
manidad ha adelantado felizmente lo necesario, 
con la dolorosa experiencia de los siglos pasados, 
para que no sea necesario en este momento de- 
mostrar la conveniencia de que haya una justicia 
que dé suficientes garantías á la inocencia. 

3. Fallado el proceso en el tribunal de juicio y 
sentencia, no habría otro recurso que el de nulidad 
por violación de las formas substanciales, ó inapli- 
cabilidad de ley. 

Así lo establece también el proyecto del poder 
ejecutivo. 

En el articulo 316 dispone que contra las sen- 
tencias del plenario, no habrá más recurso que el 
de inaplicabilidad de ley y nulidad por violación 
de las solemnidades y formas esenciales de los ac- 
tos ó procedimientos. 

Los recursos sobre inaplicabilidad de ley no son 
nuevos en nuestra legislación. Son indispensa- 
bles en el juicio por jurados, en que éstos se pro- 
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nuncian una sola vez y sin apelación sobre los he- 
chos, y en que es útil reservar aun segundo juicio 
la decisión suprema sobre el derecho, asi como el 
juicio sobre la validez de los procedimientos. Son 
en este sentido una preparación para el estableci- 
miento del jurado, si se insistiera en ello; y, con 
jirescindencia del mismo, son una garantía de la 
buena aplicación del derecho. 

En este sentido fueron por primera vez estable- 
cidos por la constitución de la provincia de Bue- 
nos Aires, de 1873, obra de nuestros más eminen- 
tes hombres públicos, en la que se han declarado 
los principios más justos y liberales, y cuyos defec- 
tos, por los cuales se pide hoy la reforma, no de- 
penden déla constitución misma, sino de la falta 
de educación cívica del pueblo á que está desti- 
nada. 

En consecuencia de la constitución, el<5ódigo 
de procedimientos reglamentó el recurso, en su 
título VI, de cuyas disposiciones hace uso el pro- 
yecto del poder ejecutivo. 

4. Debo adelantar respecto de esta materia al- 
guna observación que puede ser útil. Parece 
intención del proyecto la de concluir definiti- 
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vamente sobre la prueba de los hechos con el 
fallo de la cámara del crimen ; pero la admisión de 
los recursos por inaplicabilidad de ley puede abrir 
la misma puerta que se intenta cerrar si no se es- 
tablecen reglas de procedimiento que, dando su- 
ficientes garantías de que el tribunal falle con jus- 
ticia el proceso en cuanto á los hechos, permitan 
limitar el recurso sóloá la aplicabilidad de la ley 
de fondo. Si rige en nuestro procedimiento el sis- 
tema de las pruebas legales, no puede dictarse un 
fallo definitivo en cuanto á los hechos sin aplicar 
al casólas leyes que rigen la prueba. Aun tratán- 
dose de la prueba testimonial, la ley dice que las 
declaraciones de testigos serán apreciadas según 
las reglas de la sana critica, y será procedente to- 
do recurso contra un proceso en que se haya apre- 
ciado la prueba testimonial, porque será siempre 
posible discutir si el tribunal que ha dictado la 
sentencia ha observado ó nó las reglas de la sana 
critica, como lo manda el artículo 305 del código 
de procedimientos. No habrá, pues, proceso que 
no pueda llevarse, si se quiere llevar, hasta el tri- 
bunal que haya de pronunciarse sobre la inaplica- 
bilidad de la lev. 
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En la larga jurisprudencia que sobre esta mate- 
ria se registra eñ los fallos de la Suprema Corte de 
justicia de la provincia de Buenos Aires, se pue- 
de encontrar el más completo estudio sobre este 
recurso. El convencimiento de que con el sistema 
<ie las penas legales todo proceso es susceptible 
lógicamente de ser recurrido por inaplicabilidad 
(sin duda por que se ha creído conveniente evitar 
el recargo de las tareas de la Suprema Corte) ha 
conducido á la adopción del artículo 493 del có- 
digo de procedimientos de aquella provincia, que 
elimina los recursos de inaplicabilidad cuando se 
trata de sentencias absolutorias ó de confirmato- 
rias que impongan pena inferior á tres años de 
prisión. 

El sistema de las pruebas del convencimiento 
moral es el único que puede reducir el recurso de 
aplicabilidád á las sentencias en cuanto á la califi- 
cación del hecho y en cuanto á la pena impuesta. 

5. De acuerdo con lo expresado en el capítulo 
IX en que propongo la supresión de la cámara de 
apelación y su reemplazo por un tribunal superior 
de justicia, el conocimiento de los recursos de ina- 
plicabilidad y de nulidad por violación de las for- 
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mas de procedimiento deben reservarse para una 
sección de ese superior tribunal, á la que co- 
rrespondería también resolver sobre el recurso de 
revisión que autoriza el artículo 551 del código de 
procedimientos. 

Debo salvar en este punto una aparente incon- 
secuencia con las bases que sirven de prefacio : 
ellas están formuladas en el sentido de que no se 
llegara á establecer un tribunal superior de jus- 
ticia y se mantuviese dividida esta administración 
en cámaras como en la actualidad. 

6 . La naturaleza especial del recurso de que se 
trata, trae aparejada una forma más rigurosamente 
lógica y científica para el fallo de los procesos. 
Efectivamente, si se tiende á que los recursos se 
limiten á la resolución del derecho y se deje al tri- 
bunal de primera instancia el fallo definitivo so- 
bre los hechos, será necesario que desde la primera 
instancia comience la estricta separación del hecho 
y del derecho, proponiéndose en todo caso á la 
votación del tribunal separadamente las distintas 
cuestiones de hecho y de derecho. Aun tratándose 
del juicio por jurados, donde éstos deben pronun- 
ciarse con prescindencia ó ignorancia completa de 
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la ley, la separación de las cuestiones encomenda- 
da al presidente del jurado, requiere un estudio 
serio y una práctica no comunes. Es, en efecto, al- 
gunas veces difícil establecer una separación ó in- 
dependencia completa entre el hecho y el derecho. 
Es indispensable tener el mayor cuidado de que 
unas cuestiones no queden comprendidas ó invo- 
lucradas en las otras. No es posible plantear úni- 
camente la óuestión de la culpabilidad, que tiene 
que referirse á diversas condiciones jurídicas, en 
una sola cuestión. El artículo 337 del código de 
instrucción criminal en Francia parecía estable- 
cer que podía proponerse al jurado una sola cues- 
tión, y ésta relativa á la culpabilidad ; pero la ley 
de 13 de marzo de 1836 estableció que el jurado 
tendrá que votar sobre el hecho principal primero, 
y si á ello hubiere lugar sobre cada una de las 
circunstancias agravantes, sobre cada uno de los 
hechos de excusa legal, y sobre la cuestión de 
discernimiento, que el jefe del jurado estará obli- 
gadp á plantear cuantas veces haya sido recono- 
cida su culpabilidad. 

Estas formas de proposición de cuestiones no 
bastarían en nuestro derecho, en que lascondicio- 



nes de ta a^avación del delito, de la atenuación 
ó del discernimiento no son deferidas á la aprecia- 
ción individual sino que corresponden á circuns- 
tancias de hecho taxativamenteenumeradas; pero 
no creo que sea absolutamente imposible la sepa- 
ración de ias cuestiones. La ley penal no hace otra 
cosa sino determinar distintas circunstancias de 
hecho á las que atribuye consecuencias, circuns- 
tancias y penas diversas. Loque los jueces debe- 
rán cuidar en cada caso será el análisis más per- 
fecto de los elementos que constituyen la defini- 
ción del delito y los de cada una de las circunstan- 
cias que tienen influencia ó modificación sobre la 
f>ena. 

Existe sobre esta materia una abundantísima ' 
doctrina, de cuya exposición in extenso no pue- 
do ocuparme en este libro. Todo lo que se ha 
escrito sobre recurso de casación es aplicable á 
los recursos de inapücabilidad, pues la diferencia 
más resaltante con aquél consiste en que en el 
segundo de dichos recursos, cuando el tribunal ha 
declarado haberse violado ó haberse aplicado falsa 
ó erróneamente una ley, dicta la resolución del 
proceso con arreglo á la ley que declara aplicable, 
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mientras que los de casación están limitados á 
anulaí la sentencia dictada en contra de la ley, 
remitiéndola á otro tribunal. 

7. Como complemento y parte orgánica de la 
administración de justicia concibo el ministerio 
público, y no como dependencia del poder ejecu- 
tivo, por las razohes que expuse en el capitulo res- 
pectivo. Prescindiendo de esto, creo en lo demás 
muy adecuadas y convenientes las declaraciones 
que contiene el proyecto, á las que he agregado 
las de jerarquía y disciplina del fiscal respecto de 
los agentes fiscales, de conformidad con la ley es- 
pañola que citó en su oportunidad. 

Concibo asimismo, por motivos expuestos en 
distintos capítulos, que se extiendan las funciones 
del ministerio público á todos aquellos casos de 
mera investigación, y mientras no sea necesario 
proceder contra determinada persona. Esto haría 
indispensable dos cosas: poner en esta materia la 
policía subordinada á las órdenes de los agentes 
fiscales, como lo está hoy á las del juez de instruc- 
ción, teniendo su despacho en la misma policía, y 
en segundo lugar aumentar el número de los agen- 
tes fiscales para que pudiesen satisfacer las nece- 
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sidades de esta ampliación de sus obligaciones. 

8. Para dar al personal del ministerio público 
una importante ayuda y preparar á la vez el per- 
sonal para llenar los puestos futuros, conviene 
establecer una institución análoga á la que existe 
en España sobre aspirantes á la judicatura y mi- 
nisterio fiscal. Después de establecidas las condi- 
ciones de ingreso al cuerpo de aspirantes, el articu- 
lo 37 de la ley adicional orgánica española dispone 
que los aspirantes que residieren en las capitales 
de los respectivos colegios prestarán los servicios 
que los presidentes yfiscales les encomienden au- 
xiliando á los abogados y secretarios, y sustitu- 
yéndolos en caso necesario. 

Sería esta institución entre nosotros una buena 
escuela de práctica útil, y no ocurriría loque hoy 
sucede, que recae un nonibramiento en persona 
que no ha tenido nunca conocimiento y experien- 
cia de la materia penal, y si es que, en casos ex- 
cepcionales, esto no es un inconveniente para los 
dotados de intensa inteligencia que todo lo domi- 
nan, no ocurre lo mismo en la mayor parte de los 
casos. Tendría además la ventaja de que antes de 
efectuarse los nombramientos, habrían sido va 
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experimentadas las aptitudes de los que debían 
ser nombrados, lo que no deja de ser una ventaja 
tratándose de la administración. 

9. En cuanto al personal que se requeriría para 
la organización de los tribunales que dejo expues- 
ta, no sería más numeroso ni la organización sería 
más costosa que la proyectada. Según el poder eje- 
cutivo, habrá tres tribunales de cinco jueces, ó sea 
quince magistrados. Enelproyecto, la organización 
que concibo, habría dos tribunales de cinco jueces, 
y bastaría agregar tres ó cuatro más á la proyecta- 
da cámara de apelaciones de siete miembros para 
constituir el superior tribunal en que hubiese 
una sección páralos recursos en lo criminal, que 
serían muy limitados si se adoptara el sistema de 
la prueba por convencimiento moral. En cuanto 
al ministerio fiscal podrá agregarse dos agentes 
fiscales, y organizar en seguida el cuerpo de aspi- 
rantes con un número limitado de los mismos. 
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CAPÍTULO XII 



CÓMO CONCIBO EL PROCEDIMIENTO 



1. Reemplazo del juez de instrucción por el agente fiscal.— 
2. Cuándo y c«5mo debe intervenir el primero. — 3. Interven- 
ción del tribunal de acusación. — 4. Intervención del tribu- 
nal de juicio y sentencia. Formalidades del juicio oral. — 5. 
Deliberación y sentencia. 

1. Con todo lo expuesto, decir ahora cómo con- 
cibo el procedimiento, es incurrir en el riesgo de 
repeticiones superfinas, ó aparecer dudando de que 
el lector pueda sacar por si mismo la conclusión de 
las premisas establecidas. Lo comprendo así, y 
anticipo la crítica ; pero me quedaría el temor de 
no haberme expresado bien, si no trazara en pocas 
páginas el desarrollo del proceso penal como lo 
concibo. 

Supuesto un delito y el conocimiento que de él 
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tiene la autoridad, por cualquiera de los modos 
expresados en el código de procedimientos, la 
|)<)licía y el ageute fiscal deberán proceder en la 
misma forma en que lo hacen hoy la policía y el 
juez de instrucción. El representante del minis- 
terio público reemplazará á este último en las fun- 
ciones previas que hoy desempeña. 

Mientras no sea necesario proceder contra de- 
terminada persona, como lo he dicho en otro si- 
tio, no se dará conocimiento ni intervención al 
tribunal : se informará de todo al fiscal del cri- 
men. 

2. Si se procede á la detención de una persona, 
ni la policía ni el agente fiscal podrán por moti- 
vo alguno dejar transcurrir veinte y cuatro horas 
sin poner al detenido á disposición del tribunal. 
Toda demora en este sentido será considerada sin 
admitirse excusa, como delito de abuso de autori- 
dad, con arreglo al artículo 243, inciso 2**, del códi- 
go penal. El alcaide ó empleado de la cárcel de 
detención incurrirá en la pena del inciso 7** del 
artículo citado. 

Recibidos por el presidente del tribunal ó por el 
juez del mismo que se hallare entumo, ó por cual- 
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quier otro juez que se hallare en el despactio, sin 
distinción de competencia, siendo miembro del 
tribunal de instrucción y acusación, el detenido y 
el sumario, deberá proveer inmediatamente, ó á 
más tardar dentro de las veinte y cuatro horas, 
confirmando la detención si hallare mérito para 
ello, ó decretando la libertad, que se comunicará 
directamente á la persona en cuyo poder inmedia- 
to se encontrare el detenido. 

En caso de hallarse mérito para mantener la de- 
tención, el juez qué la decretare deberá, dentro de 
veinte y cuatro horas, recibir declaración al dete- 
nido y consultar la detención con otros dos jueces 
del tribunal, quienes, en caso de aprobación, sus- 
cribirán el decreto de detención, y en caso de dis- 
conformidad ordenarán la inmediata libertad del 
detenido. 

La entrega del detenido y del sumario al juez 
de instrucción, no impedirá que el fiscal continúe 
las diligencias de investigación, practique nuevas 
detenciones con la inmediata entrega del detenido 
al juez de instrucción, y reciba declaraciones que 
comunicará originales al mismo, reservándose 
copia ó extendiéndolas en doble ejemplar. 
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Antes de toda declaración de un detenido se le 
hará saber que puede toniarse el tiempo que soli- 
cite para nombrar un defensor que le asista en la 
declaración. En ningún cWo la incomunicación 
que se decretare regirá para el defensor. 

Recibida la declaración del detenido, ó renun- 
ciada por éste ó su defensor^ se pondrá el sumario 
á disposición de este último en secretaria, para 
que tome los apuntes y notas que desee. A ningu- 
na otr^v persona que no sean el defensor ó el pro- 
cesado podrá comunicarse ni darse noticia alguna 
de un proceso, bajo las penas correspondientes á la 
revelación de secretos. 

El juez no podrá decretar ninguna medida de 
investigación ó de prueba que no sea solicitada 
por el ministerio público, ó por el procesado ó su 
defensor. Solamente el tribunal podrá decretarlas 
para mejor proveer cuando tenga que pronunciar- 
se sobre la prisión preventiva. 

Para convertir la detención en prisión preven- 
tiva, el juez no tiene hoy término alguno. 

3. Dentro de las cuarenta y ocho horas de con- 
firmada la detención por los jueces consultados 
por el de instrucción, el tribunal, compuesto por el 
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presidente, uno de los jueces que confirmó la de- 
tención y otro de los que no intervinieron en ella, 
verá el sumario y dictará auto fundado de prisión 
preventiva ó decretará la libertad, sin pronun- 
ciamiento en cuanto á la culpabilidad. En el mis- 
mo auto en caso de mantenerse la prisión preven- 
tiva, se fijará el término que debe durar el sumario, 
según la importancia y naturaleza del delito de que 
se trate. Este término no podrá exceder de treinta 
días, salvo el caso de término extraordinario, ó de 
que el procesado ó su defensor soliciten la pró- 
rroga. 

Concluido el sumario, siempre con los autos á 
disposición de las partes en secretaria, dentro del 
quinto día se dará audiencia al defensor y al re- 
presentante del ministerio público, en juicio oral, 
permitiéndoseles entregar en el acto sus conclu- 
siones por escrito. El juicio se celebrará con la 
parte que concurra, y si ninguna de ellas asistiere, 
el tribunal se encontrará inmediatamente habili- 
tado y deberá dictar auto declarando que hay lu- 
gar á la acusación, según los méritos que expre- 
sará, ó sobreseyendo definitivamente respecto de 
todas las personas que no deben ser acusadas, y 
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que por cualquier circunstancia hubieren sido pre- 
sas ó detenidas durante la instrucción. 

4. Recibido el proceso por el tribunal de juicio 
y sentencia, el presidente dictará auto intiniando 
á las partes que dentro de cinco días presenten por 
escrito sus conclusiones y ofrezcan todas las prue- 
bas de que intentaren valerse en el juicio. En el 
mismo escrito podrán solicitar prórroga para ofre- 
cer mayores pruebas, la que se acordará por un 
término que no exceda de quince dias, salvo casos 
de extraordinaria gravedad, en que, por auto del 
tribunal, podrá acordarse un término mayor. 

Ofrecidas las pruebas^ el presidente ordenará 
la comparencia de todos los testigos ofrecidos, 
tomando todas las disposiciones para que sean 
compelidos á asistir sin falta alguna á la audiencia 
designada para el juicio. 

Presentes las partes, los testigos, los peritos 
que hubiesen intervenido en el sumario y los que 
se hubiese ofrecido, el presidente abrirá la audien- 
cia con el interrogatorio de testigos y de peri- 
tos. Cualquiera de los miembros del tribunal 
podrá dirigir cualquiera pregunta que estime con- 
ducente á cualquiera de los testigos ó peritos, 
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acusador ó acusado. Los abogados de la acusa- 
ción y de la defensa, el acusador y el acusado 
podrán solicitar del presidente que formule cual- 
quiera interrogación. Se acordará la más amplia 
libertad á la acusación y á la defensa, en cuanto á 
las pruebas, de las que los miembros del tribunal 
tomarán individualmente las notas que crean ne- 
cesajinas. Concluida la prueba se acordará la pala- 
bra al acusador y se permitirá en seguida la réplica 
al abogado del acusado. No se podrá usar de la 
palabra por segunda vez sino para rectificaciones. 
El último á quien se acordará la palabra será el 
procesado mismo . 

5. Terminado el debate, el tribunal se retirará 
á deliberar, sin levantar la audiencia. Durante la 
deliberación ningún miembro del tribunal podrá 
abandonar el recinto ni comunicarse con ninguna 
persona ó recibir comunicaciones del exterior. 
Podrán ser llamados ala sala de deliberaciones los 
abogados de la acusación y de la defensa, debien- 
do serlo conjuntamente si los dos se hallaren en el 
recinto, para pedírseles cualquiera explicación. 
Tomada la deliberación, sin interrupción alguna 
del acto, volverá el tribunal á la sala de audiencia, 
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y su presidente pronunciará el veredicto respecto 
de los hechos declarándola culpabilidad ó inculpa- 
bilidad, y en su caso las circunstancias atenuantes 
ó agravantes. Podrá en el mismo acto declarar la 

pena impuesta. La sentencia deberá ser redactada 
y firmada dentro del quinto día. 

Para facilitar la resolución sobre las cuestiones 
de hecho, convendrá que el tribunal pida á los 
abogados la lista de las cuestiones que entiendan 
procedentes, evitándose asi todo defecto por 
omisión de las que fueren necesarias. 

Los recursos de nulidad ó inaplicabilidad po- 
drán deducirse en el mismo acto de la audiencia 
ó hasta cinco días después de notificada la sen- 
tencia. 

La tramitación del recurso es de fácil regla- 
mentación; no es menester que me detenga en ella. 

Se comprende que no intento en estas líneas 
generales trazar el código de procedimientos-, sino 
dar un indicio de la manera en que concibo el 
proceso penal. Por la misma razón no debe tener- 
se por definitiva ninguna de las conclusiones de 
detalle que acabo de expresar, y no me detengo á 
formular otras. 



CAPÍTULO. XIII 



EL QUERELLANTE PARTICULAR 

1. La iutervenciÓD del damniflcadío, según el código de pro- 
cedimientos. ^ 2. Réplica á los fundamentos de la dispo- 
sición. — 3. Algunos datos de estadística. — 4. Ejemplo de 
abandono de la acción pública, con intervendón de quere- 
llante particular. — 5. Actitud inexplicable del juez y del 
agente ñscal. — 6. Ejemplo de abandono de la acción pú- 
blica por dos agentes fiscales y el juez del crimen, no obs- 
tante la intervención del querellante. — 7. No puede admi- 
tirse la coexistencia de dos acusadores en un juicio, por una 
misma acción. —8. Sistema del código uruguayo, y críti- 
ca del sistema ecléctico del nuestro. — 9. La intervención 
del damnificado en interés de la indemnización . 

!• ¿Y el querellante particular? 

De intento he guardado silencio hasta ahora 
sobre la complicada cuestión de saber qué inter- 
vención se debe dar en el juicio al damnificado 
por un delito, ó si se debe darle alguna. 

El código de procedimientos la ha resuelto en 
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el sentido que expresa el articulo 170 : « la perso- 
na particularmente ofendida por un delito, podrá 
asumir el rol de parte querellante, y promover en 
tal carácter el juicio criminal. El mismo derecho 
tienen los representantes legales de los incapaces 
por los delitos cometidos en las personas ó bienes 
de sus representados » . 

Las razones con que el distinguido autor del 
proyecto de código fundó este sistema, están ex- 
presadas en su nota de presentación del proyecto: 
« La acción penal en nuestra legislación, tratán- 
dose de delitos públicos, puede ser ejercitada por 
cualquiera persona. Este sistema, que nuestro de- 
recho aceptó de la legislación romana, rige todavía 
en algunos paises. En otros no sólo se acuerda á 
cualquiera del pueblo el derecho de acusar, sino 
que se niega á los mismos particulares damnifica- 
dos, reservándose sólo su ejercicio á los funciona- 
rios del ministerio público. Hemos creído deber 
adoptar un sistema ecléctico que algunos estable- 
cen. En las disposiciones del proyecto queda 
proscripta la acción popular, pero se reconoce en la 
parte ofendida ó en sus representantes legales el 
derecho de querellarse contra los delincuentes, ó 
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de constituirse parte en el juicio criminal inicia- 
do por el ministerio público. No es posible, en mi 
concepto, desconocer en la persona damnificada el 
derecho de velar por el castigo del culpable, y 
tanto más cuanto que el resultado del juicio cri- 
minal tiene una influencia decisiva respecto de 
la sacciones criminales que nacen del delito ». 

2. Estas dos razones son de fácil respuesta : el 
derecho de velar por el castigo del culpable no tie- 
ne fundamento sólido ; seria menester en primer 
lugar demostrar la existencia de ese derecho, 
no siendo suficiente decir que no se le puede des- 
conocer, cuando las naciones que más han. hecho 
por estudiar el perfeccionamiento del proceso penal 
se lo desconocen abiertamente en sus leyes, por lo 
menos en cuanto á acordar al damnificado el ejer- 
cicio de la acción pública. Si entendemos en de- 
recho que el interés es la medida de las acciones, y 
acudimos á examinar cuál es el interés que mueve 
al querellante particular en los delitos de acción 
pública, independientemente de la reparación de los 
daños, no encontramos otro sino el de la venganza 
personal. ¿ Podemos y debemos admitir las satis- 
facciones de la venganza personal como criterio 
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para acordar la acción penal al damnificado por 
un delito? El criterio moral es movedizo como los 
médanos, y lo que en una época es aceptado por 
el sentido general de un pueblo, en otra es re- 
pugnado por el mismo. La venganza personal pue- 
de ser el criterio que domine en una época, y la 
fuerza del Estado ponerse al servicio de las pasio- 
nes del interés privado que anhela venganza. Pero 
el criterio ó los criterios de nuestra época son 
otros, principalmente el de la justicia, el de la de- 
fensa social, y si se quiere también el de la ven- 
ganza social ; nunca el de la venganza privada. 

El verdadero interés se reconoce en el segundo 
fundamento : el resultado del juicio criminal tie- 
ne una decisiva influencia respecto de las accio- 
nes civiles que nacen del delito. Pero á esto se 

puede atender y se atiende sin necesidad de cons- 
tituir en acusadora quien no debe serlo, y sobre 
este particular veremos en seguida lo que puede 
hacerse. 

3 . Entre tanto, respecto del interés de velar por 
el proceso, los escasísimos datos estadísticos que 
poseo, y de que he dado cuenta en el capítulo X 
son suficientes para demostrar que no domina el 
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interés de la parte damnificada de perseguir al 
autor del daño en la jurisdicción criminal. 

En las 1220 causas iniciadas en la secretaria del 
doctor Mercado, solamente 95 lo fueron por que- 
rella de parte. 

Si se recuerda que hay delitos de acción priva- 
da, que sólo por querella de parte pueden iniciar- 
se, y que de ellos no se trata en este momento, 
la intervención de la parte damnificada queda to- 
davía reducida á una proporción mucho menor : 
en los mismos datos transcriptos en el capítulo 
citado aparece que los 51 sobreseimientos definiti- 
vos que terminaron aquellas causas, 29 fueron por 
desistimiento de parte de querellas, casi todas de 
adulterio, es decir en delito de acción privada. 
¿ Cuántas otras anunciadas por adulterio no fue- 
ron desistidas? No lo se; pero no sería aventurado 
rebajar de las 93 causas 25 como de acción exclu- 
sivamente privada, que no deben entrar en cues- 
tión. Serían entonces únicamente 68 las causas 
iniciadas de querella de parte, entre 1220, lo que 
revela que aun cuando el ministerio público no tie- 
ne organización ni cuenta con la confianza de la 
opinión, el querellante particular no aparece en 
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los procesos para velar por la aplicación de la pena. 
De los 68 procesos que suponemos iniciados por 
querella particular en delito de acción pública, ter- 
minaron por sobreseimiento definitivo 31, y por 
sobreseimiento provisorio 14, es decir que las dos 
terceras partes fueron iniciadas injustamente, ó 
sin pruebas suficientes, ó sucedió lo que con mu- 
cha frecuencia se dice y se presume: el querellan- 
te, obtenido su propósito de lograr un interés dis- 
tinto de la aplicación de la pena, ha contribuido 
con sus propios actos á salvar ásu acusado. 

4. Como un espécimen de querellas privadas 
en que la parte querellante coopera en seguida á 
terminar el proceso, sin mayor perjuicio para el 
querellado, he conservado dos recortes de La Na- 
ción del 3 y 4 de noviembre de 1898, que á conti- 
nuación transcribo : Dice el primero : 

« El robo al nuevo Banco Italiano. Así son al- 
gunas denuncias que se hacen. ' 

((Un empleado de ese banco fue acusado de de- 
defraudación á ese establecimiento, por la suma 
de 14.000 pesos. 

« Se creía que el robo tuviera mayores proyec- 
ciones. 
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« En nuestra reserva habitual, no quisimos pu- 
blicar el nombre del empleado. 

« Ayer, el Banco se presenta desistiendo de su 
querella, por resultar que no existe tal defrauda- 

ción sino un error de contabilidad en los libros. 

« El empleado fué ayer mismo puesto en li- 
bertad; ha sufrido injustamente prisión, incomu- 
nicaciones » etc. » 

Se lee en el segundo : 

« Buenos Aires, noviembre^ de 1898. 

■ < 

i 

(( Señor director de La Nación. 

Presente. 

(( Muy señor mío : 

(( Por toda aclaración á la noticia que, refe- 
rente á la denuncia formulada por el Nuevo Ban- 
co Italiano, se inserta en el número déHíi fecha de 
su diario, ruégole quiera publicar el escrito adjun- 
to, que es el presentando al señor juez de instruc- 
cíon. 

(( Saluda muy atentamente al señor director. 

« Por el Nuevo Banco Italiano. 

(( D. C, 

« Presidente. 

15 
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« Buenos Aires, 2 de noviembre de 1898. 

« Señor Juejs de Instrucción : 

« C. B., en mi carácter de gerente del Nuevo 
Banco Italiano, constituyendo domicilio en la 
calle..., en el sumario que se ha iniciado contra 
don L. R. á consecuencia de la denuncia de de- 
fraudación hecha por mi, á V. S. digo : 

« Que por explicaciones dadas por el señor R. 
por intermedio de su letrado, al doctor A., así 
como por documentos exhibidos, el Banco ha prac- 
ticado investigaciones que lo han llevado á evi- 
denciar que, si bienios actos del señor R. que mo- 
tivaron la denuncia, />/7/na /acre revestían los ca- 
racteres de delito, en el fondo no. han consistido 
sino en omisiones de contabilidad de su parte, en 
Jibros á su cargo ; y entonces, cumplo con venir á 
declararlo asi á la justicia, dado que el Banco ha 
sido reintegrado de las sumas por qué el señor R. 
resultaba deudor, y no tiene ahora, después de 
los esclarecimientos hechos, motivos para impu- 
tarle dolo ó fraude. 
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(( Quiera V. S. tener presente lo apuntado, á 
los fines que haya lugar. 



« Será justicia. 



« C. B., 

« Gerente. 



5. ¿ En qué condición aparecen la justicia y el 
ministerio público en este juicio? Del mismo es- 
crito presentado por el querellante resulta que no 
hubo solamente omisiones de contabilidad : hubo 
sumas que fueron reintegradas . La publicación 
del Gerente del Banco subraya la palabra ; pero 
aunque no estuviera subrayada en el escrito ori- 
ginal, ni el juez de instrucción ni el agente fiscal 
deben necesitar de subrayados para poner aten- 
ción en el escrito de las partes. Tratándose de un 
delito de acción pública, ni la instrucción pudo 
declararse cerrada, ni el agente fiscal pudo acon- 
sejar el sobreseimiento, si se le dio intervención, 
con la manifestación del damnificado de habér- 
sele devuelto las sumas que decía defraudadas. 
Si hubo reintegración de sumas, hubo sustrac- 
ción de sumas, y la justicia no podía cerrar los 
ojos ante la manifestación del querellante par- 
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ticular, que, satisfecho su único interés, no quería 
perseguir el delito imputado. La frecuencia de 
estos hechos es muy conocida; pero basta para 
muestra el ejemplo del caso citado, en que corres- 
pondería al juez y al agente fiscal explicar cuál es 
el criterio con que se mantienen fieles deposita- 
rios de la acción pública. 

6. Parecerá, sin embargo, fácil encontrar en 
esta última conclusión un argumento en contra de 
la tesis que sostengo de la exclusión del quere- 
llante particular; si es tan fácil que la acción pú- 
blica sea abandonada, la intervención del quere- 
llante particular será una garantía más, porque no 
siempre éste encontrará satisfecho su interés, y 
estimulará la acción de los funcionarios públicos. 
Esto es perfectamente cierto en la organización 
actual del ministerio público, y puedo presentar 
otro espécimen más terminante en el sentido de 
su comprobación. 

Es olro recorte de diario; un caso referido 
en un articula de El Tiempo ^ de fecha 17 de oc- 
tubre de 1898. Dice asi : 

(( Se trata de un empleado superior de una 
casa de comercio que comete una serie de hurtos, 
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robos ó defraudaciones. El damnificado acusa; las 
denuncias encuentran su más completa comproba- 
ción, y aparecen cómplices que podrían contar 
con empeños, recomendaciones, influencias ú otros 
medioB para eludir las responsabilidades del deli- 
to. El juez, asediado hasta el fastidio con empeños 
para atenuar la comprobación del delito, se man- 
tiene inflexible y lleva adelante la investigación 
por medio de un secretario inteligente y honesto. 
El juez da por terminado un laborioso sumario y 
lo pasa en vista al agente fiscal; pero este mal lla- 
mado representante de la acción pública, invoca 
una excusa inverosímil del acusado, para negar la 

existencia del delito y pedir el sobreseimiento de- 
finitivo de la causa. 

« Pero esto no es todo; el juez desestima la ex- 
cusa invocada por el agente fiscal, declarando que 
está plenamente probada la existencia del delito y 
manda pasar la causa al juez de sentencia. Los 
procesados apelan ; la cámara confirma la decla- 
ración del juez deinstrucción, y el proceso pasa al 
juzgado del crimen. Allí se remite la causa á otro 
agente fiscal, y aquí está gl colmo; este otro «acu- 
sador público» que encuentra en el proceso un 
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auto de juez que declara plenamente probado el 
delito, y una sentencia de la cámara qu^ confirma 
esa declaración, no halla mérito para acusar y re- 
produce el dictamen del otro agente fiscal ! 

« Si ese abandono completo de sus deberás, no 
es hijo de influencias extrañas á la justicia, con- 
vengamos en que se ie parece notablemente. 

« Los agentes fiscales que intervinieron en la 
causa, pueden decir hoy que su opinión ha triun- 
fado en primera instancia respecto de uno de los 
autores principales del hecho, á quien el juez del 
crimen absolvió, siguiendo el dictamen de los 
agentes fiscales, y agregando referencias inexactas 
de constancias de autos que no existían. 

(( Apelada esta sentencia por el querellante par- 
ticular, la causa pasó en vista al señor fiscal de las 
cámaras, que se ha expedido demostrando una 
vez más la existencia del delito^ y pidiendo la 
aplicación de la pena. » 

Este caso se presta á reflexiones muy desfavora- 
bles para la justicia. Es cierto que la ley da á los 
agentes fiscales independencia de opiniones ; pero 
¿pueden, á titulo de independencia de opiniones, 
llegar hasta cerrar los ojos en presencia de delitos 
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manifiestos, proclamando la inocencia de verdade- 
ros culpables? No; el ministerio público debe ser 
ejercido con altura y con espiritu de justicia ; no 
debe perseguir á inocentes satisfaciendo pasiones 
privadas ; pero el primero de los deberes que le 
impone la ley, es el de « promover la averigua- 
ción y enjuiciamiento de los delitos », y si en pre- 
sencia de un proceso que el juez de instrucción ha 
seguido con celo, el agente fiscal cree sinceramen- 
te que no hay delito, deben de ser muy poderosas 
las razones que motiven su juicio y debe expresar- 
las seriamente. 

Pero, si el primer agente fiscal que se expidió 
en el sumariapudo, con motivos muy serios, hacer 
la defensa del procesado ¿cómo se explica la 
actitud del segundo agente fiscal que encuentra 
en el proceso un auto de juez declarando el delito 
y una sentencia de la cámara que confirma esa 
declaración? Hay delito según el juez de instruc- 
ción; hay delito según la cámara de apelación; y 
el representante del ministerio público no encuen- 
tra mérito para acusar... 

El articulo de El Tiempo contiene estas otras 
palabras : « el juez del crimen absolvió, siguiendo 
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el dictamen dfe los agentes fiscales, y agregando 
referencias inexactas de constancias de autos que 
no existían ». Esta afirmación es demasiado grave 
para insistir en ella. 

En el caso, se debe á la intervención del que- 
rellante particular que la acusación se mantenga ; 
pero quien la mantiene es el fiscal de la cámara, 
es decir quien debía ser el jefe del ministerio pú- 
blico, único funcionario á quien, bajo las respon- 
sabilidades consiguientes, se tendría que confiar 
el desistimiento^ de la acción pública. En este caso, 
y en tantos otros que se podría encontrar en un 
examen de los procesos terminados, la interven- 
ción del querellante particular no tendría objeto 
si se estableciera que, cuando el fiscal entiende no 
deber acusar, en lugar de expresarlo así directa- 
mente al juez y abandonar la acción pública, como 
si se renunciara á una cosa propia y privada, pa- 
sara los autos á otro agente fiscal, y si éste enten- 
diera también que no hay mérito, entregase el 
proceso al superior jerárquico para que determi- 
nase en definitiva la actitud del ministerio públi- 
co. Cuando un abogado entiende que no hay 
derecho para proseguir un pleito, no va al tribu- 
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nal á decirlo asi, sino que llama á su cliente para 
que éste resuelva lo que entienda convenirle. Así 
debe proceder el agente fiscal, y como el cliente 
no tiene más vot que la de un representante 
superior, á éste debe dejarse la decisión de un 
caso tan grav^ como es el abandono de una ac- 
ción. 

7. Ni bajo la consideración del ejercicio de lin 
derecho, que no existe ni debe reconocerse ; ni 
con el supuesto de la conveniencia, que tampoco 
se explica en una organización, de que el damnifi- 
cado vigile de cerca la actitud del ministerio 
público, admito la coexistencia de dos acusadores 
en el mismo proceso y con la misma representa- 
ción de la acción pública. No concebiríamos que 
en un juicio civil hubiese dos apoderados de la 
misma parte, con facultad de intervenir simultá- 
neamente, y de tratar cada uno de ellos la cuestión 
en la forma que le pareciese, y aun contradicién- 
dose mutuamente. Pues bien ; esto qué no com- 
prenderíamos si se tratara de un juicio civil, se ha 
establecido en el juicio penal» y no nos asombra ni 
sorprende, sino por el contrario admite explica- 
ciones y fundamentos ... 
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8. Los vicios de este sistema ecléctico, de la 
acción conjunta del ministerio público y del que- 
rellante particular, que en nuestro país palpamos 
y no vemos, han sido previstos en la legislación 
uruguaya, contra la cual no han tenido éxito las 
tentativas de reacción. La comisión de notables 
abogados que examinó el « Proyecto de un nuevo 
código de procedimiento penal », del criminalista 
doctor Alfredo Vázquez Acevedo, dice en su in- 
forme sobre él : 

« Puede, sin embargo no optarse por un sistema 
exclusivo. Que la acusación no sea un derecho 
ejercitable sólo por el ministerio público, sino que 
concurra al juicio con análogas atribuciones el par- 
ticular ofendido por el delito. Búsquese en la ac- 
ción combinada de uno y otro, la solución del 
problema ya que, obedeciendo á distintos impul- 
sos persiguen ambos el descubrimiento del delito 
y el castigo del culpable. 

(( Son tantos y tan graves los inconvenientes con 
que tropezaría la administración de la justicia pe- 
nal si se admitiera esa acción conjunta, que el áni- 
mo se siente resueltamente inclinado á constituir 
únicamente como parte acusadora al ministerio 
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público en los delitos que no son esencialmente 
privados. 

« Permítase, ha dicho Jeremías Bentham, la do- 
ble acusación del particular y del ministerio pú- 
blico, y tendremos dos potencias rivales que ser- 
virán para observarse, excitarse y contenerse mu- 
tuamente. El célebre legista inglés, cuando así 
exaltaba el mérito de un sistema mixto de acusa- 
ción, no se apercibía de que pronunciaba su pro- 
pia condenación. 

« Es precisamente esa rivalidad que se produce 
siempre entre el acusador público y el privado, por- 
que accionan con distintos estímulos y obedecen á 
distintos móviles, dado el perpetuo antagonismo 
entre el sentimiento del deber, que pide sólo jus- 
ticia, y el de la pasión que clama siempre vengan- 
za, lo que tendrá como consecuencia lógica, la 
perturbación constante en la marcha regular del 
proceso, desde que no es posible que haya unifor- 
midad completa en la manera de ejercitar y fundar 
el derecho de acusación y, en todo caso, si la hubie- 
se, estaría demás uno de los acusadores. Es ya di- 
fícil conciliar la brevedad con que debe substan- 
ciarse el juicio criminal, con las garantías que te- 
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clama el derecho de defensa, pero la dificultad to- 
ca extraordinarias proporciones, desde que á la 
contienda entre la parte acusadora y el reo se agre- 
ga la que se produce necesariamente entre ios mis- 
mos acusadores si se acepta la acción conjunta del 
acusador público y del acusador privado » (1). 

9. La intervención del damnificado por el delito, 
á efecto de ser indemnizado de los perjuicios su- 
fridos, es necesaria cuando se atribuye autoridad 
de cosa juzgada en lo civil respecto de lo fallado 
en el proceso penal. Aun entonces la intervención 
de la parte civil puede ser reglamentada como lo 
está en Francia, al solo propósito de garantizarle 
lo relativo á las indemnizaciones á que tiene de- 
recho, sin acordarle facultades de acusador. 

El Código Civil argentino, ocupándose de cues- 
tiones que, como se ha observado muchas veces, no 
son propias de la ley de fondo, ha resuelto, en el 
articulo 1096, que la indemnización del daño cau- 
sado por delito sólo puede ser demandada por ac- 

(1) Proyecto de un nueoo código de procedimiento penal pa- 
ra la República Oriental del Uruguay por Alfredo Vázquez 
Acevedo. laforme suscrito por los doctores Eduardo Brito del 
Fino, Gonzalo Ramírez, Pablo De María y Antonio María 
Rodríguez, página 54. 
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ción civil, independiente de la acción penal. Si 
este principio se lleva á sus últimas consecuencias, 
se reconocerá necesariamente que el fallo dictado 
en lo criminal no puede tener ninguna influencia 
en lo civil, y todo derecho del damnificado quedará 
así garantido, aún á riesgo de las resoluciones 
contradictorias en lo civil v en lo criminal. Pare- 
. ce ser éste el principio del códfgo, pues aunque en 
los artículos 1102 y 1103 atribuye influencia á lo 
criminal respecto de lo civil, esta influencia se re- 
fiere únicamente á la existencia del hecho princi- 
pal que constituya delito, no á la responsabilidad 
del acusado, ó demandado en la acción civil, en 
cuanto pueda afectar el interés del demandante 
que no ha sido parte en el juicio. Según el prime- 
ro de dichos artículos una ve¿ establecida en el 
juicio criminal la culpabilidad del demandado, és- 
te no puede impugnarla en el juicio civil. Por el 
segundo es solamente la existencia del hecho prin- 
cipal lo que no podrá ser discutido en el juicio 
civil. 

Las discusiones sobre esta materia son demasia- 
do arduas para darles cabida en este trabajo : va- 
len por si solas un volumen mujho más extenso 
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que el presente. Basta saber que todos los derechos 
del damniñcado pueden ser resguardados, sin ne- 
cesidad de constituir á este último en represen- 
tante de la acción pública, sea admitiendo su in- 
tervención en el juicio como parte civil, al solo 
efecto de su interés privado de obtener la indem- 
nización, sea reconociendo la absoluta indepen- 
dencia de las dos acciones, como lo declara el 
artículo 1096 del código civil. 
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1. La materia de que se ocupa este libro, inde- 
pendientemente de lo que él pueda val^r, parecerá 
estrecha y reducida, si sólo se la considera en re- 
lación con la organización y procedimiento de los 
tribunales de la justicia común, ó de la jurisdic- 
ción ordinaria de la Capital . Todo el país está con- 
vencido de que el grande problema que debe ocu- 
par la atención de los poderes públicos es el de la 
justicia, que la mala justicia es una de las causas 
de nuestro descrédito ante la opinión europea, á 
la cual tenemos que satisfacer si deseamos el en- 
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grandecimiento nacional. La opinión pública ha 
encontrado eco en las más elevadas esferas de la 
autoridad. Lo que era ayer queja de oprimidos y 
clamor de prensa, es hoy denuncia formalmente 
llevada ante el Congreso por el Presidente de la 
República, y acusación elocuente del Ministro de 
justicia. El Congreso ha respondido á esta exi- 
gencia de la opinión, y los efectos de su inter- 
vención se han hecho sentir aun más pronto de lo 
que podia esperarse, aunque todavía no haya pro- 
piamente comenzado su tarea. No podemos pre- 
ver si esta acción se detendrá, ó si avanzará, y 
hasta dónde. Pero, de todas maneras, la acción di- 
recta é inmediata del Congreso, parece que no pa- , 
sará, según el limite que se supone de sus atribu- 
nes en ejercicio, de los procesos que hagan efecti- 
vas responsabilidades ó eliminen á malos funcio- 
narios nacionales; y de la reforma de algunas leyes. 
2. Tengo mi opinión personal formada sobre 
este punto de que el mal no está solamente en una 
magistratura recolectada, salvo muy honrosas 
excepciones, entre medianías incapaces de res- 
ponder á las altas funciones que aquella com- 
porta, sino también en una corrupción general de 
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criterio en cuanto á la dignidad de aquellas fun- 
ciones, y á la manera con que debe la magistra- 
tura hacerse acreedora al respeto. He podido con- 
vencerme, con numerosas observaciones, de que los 
* jueces piensan demasiado en si mismos; en el 

efecto que sus resoluciones deben producir en el 
público; procuran el aplauso y la admiración, qui- 
zás porque en ocasiones piensan demasiado poco 
en la opinión y no creen que también existe para 
condenar. Si no es el favor del público, se busca 
otras veces más desgraciadamente la complacencia 
del poderoso, y entonces el mal es peor. Pero en 
cualquiera de los casos, el juez que pone el mínimo 
interés, la mínima idea de sí mismo en el trámite 
y fallo de una causa, es un juez perdido ; ya es más 
parte que juez. Por esto he censurado en algu- 
ñas ocasiones el extraordinario ruido que se hace 
alrededor de algunos procesos, en que el repórter 
hábil y sagazj como debe ser un periodista, apro- 
vecha de la ingenua vanidad del juez para saber 
cosas que de otro modo no sabría. El sumario que 
es hoy secreto para las partes, pero según tantos 
indicios, ño secreto para el repórter, debe ser ab- 
solutamente secreto para este último y absoluta- 

16 
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mente público para el primero, que será el único 
dueño de esa publicidad mientras no llegue el de- 
bate oral y el fallo. 

3. Pero, volvamos á la cuestión. La acción del 
Congreso está limitada á lo que se refiere á la jus- 
ticia federal y á la de los tribunales ordinarios de 
la Capital. Ocurrepreguntar ahora ¿es ésta toda la 
justicia que desacredita al país? ¿Está todo el mal 
aquí en la capital de la República, en el centro 
más activo de la opinión, en el núcleo de la direc- 
ción intelectual del país? No, pues I Uno de los 
abogados más distinguidos del país, que ha ejerci- 
do siempre su profesión fuera de la Capital, y 
' cuyo nombre respetable no doy por no haber so- 
licitado su consentimiento, me decía en estos mo- 
mentos en que la justicia federal aparecía denun- 
ciada ante el Congreso : tan defectuosa como puede 
ser la justicia federal, y cualquier cosa que haya 
de cierto en las murmuraciones sobre su integri- 
dad, el fuero federal es la única esperanza de jus- 
ticia que tenemos en las provincias, y ningún abo- 
gado que defiende una causa honesta deja de lle- 
varla, siempre que es posible, á la justicia federal. 
Hay algo entonces mucho peor que la justicia de 
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la Capital ó la justicia federal; hay algo que pue- 
de desacreditar mucho más, y es la justicia en las 
provincias, ó por lo menos en algunas de ellas. 

Si la acción del Congreso no puede llegar direc- 
tamente hasta ellas, puede llegar indirectamente, 
con toda la influencia que dará el establecimiento 
de una buena justicia en todo lo que-depende di- 
rectamente de la acción nacional . Cuando se sus- 
cita hoy alguna tjueja contra la administración de 
justicia en las provincias, se puede contestar fácil- 
mente á los que se lamentan, que no tienen por qué 
quejarse, puesto que en la capital de la República 
no lo pasarían mejor. Las buenas leyes de organi- 
zación, las garantías del procedimiento y todo lo 
que depende déla acción administrativa podrá ser 
fácilmente adoptado ó imitado por las provincias. 
Aparte de esto los representantes de las mismas 
en el Congreso tendrán un grande ejemplo que se- 
guir y podrán poner su actividad personal al ser- 
vicio de tan buena causa. La reforma es, pues, 
asi más trascendental que lo que aparece en el re- 
ducido campo de su acción de este momento. 

4. Pero, independientemente de la acción indi- 
recta que el Congreso puede ejercer sobre el mejo- 
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ramiento de la justicia general en todo el pais 
¿es acaso perfectamente cierto que la acción di- 
recta no puede ir mas allá? Existen en la consti- 
tución nacional declaraciones expresas en el sen- 
tido de que las provincias no conservan una abso- 
luta independencia en cuanto á afianzar ó no la 
justicia. Desde luego, este último propósito está 
expresamente declarado en el preámbulo de la 
constitución, que la consigna como uno de los ob- 
jetos que se tiene en vista al constituir la unión 
nacional, con esta particularidad : que es el pri- 
mero; lo que demuestra que se tuvo ya entonces 
bien clara la concepción de que la justicia es el fin 
principal del Estado. 

En el articulo 5^ se consigna la declaración de 

que cada provincia dictará para si una constitución 

bajo el sistema representativo republicano, de 

acuerdo con los principios, declaraciones y garan- 

tías de la constitución nacional ; y que asegure su 

administración de justicia, su régimen municipal 

y la educación primaria. Bajo estas condiciones el 

gobierno federal garantiza á cada provincia el 

goce y ejercicio de sus instituciones. 

Si en una provincia no se realiza prácticamente 
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la justicia; si todo se limita á una aparente orga- 
nización que no responde al fin deseado ; si las 
garantías de ¡ajusticia quedan escritas y decla- 
radas en las leyes, pero la fortuna, el honor y la 
vida délos habitantes están privados de la supre- 
ma garantía, los fines de la constitución nacio- 
nal no se han llenado, y el gobierao federal no 
puede detenerse ante una autonomía provincial 
que está fuera de la constitución. 

Por otra parte, todo deber implica necesaria- 
mente los medios de cumplirlo y todo derecho la 
acción que lo proteja. Si existe un deber de todo el 
cuerpo político del estado general de asegurar la 
justicia y los beneficios de la libertad, aquel deber 
no podría cumplirse, y estas garantías serían letra 
muerta, si no existieran los medios de poder ejer- 
citarlos. Las declaraciones de la xíonstitución im- 
plican, pues, lógicamente, el derecho de exami- 
nar la administración de la justicia provincial; y 
si nunca se ha ejercitado, no obstante el conven- 
cimiento de que en muchas épocas no ha habido 
tal justicia en las provincias, esto no significa que 
se haya extinguido por desuso un derecho impres- 
criptible . 
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Y doy fin á mi tajrea con esta indicación, que 
alguien recogerá y alguien realizará, si las refor- 
mas legales y la acción directa del Congreso no 
bastan como ejemplo para que en todo el pais 
quede satisfecho el supremo anhelo que encierra 
esta palabra: 

JUSTICIA. 
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